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INTRODUCCIÓN 

 

Los discursos son construcciones históricamente determinadas que permiten a los sujetos y, 

sobre todo, a los grupos sociales apropiarse simbólicamente del mundo real, definiendo las 

líneas básicas de un proceso de significación siempre cambiante.  

En México, las investigaciones en torno a la transparencia se han enfocado en su di-

seño procedimental, su aplicación y propuestas métricas para analizar su funcionamiento, 

sin embargo, no se ha problematizado como un concepto cargado de sentido propio, ni se 

ha analizado el proceso histórico de construcción sobre este discurso en relación a las exi-

gencias democráticas contemporáneas.  

Este trabajo de investigación plantea que el sistema político mexicano ha construido 

un discurso político en torno a la transparencia que busca legitimar la democracia en 

México. Lo más relevante es analizarlo como un proceso en el cual, dependiendo del con-

texto histórico, el uso que se le ha dado varía como respuesta del propio sistema a las de-

mandas económicas, políticas y sociales.  

A nivel discursivo, el vínculo significativo más evidente es entre la transparencia y 

la corrupción, ya que en México este concepto se ha utilizado como una fórmula mágica 

contra los gobiernos corruptos y mediante la implementación de mecanismos de transpa-

rencia se busca terminar con las malas prácticas de gobierno. Sin embargo, como se detalla-

rá más adelante, la transparencia sólo queda en un plano discursivo y se deja de lado su 

implementación y significación.  

Desde el gobierno del Partido Revolucionario Institucional (PRI) en la presidencia 

(1930), la tendencia de los políticos a privilegiar sus intereses sobre el conjunto de la po-

blación, la corrupción y los resultados deficientes del desempeño gubernamental en el 
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ámbito económico, político y social, fueron alimentando la desconfianza y el disgusto hacia 

el sistema político. Este descontento generalizado estalló en el país a inicios del siglo XXI, 

mientras que a nivel mundial, autores como Pierre Rosanvallon (2018), Ralf Dahrendorf 

(2002), Samuel Huntington (1994), Susan E.Scarrow, Bruce Cain y Russell J. Dalton 

(2003); hablaban de una crisis de la democracia o una transformación de ésta, que incluye 

mecanismos de participación directa para su legitimación, uno de ellos es la transparencia. 

Por lo cual, es de particular importancia tomar en cuenta el contexto histórico que se 

vivía desde el año 2000, donde las presiones internacionales por una mejor democracia co-

menzaron a permear en el sistema político. Dicho año fue trascendental para el país por los 

cambios que se gestaban a nivel nacional y mundial, sobre todo por las presiones política – 

con los principios de la Nueva Gestión Pública –  económicas, estipuladas en las normas de 

carácter voluntario impuestas por organismos financieros, y por último, las demandas so-

ciales ya que la ciudadanía exigía una alternancia política. Así, estas tres vertientes fueron 

catalizadoras para la implementación de mecanismos de transparencia en México.   

La exigencia de una mejor calidad en la democracia se tradujo en extender los me-

canismos y los hábitos de participación de los ciudadanos hacia la gestión gubernamental 

misma, mediante procesos de supervisión y vigilancia de las autoridades. 

A nivel mundial, antes que como un mecanismo político, la transparencia pública 

comenzó a gestarse como un requisito fundamental para el intercambio comercial, para la 

liberalización económica y la estabilidad de los mercados. Por ejemplo, la Organización de 

Naciones Unidos, el Banco Mundial y el Fondo Monetario Internacional incluyen el acceso 

a la información en sus paquetes de recomendaciones para controlar la corrupción y pro-

mover la buena gobernanza. 
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En el primer capítulo de esta tesis, Los fundamentos del sistema democrático 

moderno, se presenta un repaso teórico sobre esta forma de gobierno, ya que las bases de la 

transparencia – como la separación entre lo público y lo privado, la conceptualización del 

ser humano como sujeto de derechos, así como el principio de publicidad y ciudadanía 

informada – se encuentran conceptualizados desde el liberalismo político. 

Para el segundo capítulo, La transparencia en México: configuración de un nuevo 

escenario político, se realizó una exposición histórica para demostrar que el contexto de 

cada sexenio fue determinante para la legislación de la transparencia en México. Esta revi-

sión comienza con la explicación de las presiones que ejercieron a nivel mundial los princi-

pales organismos financieros basados en las ideas de la Nueva Gestión Pública en la década 

de los noventa; continúa con las características contextuales que comparten los países de 

América Latina y por último, se analizan los acontecimientos claves para su legislación en 

México. 

El capítulo final propone una división histórica del discurso de la transparencia en 

México dependiendo el uso que se le ha atribuido en cada sexenio y el contexto en el que se 

desarrolla. Se espera que este trabajo contribuya al estudio de la transparencia como un 

discurso cargado de sentido que ha sido impuesto por el sistema político y no sólo como un 

proceso gubernamental.  
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CAPÍTULO 1. LOS FUNDAMENTOS DEL SISTEMA DEMOCRÁTICO              

MODERNO 

“El proceso de maduración de la idea de democracia fue lento  

y tortuoso y, como es frecuente en la historia, sólo después 

 de haberse producido se fue adquiriendo consciencia de ello”. 

-    Giovanni Sartori 

Esta investigación tiene como delimitación geográfica a los Estados Unidos Mexicanos, 

que en la Constitución Política se define como “una República representativa, democrática, 

laica, y federal (Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 1917).  Además, 

los artículos 50, 51, 52, 53, 54 y 56 estipulan la esencia del sistema democrático-

representativo en su estructura. Por lo tanto, en este capítulo se describirán los fundamentos 

de este sistema político y el proceso mediante el cual este escenario político cambió dando 

prioridad a la información pública y a la transparencia en el espacio público.  

Las bases de la democracia representativa se encuentran en el liberalismo político, 

entendido como una concepción del Estado con poderes y funciones limitadas (Bobbio, 

1989). Para los fines de esta esta investigación, sus bases filosóficas más relevantes son la 

separación entre lo público y lo privado, la conceptualización del ser humano como sujeto 

de derechos y, de especial importancia para el tema, los conceptos de publicidad y ciudada-

nía informada. Posteriormente, se describirá el funcionamiento de la democracia liberal, un 

sistema de gobierno que reconoce el derecho de participar en el proceso decisional político 

y la atribución de los derechos políticos a todos los miembros adultos de la colectividad.                                       
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Es importante retomar estos principios ya que hasta la aparición de estas explicacio-

nes liberales, la idea de que los gobiernos deben informar a los ciudadanos – como antece-

dente de la transparencia – fue ganando terreno en el Estado Liberal de los siglos XVIII y 

XIX (Rodríguez Zepeda, 2006).  

Para Jacqueline Peschard (2017), la sociedad abierta surge con la irrupción del libe-

ralismo y se reafirma con su posterior democratización, “que trastocó la definición misma 

del poder político, así como los énfasis en los principios que guiaban su ejercicio y la rela-

ción entre gobernantes y gobernados.” (Peschard, 2017: 25). En este capítulo, es importante 

resaltar tres cambios determinantes impulsados por las ideas del liberalismo político para 

que hoy en día, la transparencia se entienda como un valor que legitima del sistema 

político: 

A) La separación de lo público y privado, que a su vez conlleva a delimitar los lí-

mites del Estado - individuo. 

B) La concepción del ser humano como persona y sujeto de derechos. 

C) El principio de publicidad y la ciudadanía informada que cobrará mayor fuerza 

en la democracia representativa. 

A)       La separación de lo público y privado.  

La tradición liberal de la democracia se remonta a John Locke, quien establece que hay que 

limitar el poder estatal por medio de la ley para que el gobierno pueda cumplir su función 

protectora del individuo (Rodríguez Zepeda, 2006). En el siglo XVII, este filósofo inglés 

sentó las bases intelectuales para pensar al poder político como un mandatario de los ciuda-

danos y como una entidad representativa sin intereses propios. 
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El Estado no crea derechos ni intereses, sólo tiene que representarlos y tutelarlos. A 

pesar de defender el gobierno como mandatario, Locke contemplaba derechos políticos sólo 

para los hombres que tuvieran propiedades inmobiliarias. No obstante, como menciona 

Rodríguez Zepeda (2006), la herencia de su estructura política radica en que existen liber-

tades indiscutibles de los individuos que son inviolables, que el poder político sólo se justi-

fica por su condición de mandatario y representante de la voluntad de los ciudadanos.  

En las teorías contractualistas, las personas no le ceden al Estado todos sus dere-

chos, pues la vida, la libertad, y la propiedad son inherentes a todo ser humano, y por tanto, 

es obligación de las instituciones tutelar y salvaguardar esos derechos, ya que su preserva-

ción constituye el fundamento de legitimidad del propio Estado (Cárdenas, 2017). Por lo 

tanto, el Estado implementará mecanismos de control para defender estos derechos y pro-

piedades materiales.  

Así, el Estado de raíz liberal no tiene autoridad para restringir las libertades funda-

mentales y legítimas del individuo como la libertad de expresión, de consciencia o religio-

sa. El individuo será el único que pueda decidir qué expresar y en qué creer. La función del 

Estado consiste en garantizar que estas libertades se ejerzan sin presiones de ninguna espe-

cie y que su ejercicio por un particular no se convierta en daño para las libertades de otro. 

Con el discurso liberal, la doctrina de la verdad de Estado sufre un golpe, ya que es-

ta nueva justificación del poder político se postula como un proceso de liberación gradual, 

donde el individuo naturalmente libre llega a constituir la sociedad política como una so-

ciedad con soberanía limitada (Bobbio, 1989).  
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Mientras que en la tradición absolutista no existían fronteras precisas entre lo públi-

co (lo propio del Estado) y lo privado (lo que corresponde a cada individuo); en la tradición 

liberal, la legitimidad misma del Estado se funda en la claridad y precisión de esta frontera 

(Fernández, 2001). Basado en el contractualismo, el ejercicio del poder político es legítimo 

sólo si se basa en el consenso de las personas sobre las cuales se ejerce.  

La tradición liberal impulsa distinciones claves para que las personas separen su es-

fera privada respecto a la pública, religiosa y económica. Es un Estado limitado de poderes 

y funciones, pero que debe hacer público su actuar con los ciudadanos ya que es un acuerdo 

entre quienes deciden someterse a un poder superior y con las personas a las que este poder 

es confiado (Bobbio, 1989). 

Es decir, el Estado tendrá la obligación de informar a los ciudadanos por su carácter 

de ente público, sin embargo, los ciudadanos viven en una esfera privada y fuera de las ac-

tividades públicas, nadie los obliga a informar su actuar. Por lo tanto, lo relevante para la 

transparencia es que las ideas liberales imponen una nueva visión sobre la relación entre 

secreto y privacidad, el Estado es un poder público que se somete al escrutinio ciudadano, 

mientras que el individuo es privado (Peschard, 2007: 32). 

b)       La concepción del ser humano como persona y sujeto de derechos. 

Un segundo principio conceptualizado desde el liberalismo político es la idea del potencial 

del individuo para ser autónomo, así como la capacidad de autodeterminación, libertad de 

pensamiento, de conciencia, de creencias y de expresión. El individuo es sujeto de derechos 

y libertades políticas, independientemente de su nacimiento o estrato social, convirtiéndolo 

en el fundamento mismo de una nueva concepción del poder. 
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Para Sartori (1988), existe una diferencia básica entre las concepciones antigua y 

moderna de la libertad que se encuentra precisamente en cómo se piensa al ser humano. 

Éste no puede ser reducido a su ciudadanía (refiriéndose a la libertad de los antiguos), sino 

que protege la libertad del individuo (libertad de los modernos), en tanto que es una perso-

na. El liberalismo defiende a través del Estado constitucional la libertad política individual. 

Debe destacarse que Locke incluye, bajo el concepto de propiedad, la vida y liber-

tades de los individuos, la protección no sólo en función de bienes inmobiliarios, si no a la 

propiedad del yo como una esfera personal, irreductible a una dimensión colectiva, que va 

desde la corporalidad de la persona hasta su pensamiento, libertad y decisiones. 

Esta visión liberal del poder político supone que el Estado cuida intereses que no le 

son propios, en particular de la propiedad de los ciudadanos. Si la existencia de la autoridad 

política tiene sentido es porque permite tutelar los derechos de los individuos que la han 

instaurado. 

El Estado es, en sentido estricto, un instrumento de justicia que permite el ejercicio 

de derechos que no son creados por él y que, sobre todo son propios del ser humano. Esta 

noción de individuo privado está en la base del pensamiento liberal, y es lo que establece la 

medida individualista como justificación de la existencia del poder político, su legitimidad 

y todas sus atribuciones. Lo relevante para la transparencia en esta nueva concepción es que 

otorga al ser humano libertad de pensamiento y de creencias, por lo que el derecho a la in-

formación será esencial para tomar decisiones políticas. 

c)        El principio de publicidad y la ciudadanía informada 
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Las teorías clásicas de la democracia consideraban fundamental la virtud cívica de los ciu-

dadanos, esto es, su participación intensa, responsable y racional en los asuntos públicos, 

con el fin de evitar gobiernos tiránicos.  

Bajo esta concepción, el liberalismo político introduce la novedad de que no exis-

ten verdades de Estado, ni secretos que deban ser preservados de la mirada e interés de los 

ciudadanos comunes en cuanto al manejo de la información y la vida pública. Por ello, en 

esta investigación es importante destacar el cambio en la concepción del principio de pu-

blicidad a partir del pensamiento liberal. 

Para Peschard (2017), las distintas etapas o fases por las que ha evolucionado la re-

lación entre el poder político y la sociedad se expresan en la tensión entre secreto y publici-

dad. El quiebre más evidente es el de la publicidad, entendida también como el derecho de 

los ciudadanos a poder conocer los asuntos públicos en oposición a los secretos de Estado, 

nombrados como Arcana Imperii. La publicidad de los actos gubernamentales será parte de 

esta nueva concepción de la ciudadanía. 

Los Arcana Imperii son secretos del Imperio o del Estado, verdades que son miste-

rios de la política, por ejemplo, cómo gobernar o cómo tomar una decisión, es información 

selecta, privilegiada, que define como sujeto de poder a quien la posee (Bobbio, 1986). 

En la antigüedad, son secretos políticos, en los que se conjuga la reverencia por el 

poder y una visión aristocrática del uso de la información. De tal manera que estos secretos 

establecen un límite en el poder político y, por lo tanto, jerarquizan a las personas en rela-

ción con la práctica política y con la calidad de los conocimientos y argumentos que pueden 

tener a su disposición. 
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Por lo cual, únicamente los sabios pueden apropiarse de la información y guiar a la 

comunidad. La posesión o el acceso a los Arcana Imperii inviste de poder a sus sujetos 

porque se gobierna a otros por la posesión de ese saber. 

En la Edad Media, los Arcana Imperii son, simultáneamente, Arcana Ecclesiae, 

misterios trascendentes, dogmas de fe y verdades indiscutibles, se consideran razones y 

verdades profundas que invisten de sacralidad a los ministros religiosos que los detentan. 

Lo cual, se ve representado en la doctrina del derecho divino de los reyes, se legitima el 

poder político a través de la Iglesia (Sassia, 2010). 

En el Estado absolutista del siglo XV, los secretos del poder quedaron asociados a 

los fines que perseguía esta forma específica de organización política centrada en la delimi-

tación del territorio, población y gobierno soberano.  El Estado era resultado de un acuerdo 

entre los gobernados y éste, que garantizaba la seguridad y la perpetuación misma de dicho 

ordenamiento político y jurídico, su objetivo era proteger a la población frente agresiones 

externas o internas. 

Bajo esta concepción, el Estado fue teorizado mediante el término "razón de Esta-

do", que significa la supremacía de las estrategias, los propósitos y mecanismos de esta 

formación política moderna por encima de cualquier otra razón o interés. Incluso Thomas 

Hobbes (1980), en el Leviatán justifica sobre qué temas pueden hablar los súbditos: 

Y puesto que el fin de esta institución es la paz y defensa de todos, y que quien tiene el de-

recho al fin tiene derecho a los medios […] En consecuencia, juzgar cuáles son las opinio-

nes y doctrinas adversas, y cuáles conducen a la paz y, por consiguiente, puede determinar 

además y en qué ocasiones, hasta dónde y sobre qué se permitirá hablar a los hombres a 

multitudes de personas, y quienes examinarán las doctrinas de todos los libros antes de ser 

publicados. (Hobbes, 1980: 272) 



14 

El quiebre más importante para el principio de publicidad será en el Estado liberal, 

donde la idea de informar a los ciudadanos fue ganando terreno y representó un gran cam-

bio en la manera de concebir a los ciudadanos. El liberalismo político introduce la novedad 

de que no existen verdades de Estado, ni sujetos privilegiados en cuanto al manejo de la 

información pública. Por lo cual, para Giovanni Sartori (1988), cambió la relación entre 

gobernados y gobernantes de la siguiente manera: 

El liberalismo ha limitado el poder absoluto y arbitrario, ha vencido al círculo de la deses-

peración expresado por la pregunta ¿quién controla a los controladores?; ha liberado al 

hombre del temor del Príncipe; ha liberado al hombre efectivamente del saqueo y del terror 

(del terror relacionado con la fuerza). El liberalismo es único en sus logros en este aspecto: 

en que es la sola ingeniería de la historia que dota a los fines de medios. (Sartori, 1988: 

467). 

 

Dado que el Estado liberal garantiza los derechos de los individuos, se abre la parti-

cipación de los ciudadanos en los asuntos públicos. El Estado existe para garantizar los 

derechos de los individuos, por lo cual, en el Estado liberal no existen verdades fuera de la 

mirada de los ciudadanos, de ahí que la balanza se incline hacia la apertura informativa, 

debilitando el secretismo. 

Es importante destacar que, en un primero momento, el principio de publicidad se 

refería a la libertad de prensa y de discusión; no abarcaba el acceso a documentos o regis-

tros gubernamentales. Esta visión liberal del poder político supone que la información ge-

nerada en la esfera del aparato gubernamental debería ser difundida para la formación de 

una ciudadanía ilustrada. 

Uno de los filósofos más importantes en la construcción del principio de publicidad 

– base filosófica de la transparencia política – es Immanuel Kant (1985), quien aboga por el 
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uso de la razón individual, lo que da paso hacia la construcción de un Estado en donde la 

sociedad  vigila que se apegue a la voluntad de los representados a través de la creación de 

leyes. 

En La paz perpetua (1985) analiza la supuesta oposición entre moral y política y 

sostiene que la manera de resolverla consiste en el llamado “principio de publicidad”. De 

tal manera, la justicia no será lo impuesto por el soberano; por el contrario, toda máxima 

jurídica aspira a la publicidad, a ser reconocida por todos como algo legítimo, pues sólo así 

puede garantizarse su cumplimiento: “sin publicidad no habría justicia, pues la justicia no 

se concibe oculta, sino públicamente manifiesta; ni habría, por tanto, derecho, que es lo que 

la justicia distribuye y define” (Kant, 1985: 63). 

El principio rector es sencillo: si no se pueden hacer públicos los propósitos de una 

acción, entonces es injusta y, por ende, contraria al derecho. Así, el principio de publicidad 

para Kant está concebido como un contrapeso al poder político en la medida en que se ha-

rían explícitos los intereses de los políticos, muchas veces contrarios a las demandas legíti-

mas de los ciudadanos. Para Kant, la publicidad es este principio de mediación entre políti-

ca y moral. 

Por lo tanto, el uso de la razón equivale a su uso público como guía. El público ra-

ciocinante, constituido únicamente por los ciudadanos hombres, llegaban a acuerdos res-

pecto de los asuntos comunes. Esa publicidad políticamente activa se convierte, bajo la 

Constitución republicana, en principio organizativo del Estado liberal de derecho. 

Con el principio de publicidad, Kant aboga por una esfera pública dirigida a lograr 

los mayores beneficios para los ciudadanos y sólo en ésta es posible la discusión pública de 



16 

las iniciativas de gobierno y demandas de los ciudadanos por un público ilustrado e intere-

sado por los asuntos comunes.  

En este contexto, aparece la libertad de pluma, entendida como la facultad de dar a 

conocer públicamente una opinión acerca de las disposiciones injustas de un soberano, co-

mo el único paladión de los derechos del pueblo. Negar esa libertad es arrebatar a la comu-

nidad el derecho frente al mandatario y al mismo tiempo privar al mandatario de toda noti-

cia sobre aquello que podría modificar (Fernández, 2001: 36). 

El principio de publicidad será la base filosófica de la transparencia política ya que 

pugna porque la totalidad de los actos, resoluciones y procedimientos de los órganos del 

Estado sean públicos y la reserva o secreto pasarán a tener un carácter  de excepcional. Es-

tos tres cambios de pensamiento conceptualizados desde el liberalismo político son esencia-

les para que hoy en día, la transparencia se entienda como un valor legitimador del sistema 

político.  

1.1 Democracia Liberal  

Tras la irrupción de las ideas liberales, la democracia liberal comenzó a conceptualizarse 

como la forma de gobierno que se rige por la mayoría y donde el Estado está limitado en 

poderes y funciones por leyes fundamentales. El titular del poder político será el conjunto 

de ciudadanos y se buscará extender los derechos políticos.   

Liberalismo y democracia están ligados necesariamente en el sentido de que sólo la 

democracia es capaz de realizar en plenitud los ideales liberales y el Estado liberal es la 

condición para la práctica de la democracia (Bobbio, 1989), por lo que la publicidad de la 

información toma una relevancia especial.  
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Existe una considerable diferencia entre la concepción antigua y moderna de la de-

mocracia y de la libertad. Los modernos hablan de una libertad individual, conciben al in-

dividuo como persona, mientras que los antiguos no prestaban atención al valor que repre-

senta el respeto al individuo como persona, sólo existía para la democracia dentro de la 

polis. 

Sin embargo, esta concepción del individuo sufre un cambio ya que el liberalismo 

cree en el valor de cada persona. En términos generales, hasta el siglo XVIII la diversidad 

era considerada fuente de discordia y de desorden, causante de la caída de los Estados; y la 

unanimidad, el fundamento necesario para toda comunidad política. Sin embargo, la demo-

cracia se fundamenta en el disenso y la decisión de cada persona.  

Respecto a la libertad democrática, Michelangelo Bovero (2002) menciona la 

autonomía de los ciudadanos a quienes les es reconocido el derecho de participar en el pro-

ceso decisional político, que culmina con la asunción de las decisiones colectivas, y que 

coincide con la atribución de los derechos políticos a todos los miembros adultos de la co-

lectividad (Bovero, 2002: 90). 

 El ejercicio de las libertades civiles, constituye la precondición indispensable del 

ejercicio de la libertad política., por lo que la legitimidad del poder político emana de la 

decisión pública y la información se convierte en indispensable para la elección de los re-

presentantes.  

De acuerdo a Suárez-Iñiguez (2003), la democracia es una forma de gobierno cuya 

característica esencial y distintiva es distribuir el poder político entre el mayor número de 

sus destinatarios. Aunque en un primer momento se implementó para los ciudadanos hom-
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bres con propiedad, posteriormente los derechos electorales y el universo de representantes 

elegibles se ampliarán con la democracia representativa.  

 

1.2             Democracia representativa 

Para continuar con el desarrollo histórico de este concepto, es importante destacar que la 

democracia representativa retoma valores del liberalismo político tan importantes como la 

limitación del Estado y el acceso a la información pública debido a que la opinión pública 

será el mecanismo control ante los representantes.  

Esta forma de gobierno da un giro respecto a la conversión de las personas de indi-

viduos a ciudadanos, es decir, las personas dejan de ser aquellas que pueden ser elegidos 

mediante el sorteo, para convertirse en los que pueden elegir y ser elegidos a la vez. La 

formación de la opinión pública será de suma importancia para controlar a los representan-

tes y garantizar la libertad de expresión. Para Pablo Armando González (2009), exigirá a 

los ciudadanos conocimiento en el funcionamiento de los asuntos públicos: 

Es así que la libertad de expresión será una de las precondiciones para que un gobierno re-

presentativo funcione de manera adecuada. La opinión pública puede dar ciertos equilibrios 

y evitar cambios violentos, ya que la libertad de expresión por vía institucional y los cam-

bios paulatinos se adecuarán a los momentos políticos que exijan el cambio (González, 

2009:24). 

 

La tarea de hacer las leyes ya no concierne a todo el pueblo reunido en asamblea, sino a un 

cuerpo restringido de representantes elegidos por aquellos ciudadanos a quienes se les re-

conozcan los derechos políticos. También se reivindica el derecho de elegir representantes 

en el parlamento y de ser elegidos. 
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La democracia representativa se asocia conceptualmente con el “gobierno represen-

tativo”, que nació en el siglo XVIII tras el triunfo de la Revolución estadounidense (1765) y 

francesa (1789). John Stuart Mill en Del gobierno representativo (1861), menciona que 

para que la democracia sea ejercida de manera adecuada es necesaria la participación y la 

creación de una opinión pública que controle a sus gobernantes para evitar gobiernos tiráni-

cos. Otra condición para el desarrollo de esta forma de gobierno será la igualdad ante las 

leyes para poder tomar parte en las deliberaciones y la modificación de ámbitos de repre-

sentación en espacios más participativos.  

Bernand Manin (1998) en Los principios del gobierno representativo, clarifica la 

cuestión de la formación de opinión pública basándose en dos principios básicos: 

1.   Para que los gobernados puedan formarse sus propias opiniones sobre cuestiones 

políticas, es necesario que tengan acceso a informaciones políticas, lo que exige que las 

decisiones gubernamentales se hagan públicas. 

2.   La libertad de expresar opiniones políticas en todo momento, no sólo cuando se vota 

en las elecciones.   

 

Así, lo que se exige desde un principio en esta forma de gobierno son ciudadanos 

dispuestos a informarse y un gobierno obligado a informarlos. En segundo lugar, ciudada-

nos participativos que tengan la disponibilidad de dar cierta parte de su tiempo a las cues-

tiones públicas y que no terminen su ejercicio en el momento de ejercer el voto. 

La historia de la democracia representativa tendrá varias conquistas a lo largo del 

tiempo. Para Bobbio (2002), entre la época de la restauración (desde la derrota del Imperio 

Napoleónico) y la Primera Guerra Mundial (1914), la historia de la democracia coincide 

con la afirmación de los estados representativos en los principales países europeos y con su 
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desarrollo interno. La línea de desarrollo de la democracia en los regímenes representativos 

se fue ampliando esencialmente en dos direcciones:  

a) En la gradual ampliación del derecho de voto, que, en un principio estaba 

restringido a los ciudadanos con criterios basados en la propiedad, cultura y sexo, hasta el 

sufragio universal. 

b) En la multiplicación de los órganos representativos, que en un primer tiempo 

estuvieron limitados a una de las dos asambleas legislativas, y luego se extienden poco a 

poco a la otra asamblea, a los entes del poder local o, en el paso de la monarquía a la repú-

blica y al jefe de estado.  

A nivel contextual, el siglo XX se recuerda como el siglo de la democracia debido a 

que a principios de éste, tan sólo en 25 países se practicaba la democracia de una manera 

por demás restringida y que en conjunto englobaban a poco más de 10% de la población 

mundial. Posteriormente, de los 192 estados soberanos con reconocimiento internacional, 

120 ya podían ser considerados democráticos, por garantizar en la práctica la universalidad 

del sufragio (García, 2003: 8). Tras esta oleada de democratización y cambios, para Enrique 

Suárez-Iñiguez (2003), la democracia como forma de gobierno está compuesta de tres fases 

distinguibles: 

1)    Las condiciones que deben existir para que pueda desarrollarse el proceso electoral 

de forma libre y confiable. 

2)    Las elecciones: voto libre, secreto y universal. Corrección de procedimientos, acep-

tación de resultados. 

3)    Las maneras en que funciona después de las elecciones: el gobierno democrático 

propiamente dicho. 

 



21 

Sus características indispensables son: alternancia en el poder, prohibición del man-

dato imperativo, descentralización, pluralismo, tolerancia, debate público frecuente y cana-

les de expresión de la voluntad general, representantes (partidos políticos) que ofrezcan 

concepciones para fortalecer el bien público, y tengan como consecuencia programas y 

medios para conseguirlos, porque para tal propósito fueron elegidos. 

El objetivo de este acápite fue conocer el contexto histórico de la democracia repre-

sentativa para evidenciar las bases filosóficas de la transparencia y analizar el contexto en 

que se ha desarrollado históricamente. Para David Easton (1997), la organización interna de 

un sistema político es su capacidad para responder a las circunstancias en qué funciona a 

través de mecanismos con los cuales enfrentan los cambios y regulan su conducta. Éste 

permite analizar cómo las autoridades sondean el estado del sistema y corrigen errores y 

perturbaciones. 

Su teoría trata de evidenciar cómo los sistemas políticos se adaptan, sobreviven, se 

reproducen y sobre todo cambian dependiendo del contexto. Bajo esta premisa se seguirán 

analizando los cambios que ha sufrido este sistema político entendido como un conjunto de 

interacciones políticas que se orientan hacia la asignación autoritaria de valores a una so-

ciedad (Jiménez, 1998).   

1.3             La desconfianza política en las instituciones públicas 

Hacia el último cuarto del siglo XX la exposición universal de la democracia representativa 

fue un reconocimiento de que era el sistema político que contaba con mayores bases de 

legitimidad y de confianza, incluso en sociedades con tradiciones culturales y políticas dife-

rentes al pensamiento liberal. 
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Según Jacqueline Peschard (2017), durante ese periodo, sucedieron transiciones de 

la democracia en diferentes latitudes del mundo aunque se trataba de sociedades sin una 

tradición liberal, como las que se habían democratizado a finales del siglo XIX, sobre todo 

en Europa.  Sin embargo, para los países de reciente incorporación a la democracia con-

quistar autoridades de origen democrático muy pronto mostró sus dificultades, sobre todo 

porque las expectativas en cuanto a lo que sobrevendría al llegar a la democracia habían 

sido muy altas. 

Por un lado, se había considerado que organizar elecciones libres, plurales y compe-

tidas conduciría a gobiernos capaces de ofrecer respuestas articuladas y viables a las de-

mandas de los ciudadanos para resolver los grandes problemas de las sociedades. Por otro, 

se había apostado a que la democracia electoral extendería los cauces de participación y de 

incidencia social en las propias decisiones de política pública de las autoridades. Ninguno 

de estos dos supuestos se cumplió mecánicamente. 

La forma en que empezó a manifestarse el descontento fue una creciente abstención 

electoral, distanciamiento frente a los partidos políticos, e incluso una desconfianza hacia 

los actores e instituciones políticas. 

 Ralf Dahrendorf (2002) considera que la democracia descansa en buena medida en 

la capacidad de los pueblos de construir la institucionalidad democrática, a lo que añade: 

“sigo convencido de que la crisis actual de la democracia es sobre todo una crisis de control 

y de legitimidad frente a los nuevos desarrollos económicos y políticos” (Dahrendorf , 

2002: 11). Así, en algunos países, la insatisfacción con el desempeño de los gobiernos sur-

gidos democráticamente se convirtió en un cuestionamiento sobre el sistema democrático 
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como la mejor forma de gobierno, es decir, el respaldo social hacia el régimen disminuyó 

por la mala gestión de los gobiernos emanados de las elecciones democráticas. 

En 1984, Norberto Bobbio escribió “Las promesas incumplidas de la democracia”, 

para el autor, la implementación de la democracia representativa a los países que anterior-

mente eran autoritarios no resolvería de manera automática todos sus problemas. En este 

texto, Bobbio (1984), explica las seis áreas donde existía una gran expectativa ciudadana de 

cambio: 

1)    La primera es que en los estados democráticos, los grupos (como sindicatos y parti-

dos) se convirtieron en sujetos políticamente relevantes con intereses propios, mientras que 

los individuos tuvieron cada vez menos participación.   

2)    La segunda transformación ha sido que la representación política no deja al repre-

sentante la capacidad de decidir conforme a su juicio, sino está sujeto a las instrucciones de 

su partido o de grupos de interés. El sistema neocorporativo está caracterizado por una rela-

ción triangular en la que el gobierno, que debería representar de los intereses nacionales, 

interviene únicamente como mediador entre las partes sociales. 

3)    La democracia no ha derrotado el poder oligárquico, existen élites que se imponen 

en el sistema político. 

4)    La democracia no ha conseguido llegar a ámbitos donde se toman decisiones que 

afectan a toda la comunidad como la economía, la empresa, la administración, la familia, 

etcétera. 

5)    La democracia no ha eliminado completamente la opacidad del poder. 
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6)    La democracia no ha conseguido extender la virtud cívica o el amor a la cosa 

pública  

Estas dos últimas son de suma importancia para esta investigación, por lo cual, las 

explicaré detalladamente. En el quinto punto, Bobbio realiza una crítica a la invisibilidad de 

un doble Estado, ya que la democracia no ha eliminado completamente la opacidad del po-

der, el "secreto de Estado". 

Una de las razones de la superioridad de la democracia frente a los estados absolu-

tos que pugnaban por mantener los Arcana Imperii fue la convicción de que el gobierno 

democrático podría finalmente dar vida a la transparencia del poder, al poder sin máscara. 

Bobbio retoma a Kant, para quien la publicidad de los actos de gobierno es por sí misma 

una forma de control que permite distinguir lo que es lícito de lo que no es.  

Sin embargo, en la democracia los secretos de Estado predominan y, al contrario del 

control público del poder, los ciudadanos son vigilados por los gobernantes con instrumen-

tos técnicos para conocer lo que hacen, pero “¿quién es capaz de controlar a los controlado-

res?” (Bobbio, 1984:12). Más que una promesa incumplida, para Bobbio es una tendencia 

contraria a las premisas: la tendencia hacia el máximo control de los súbditos por parte del 

poder. 

La sexta promesa incumplida está relacionada con el aprendizaje de la ciudadanía. 

La democracia no ha conseguido extender la virtud, entendida como el amor por la cosa 

pública. Ha crecido la apatía política y el clientelismo basado en el interés individual. Para 

Bobbio, la falta de interés de los ciudadanos para vigilar el cumplimiento de las tareas gu-
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bernamentales, desenmascaran la falta de compromiso con la democracia y la construcción 

de ciudadanía. 

¿Por qué un régimen como la democracia representativa, estructurado idealmente 

para funcionar no pudo llevarse a cabo? En El Futuro de la democracia (1986), Bobbio 

menciona que el proyecto democrático fue pensado para una sociedad menos compleja que 

la que hoy tenemos, por lo cual, hay obstáculos que no fueron previstos. 

El primero es que conforme las sociedades pasaron a una economía de mercado pro-

tegida, aumentaron los problemas políticos que requirieron capacidad técnica de personal 

especializado. Quien toma las decisiones, debe ser un experto, de esta manera, la tecnocra-

cia se antepone a la democracia. No significa que los individuos sean ignorantes, sino que 

los problemas a resolver son más complejos. 

El segundo obstáculo es el crecimiento continuo del aparato burocrático ordenado 

jerárquicamente del vértice a la base, y opuesto al sistema de poder democrático donde el 

demos, toma las decisiones. El cual, esconde el propósito de reducir el poder democrático. 

El tercero está relacionado con el rendimiento del sistema democrático en su con-

junto. La sociedad civil estructura demandas al gobierno, y éste para cumplir correctamente 

sus funciones debe responder adecuadamente. La cantidad y la rapidez de estas demandas 

son tales que el sistema político es incapaz de adecuarse a ellas. 

Se debe agregar la idea de un mercado político y el clientelismo. Entre partidos y 

ciudadanos electores se genera un pequeño mercado, donde los ciudadanos electores se 

vuelven clientes y una relación de naturaleza pública se transforma en una relación privada. 

Se trata de una forma de privatización de lo público que depende de la capacidad de los 
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partidos de controlar a sus representantes y de obtener el mantenimiento de las promesas 

hechas a los electores. 

Por último, es importante resaltar el papel que ha tenido la supremacía asignada al 

mercado, la irrupción del neoliberalismo en los sistemas democráticos de especial relevan-

cia en América Latina. Para Noam Chomsky (2009): 

La concentración aguda de riqueza en manos privadas ha venido acompañada de una pérdi-

da del poder de la población general. La gente se percibe menos representada y lleva una 

vida precaria con trabajos cada vez peores. El resultado es una mezcla de enfado, miedo y 

escapismo (Chomsky, 2009: s/p). 

La penetración del neoliberalismo es evidente por su influencia en la economía global y por 

su poder para redefinir la naturaleza de la política en sí misma. Siguiendo la creencia de 

que el mercado debe ser el principio organizador para todas las decisiones políticas, socia-

les y económicas, emprende un ataque contra el ideal democrático (Giroux, 2005). 

De alcance internacional, el neoliberalismo impone un régimen económico y valo-

res de mercado en las naciones en desarrollo – el cual está íntimamente relacionado con el 

surgimiento de la transparencia a nivel mundial – a través de políticas de ajuste estructural 

reforzadas por instituciones financieras como el Banco Mundial, el Fondo Monetario Inter-

nacional, y la Organización Mundial de Comercio. 

De este modo, la tendencia de los políticos a privilegiar sus intereses sobre el con-

junto de la población, la corrupción, así como los resultados tan deficientes del desempeño 

gubernamental en el ámbito económico y social, fueron alimentando la desconfianza y el 

disgusto con el sistema político. Muchos autores hablan de una crisis de la democracia o 

una transformación de ésta, que incluye mecanismos de participación directa para su legi-

timación. 
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1.4              Derecho a la información como mecanismo contra la desconfianza 

La exigencia de una mejor calidad en la democracia se tradujo en extender los mecanismos 

y los hábitos de participación de la ciudadanía hacia la gestión gubernamental misma me-

diante procesos de supervisión y vigilancia de las autoridades. 

A partir de la década de 1990, en las sociedades industriales avanzadas comenzó 

una exigencia constante de la ciudadanía por establecer mecanismos de participación de-

mocrática directa y reformas en materia de leyes de acceso a la información.  El derecho de 

acceso la información pública es el derecho que tienen las personas para conocer los docu-

mentos que producen y manejan las autoridades. Las reglas para solicitarla cambiarán de-

pendiendo de la legislación de cada país; en México toda persona tiene acceso gratuito a 

esa información documental sin necesidad de acreditar interés jurídico o justificar su uso y 

añade la obligación de proporcionarla. 

La narrativa sobre la participación de los ciudadanos en decisiones políticas gira en 

torno a que este individuo requiere conocer información del gobierno como partícipe del 

régimen democrático (Dalton, Scarrow y Cain, 2003). Así, comenzó a cobrar relevancia el 

acceso a la información pública como solución a la desconfianza política; como si se tratase 

de una relación causal: mientras más información, mayor participación y mejor democracia.  

Por su parte, los mecanismos de transparencia se implementaron posteriormente, ya 

que exigen mayores condiciones legales y técnicas que la publicidad de la información. 

Para Mauricio Merino (2005), la implementación del principio de transparencia reclama, al 

menos: 
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A) La existencia de un marco jurídico destinado a garantizar el acceso a la informa-

ción pública. 

B) Un conjunto de obligaciones de información por parte de los funcionarios y las 

organizaciones públicas que ejercen poder político. 

C) Un sistema definido en las leyes para garantizar que efectivamente los ciudada-

nos puedan acceder a la información pública. 

D) Un sistema para sancionar a los funcionarios que no rindan cuentas, al menos en 

términos de la información que manejan. 

E) Ciudadanos y organizaciones sociales interesadas en obtener información públi-

ca. (Merino, 2005: 5).  

Debido a la desconfianza en el sistema democrático, la corrupción y exigencias in-

ternacionales del mercado, la idea de transparencia fue cobrando importancia para poste-

riormente convertirse en un valor que legitima al sistema político, más allá de lograr un 

cambio en el poder. 

La transparencia y el derecho a saber se inscriben en un elenco de instituciones 

emanadas de la desconfianza en la democracia que el sociólogo francés Pierre Rosanvallon 

(2008) caracteriza como "la contrademocracia", en el entendido que los rebasan y le sirven 

de contrafuerte, porque ayudan a prolongar y a profundizar sus defectos. 

 Para el autor, en el ámbito político existe una tensión y un cuestionamiento que an-

tes estaba ligado en el mecanismo electoral: la legitimidad y la confianza. Hoy en día, están 

separados; mientras la legitimidad es una cualidad jurídica procedimental que se da por la 

elección, la confianza es un valor moral que cumple con tres funciones: produce una am-
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pliación de la calidad de legitimidad electoral, agrega a su carácter procedimental una 

dimensión moral y una dimensión sustancial (la preocupación del bien común). 

Además, es un economizador institucional que ahorra un conjunto de mecanismos 

de verificación y prueba. El valor jurídico político de la legitimidad deriva claramente del 

proceso electoral y es cuantificable en la propia cifra de votos que tiene el gobernante o 

representante, por otro lado, la confianza es un asunto mucho más complejo, porque impli-

ca la existencia de consideraciones y juicios adicionales más allá del resultado de las urnas 

y es difícil de cuantificar, salvo por medio de percepciones. 

Tras esta disociación entre legitimidad y confianza, se han multiplicado las propues-

tas que buscan reforzar las condiciones de la legitimidad procedimental. La transparencia es 

parte de este poder de prevención para que el poder cumpla sus compromisos. Así, la trans-

parencia se convierte en una narrativa mediante la que el sistema busca dar confianza a los 

poderes públicos frente a la opinión pública. 

De esta forma, la ciudadanía no sólo participa en las elecciones, sino se convierte en 

vigilante. Por lo cual, además de la figura del pueblo-elector aparecen tres nuevas figuras: 

el pueblo-controlador, el pueblo-veto y el pueblo-juez. La actividad ciudadana se expande 

en esta nueva organización de la desconfianza que son los poderes contrademocráticos. 

Es en los poderes del pueblo-controlador donde se ubica el discurso de la transpa-

rencia. Estos poderes ponen a prueba la reputación del poder, suponen una inspección con-

tinua de los diferentes dominios de la acción gubernamental y una vigilancia permanente 

frente a las elecciones es así que emerge la figura del pueblo-controlador (Rosanvallon, 

2008). 
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Así, existen una serie de nuevos actores del control que se han desarrollado en torno 

a este discurso, como organizaciones no gubernamentales, autoridades independientes de 

vigilancia, instancias de evaluación, observatorios y, para el autor francés, el alcance de 

internet es de suma importancia.  

Para Rosanvallon, el control sobre la gestión de los gobernantes ayuda extender la 

legitimidad electoral para armar una legitimidad social. Las tecnologías de la información 

ayudan a la transparencia y el acceso a la información, pero, paradójicamente, la multipli-

cación de los documentos y los datos puede ser un obstáculo para la verdadera apertura 

informativa. 

A pesar de posibilitar un control democrático, Rosanvallon menciona una paradoja 

de la transparencia. En la democracia actual, los ciudadanos ya no buscan conquistar el 

poder para ejercerlo, sino en la constitución de éste como un objeto cuya transparencia su-

pone un perfecto control. 

El ejercicio de la responsabilidad de vigilancia da un giro, mientras con Kant el 

principio de publicidad buscaba un cambio en las leyes públicas, ahora la transparencia se 

desentiende de sus objetivos políticos: 

            Poco a poco se erige una verdadera ideología de la transparencia en lugar del ideal 

democrático de producción en un mundo común. La transparencia se convierte en la 

virtud que sustituye la verdad o la idea de interés general en un mundo marcado por 

la incertidumbre (Rosanvallon, 2008: 251).   

El problema en este caso es que termina por desgastarse y agotarse hasta el punto de 

no poder responder a las demandas que le son dirigidas. A pesar de que la transparencia 

implica en sus orígenes un sistema para sancionar a los funcionarios que no rinden infor-
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mación, la demanda no se transforma en una acción del sistema político, sino en evidenciar, 

más que sancionar o transformar. 

Por ello, no es suficiente con tener una legislación robusta en la materia si no exis-

ten cambios significativos en el poder político, su eficacia únicamente se queda en el nivel 

discursivo. Transparencia no es sinónimo de mayor democracia, ni participación, y su im-

plementación no representa un cambio por sí mismo.  

Bajo este escenario político, a nivel mundial Robert y Michener proponen 1999 co-

mo el año de “la explosión de la transparencia”. Antes de 1990 sólo existían 12 leyes espe-

cializadas en la materia y a partir de la década de los noventa, un gran número de países 

estaba saliendo de un régimen autoritario, reconfigurando su entramado institucional, y en 

el tablero de sus fuerzas políticas gravitaba la demanda de la transparencia (Peschard, 2017: 

125). Así, entre 1999 y 2015 se aprobaron cerca de 80% de las 104 leyes de acceso a la 

información que existen en todo el mundo. 

Por otra parte, es importante mencionar que el concepto de transparencia nació co-

mo respuesta a un problema económico, por la necesidad de contar con mayor y mejor in-

formación sobre el funcionamiento de los mercados internacionales. 

 A nivel mundial, la transparencia pública comenzó a gestarse como un requisito 

fundamental para el intercambio comercial, para la liberalización económica y la estabili-

dad de los mercados, antes que como un mecanismo político. La Organización de Naciones 

Unidos, el Banco Mundial y el Fondo Monetario Internacional incluyen el acceso a la in-

formación en sus paquetes de recomendaciones para controlar la corrupción y promover la 

buena gobernanza. 
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Tal como señala Mauricio Merino, “los promotores principales de las mejores prác-

ticas de transparencia han sido, al menos en un principio, los grandes organismos económi-

cos internacionales, con la OCDE y el Banco Mundial a la cabeza (citado por Peschard, 

2017: 3).  En México, y la mayoría de los países latinoamericanos, la transparencia aparece 

como respuesta a una exigencia de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo 

Económico (OCDE), la cual tiene como uno de sus objetivos crear una mejor gobernabili-

dad para los países miembros. 

El trabajo de la OCDE referente a la gobernanza pública es encabezado por el Co-

mité de Gobernanza Pública (PGC). A través de reuniones de funcionarios y expertos de los 

países miembros, intercambios de información y conocimientos, datos y análisis, el PGC 

examina lo que los gobiernos hacen y busca mejorar la efectividad y eficiencia de las 

políticas públicas. Uno de los temas centrales para la OCDE (2012) es la transparencia: 

[…] las medidas que toma el gobierno, así como sus decisiones y los procesos que llevan a 

las mismas, están abiertos en un nivel de escrutinio adecuado para ser objeto de revisión en 

otros sectores del gobierno o por la sociedad civil y, en algunos casos, instituciones exter-

nas (OCDE, 2012: 17). 

En este contexto, el acceso a la información surgió como una de las nuevas deman-

das para lograr democracias de mejor calidad, y justamente a partir de ahí comenzó a regis-

trarse un caudal de instrumentos normativos para regular la transparencia de la información 

pública. 

De esta manera, el sistema político comenzó a transformarse y adaptarse a un con-

texto de nuevas exigencias ciudadanas, a pesar de su clara relación en materia económica. 

Las primeras reflexiones sobre la transparencia son del ámbito económico y se relacionan 
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con el valor de la información para generar ganancias, más que la consolidación de un de-

recho democrático, lo cual, se describirán en el segundo capítulo. 

Podemos decir, entonces, que la idea de la transparencia y de acceso a la informa-

ción como prerrogativas ciudadanas en democracias corresponden a una visión contempo-

ránea reciente que implica la construcción de una narrativa en donde la democracia repre-

sentativa supone legitimidad procedimental y una relación de responsabilidad del represen-

tante con los asuntos públicos.  

La publicidad de la información cobra relevancia por ser un mecanismo que busca 

devolver confianza y control a la ciudadanía, es por ello que sólo en las últimas décadas se 

han desarrollado leyes de transparencia en todo el mundo, sin embargo, el discurso de éste 

varía en cada país. 

 

1.5             Transparencia y valores democráticos 

Es importante recordar que los discursos son siempre construcciones históricamente deter-

minadas que permiten a los sujetos apropiarse simbólicamente del mundo real, definiendo 

las líneas básicas de un proceso de significación siempre cambiante. 

De esta manera, la transparencia se fue convirtiendo en un valor fundamental de las 

democracias modernas y fue impuesta por el sistema político. Las distintas etapas o fases 

por las que ha evolucionado la relación entre el poder político y los gobernados se expresan 

nítidamente en la tensión entre secreto y publicidad. Así, desde la antigüedad hasta la edad 

moderna, el secreto fue el rasgo distintivo y predominante, mientras que con la aparición 

del régimen liberal y después con la llegada de la democracia, la visión se transformó, co-



34 

locando a los ciudadanos en la fuente de la legitimidad del poder político, debilitando con 

ello la justificación del secreto. 

Desde la apertura liberal y el quiebre con los Arcana Imperii, pasando por el con-

cepto de publicidad definido por Kant, las olas de democratización a nivel mundial, hasta la 

sociedad de la desconfianza y el neoliberalismo, el  concepto de acceso a la información se 

ha modificado hasta llegar al valor de la transparencia. 

La transparencia cobra sentido como valor legitimador, cuyo fin es controlar el po-

der público. Utilizo el término de valor en el sentido de Luis Villoro (2006), para quien los 

valores políticos se refieren a la vida en sociedad sometida a un sistema de poder.  Estos 

valores de ética política tienen cuatro características: 

- Tienen validez en un ámbito público, en la representación del orden social, don-

de se relacionan los distintivos miembros de una asocian política.  

- Son comunes, cada individuo de la colectividad tiene libertad y conciencia per-

sonal su comportamiento es resultado de acciones individuales, pero sus intere-

ses y valores corresponden a una mayoría de individuos, es decir, son comunes a 

muchos. 

- La tercera característica de éstos es que están en relación con el poder dentro de 

un sistema político 

- Por último, para Villoro estos valores deben ser realizables, aunque se enuncien 

en el discurso. 

En el discurso político, existen dos tipos de lenguaje, los que se refieren a un estado 

social deseable y buscan justificar cuál es el poder legítimo; y los que se refieren a las ca-

racterísticas de sociedad existente. El primero es un discurso justificativo y el segundo ex-
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plicativo. La transparencia se inscribe en el discurso justificativo, que además pretende de-

terminar lo que es bueno para cualquier sujeto. 

Lo más relevante es que para Villoro el poder político cumple con la función de im-

poner el interés general sobre los deseos de los seres humanos. Así, a pesar de que a nivel 

discursivo la transparencia se utilice como valor más que un mecanismo de cambio justifica 

la legitimidad de una un sistema político. La relación es clara, a mayor transparencia, ma-

yor participación política, por lo tanto, mayor democracia. 

Actualmente, este concepto está tan ligado a la democracia, que no se concibe sin 

él, para Peschard “hoy la democracia ha devenido el régimen político de validez universal, 

y la transparencia ha cobrado enorme relevancia y centralidad, convirtiéndose en un valor 

indiscutible y exigible” (Peschard, 2017, p.24) Mientras que para Ricardo Uvalle Berrones 

(2007), “el valor público de la transparencia es consustancial al gobierno de la democracia, 

en el cual los ciudadanos son los mandantes principales en el ejercicio del poder” (Uvalle, 

2007: 103). 

La transparencia es, sin duda, uno de los principales valores democráticos 

contemporáneos, sin embargo, el discurso de la transparencia ante la opinión pública des-

cansa en una promesa a futuro que ofrece una mayor calidad en el sistema político. Después 

de 19 años de su implementación en México, es una ilusión pensar que basta con que los 

datos sean públicos para que exista mayor eficiencia y confianza en el sistema político. 

Colocar en la red datos y documentos no basta para hacer más clara la acción públi-

ca, ni la participación política, sino que requiere interpretación, entender el contexto y no 

olvidar que aquello se publica sólo es una parte de la realidad. 
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Este concepto se utiliza en un discurso legitimador mediante el cual también se des-

vía el problema de corrupción, es decir la transparencia se presenta como una solución que 

corresponde a los ciudadanos. Lo cual, permite al sistema político tomar nuevas medidas 

para adaptarse al cambio de contexto. 

Desde las bases del pensamiento liberal, la publicidad de la información se ha con-

ceptualizado como un mecanismo de control hacia los representantes, sin embargo, como se 

describirá en el siguiente capítulo, la transparencia se conceptualizó desde el ámbito eco-

nómico para garantizar una mayor vigilancia, control y eficacia en los mercados. Sólo des-

pués de su impacto económico, se trasladó del sistema privado al público para su imple-

mentación y revisión de las finanzas gubernamentales en el mercado internacional. 
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CAPÍTULO 2. LA TRANSPARENCIA EN MÉXICO: CONFIGURACIÓN DE UN 

NUEVO ESCENARIO POLÍTICO  

“Lo que dominaba antaño era una cultura del secreto. 

Silencio y ojos cerrados. En la nueva civilización todo debe ser visible, 

y todo lo visible debe ser visto.” 

- Gérard Wajcman 

2.1 Origen de la transparencia a nivel internacional 

La aplicación de los mecanismos de transparencia cambian en cada país dependiendo de su 

legislación, sin embargo, es importante destacar que las leyes de acceso a la información 

son el requisito formal e indispensable para que la transparencia se desarrolle. En la mate-

ria, existen cuatro conceptos que es necesario diferenciar pese a que frecuentemente se uti-

lizan como sinónimos: derecho de acceso a la información, ley de acceso a la información, 

transparencia gubernamental y rendición de cuentas.  

Uno de los problemas sobre el concepto de transparencia es que no existe una defi-

nición unificada. Además, se ha mezclado tanto el significado de estos cuatro rubros que 

desde hace casi 50 años los políticos la han retomado como parte de su discurso por la mo-

dernización y la democratización del país (Lemus, 2017), provocando que el campo de ac-

ción más referido de la transparencia sea el combate a la corrupción, que es más cercano a 

la rendición de cuentas.  

Como su nombre lo indica, el derecho de acceso a la información pública es el dere-

cho que tienen las personas para buscar información, informar y ser informada e incluye las 

facultades de acceso a los archivos, registros y documentos públicos (Rodríguez, 2001). 
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Este derecho está estipulado en el artículo 19 de la Declaración Universal de Dere-

chos Humanos (1948): “Todo individuo tiene derecho a la libertad de opinión y de expre-

sión; este derecho incluye el no ser molestado a causa de sus opiniones, el de investigar y 

recibir informaciones y opiniones, y el de difundirlas, sin limitación de fronteras, por cual-

quier medio de expresión”. 

Asimismo, está reconocido en la Declaración Americana de Derechos y Deberes del 

Hombre (1948, artículo IV), El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (1996, 

artículo 19), y la Convención Americana de Derechos Humanos (1969, artículo 13). En 

México, la Constitución Política lo establece en el artículo 6°: 

La manifestación de las ideas no será objeto de ninguna inquisición judicial o administrati-

va, sino en el caso de que ataque a la moral, la vida privada o los derechos de terceros, pro-

voque algún delito, o perturbe el orden público; el derecho de réplica será ejercido en los 

términos dispuestos por la ley. El derecho a la información será garantizado por el Estado. 

(Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 2019, Artículo 6°).  

Por su parte, una ley de acceso a la información (LAI) alude a la construcción de 

normas jurídicas que lleven a la apertura y al diseño de instituciones formales encargadas 

de garantizar el derecho a la información, se describen los procedimientos para solicitarla y 

los recursos disponibles cuando las instituciones no responden adecuadamente a las solici-

tudes (Roberts, 2003). 

Las LAI son importantes aun cuando un país tenga artículos constitucionales que 

garanticen el derecho a la información o la libertad de expresión. El cumplimiento de las 

garantías constitucionales es difícil de asegurar sin las leyes específicas que estipulen su 

aplicación. En México, la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública 

(2015) tiene por objeto establecer los principios, bases generales y procedimientos para 

garantizar el derecho de acceso a la información. 
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El tercer concepto, transparencia gubernamental, permite conocer y divulgar la in-

formación pública que producen, utilizan y distribuyen los sujetos obligados por las LAI. El 

principio de transparencia con relación al derecho de acceso a la información implica que el 

funcionamiento, la actuación y la estructura de la administración deben ser accesibles a 

todos los ciudadanos para que puedan conocer la información generada por las administra-

ciones públicas y las instituciones que realicen funciones de interés general (Spano, 2016: 

239). 

La Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública establece que 

en México son sujetos obligados de transparencia cualquier autoridad, entidad, órgano y 

organismo de los poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, órganos autónomos, partidos 

políticos, fideicomisos y fondos públicos, así como cualquier persona física, moral o sindi-

cato que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad de la Federación, las 

Entidades Federativas y los municipios (Ley General de Transparencia y Acceso a la In-

formación Pública, 2015).  

Por último, la función de la rendición de cuentas se refiere al proceso mediante el 

que los ciudadanos vigilan y evalúan el actuar responsable de los servidores públicos, éste 

contempla dos partes involucradas: quienes rinden cuentas y los que exigen cuentas. Para 

Andreas Schedler (2004), su función es prevenir y corregir los abusos de poder en tres ejes: 

obliga al poder a abrirse a la inspección pública; a explicar y justificar sus actos y lo supe-

dita a la amenaza de sanciones. 

La información pública, garantizada por la transparencia, implica la obligación de 

responder a preguntas incómodas, además, exigir cuentas implica la oportunidad de hacer 

preguntas incómodas. La sociedad tiene el derecho de pedir a los funcionarios públicos que 
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informen sobre sus decisiones o les pueden pedir que expliquen sus decisiones. La rendi-

ción de cuentas involucra por tanto el derecho a recibir información y la obligación corres-

pondiente de divulgar todos los datos necesarios. 

Por un lado, la exigencia de cuentas tiene que ver entonces con tareas de monitoreo 

y vigilancia. Su misión incluye la búsqueda de hechos y la generación de evidencias. En un 

segundo momento, implica el derecho a recibir una explicación y el deber correspondiente 

de justificar el ejercicio de poder.  

Por último, la sanción, hacer valer la ley; el fin de la rendición de cuentas es el cas-

tigo a los responsables, si es necesario por la fuerza. Lo que importa es su aspecto impositi-

vo, el esfuerzo por asegurar el cumplimiento con las normas por medio de la imposición de 

sanciones. Ello implica que los responsables asuman las consecuencias de sus actos. 

De tal manera que para que sean efectivas las reglas deben estar acompañadas de 

mecanismos de monitoreo, para que no pase por desapercibido cuando alguien viola una 

norma, éste es el fin último de la transparencia. 

Por lo cual, un error en el nivel discursivo es el entendimiento sobre la naturaleza de 

la transparencia, así como sus límites y posibilidades reales. La transparencia se planteó 

como un segundo control del ejercicio del poder público y se observó como un medio para 

evaluar el desempeño de la administración pública, crear un ambiente institucional más 

restrictivo ante la corrupción, la aplicación discrecional de la ley, el corporativismo, los 

abusos y el mal uso de recursos públicos. Sin embargo, la transparencia por sí misma no 

puede hacer nada de esto. Por su naturaleza, es una medida que adopta el sistema y no lo 
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puede modificar, es el primer paso para la rendición de cuentas, pero está limitada por el 

diseño institucional y la falta de regulación y mecanismos de responsabilidad eficientes. 

Después de marcar esta diferencia, puede comenzar a trazarse la historia de la trans-

parencia primero en un contexto internacional, para dar paso a su aplicación en América 

Latina y finalmente en México. El objetivo de este capítulo es evidenciar la transformación 

que experimentó este discurso tras conceptualizarse desde el ámbito económico - privado al 

democrático en la última década del siglo XX. 

La primera ley de acceso a la información data de 1766 en Suecia, denominada 

"Ley para la Libertad de Prensa y del Derecho de Acceso a las Actas Públicas” que garanti-

zaba la obligación del gobierno de responder a las solicitudes de información de los ciuda-

danos sin costo alguno. Sin embargo, fue hasta el siglo XX cuando la legislación en trans-

parencia gubernamental – estipulada en las LAI –se extendió a nivel mundial.  

Destaca entre ellas la Ley de Libertad de Información [Freedom of Information Act 

(FOIA)], promulgada en 1966 en Estados Unidos, y con vigencia desde el 5 de julio de 

1967. Dispone que cualquier persona tiene el derecho de obtener acceso a registros de de-

pendencias federales, excepto en la medida en que dichos registros estén protegidos contra 

la divulgación pública.  

La discusión internacional en torno a este tema ha tomado diferentes matices de 

acuerdo con las exigencias históricas que en buena medida se han modificado por exigen-

cias económicas y políticas. 

La transparencia en el sector económico se implementó con el objetivo de que la 

apertura de información contribuyera a disminuir los riesgos en la toma de decisiones frente 
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a las crisis financiera, principalmente en Latinoamérica. Mientras que en la vertiente demo-

crática ha sido un requisito para garantizar el derecho a la información pública y perpetuar 

el concepto de ciudadanía ilustrada que exige la democracia representativa y tiene sus bases 

filosóficas en el liberalismo político.   

A inicios del siglo XX se promulgaron las LAI en países con tradición liberal en 

Europa, sin embargo, lo cierto es que la convicción democrática de la transparencia, “no se 

había convertido en un derecho plenamente garantizado en la mayor parte de los países con 

tradición democrática, sino hasta finales del siglo XX” (Merino, 2005: 77). 

Teniendo como base las LAI, la transparencia se constituyó realmente como una 

novedad política, que para el mismo autor, nació como consecuencia del sector económico, 

en particular, la globalización de los mercados y la necesidad de contar con información 

certera sobre su funcionamiento: “de ahí que los promotores principales de las mejores 

prácticas de transparencia hayan sido, al menos en un principio, los grandes organismos 

económicos internacionales, con la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Eco-

nómicos (OCDE) y el Banco Mundial a la cabeza” (Merino, 2005: 3). 

Estos organismos fungieron como promotores de la transparencia pública, su con-

ceptualización y los beneficios comenzaron en el sector económico privado, para después 

pasar al pensamiento de la economía política de la mano con la Nueva Gestión Pública.  

El valor de la información 

El concepto de economía política de la información fue acuñado por Joseph E. Stiglitz, vi-

cepresidente del Banco Mundial de 1997 a 2000. Sus primeras investigaciones en el tema 

datan de 1975, donde estableció las bases de un nuevo paradigma económico que demues-
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tra las consecuencias negativas de la asimetría de información en el funcionamiento de los 

mercados y en el diseño de políticas públicas (Stiglitz, 2002). 

Stiglitz (2002), asume las asimetrías de información como una causa inevitable del 

fracaso de las políticas públicas; este concepto se refiere a una situación en la compraventa 

donde una de las partes que intervienen no cuenta con toda la información relevante sobre 

las características que la otra sobre el producto, servicio o activo que se oferta. 

En la década de los ochenta, comenzó la popularidad de los modelos de informa-

ción, cuyo beneficio recaía en su habilidad para mejorar el poder explicativo y predictivo 

respecto de los modelos anteriores. La información se genera y sirve de insumo para la to-

ma de decisiones, por lo cual, a mayor conocimiento, mayor control (Bebczuk, 2000). 

Este cambio de paradigma se centra en el papel que toma la información en los pro-

cesos políticos y la toma colectiva de decisiones, pero sobre todo en encontrar métodos 

para limitar dichas asimetrías y mitigar sus consecuencias. En esta conceptualización de la 

información son importantes tres variables: el valor de la información, el control y la efica-

cia de los mercados. 

En Latinoamérica, un factor determinante para la aceptación e implementación de 

este nuevo paradigma en materia económica fueron las crisis financieras, para Roberts 

(2003), las instituciones financieras internacionales se constituyeron como el primer motor 

de la difusión global de las LAI durante los años 80 y 90, que evidenciaron la necesidad de 

cambiar la manera como se manejaban las finanzas públicas. 

Tomando como base los mecanismos de transparencia de las empresas privadas, se 

hizo indispensable la implementación de medidas que devolvieran la confianza en la eco-
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nomía local. Entre ellas, rápidamente se colocó el tema de proveer garantías para el acceso 

a la información y se convirtió en una recomendación recurrente, ya que suponía dar mayor 

certidumbre y estabilidad a los mercados. 

¿Cómo permeó este pensamiento en la administración pública y en la implementa-

ción de legislaciones en materia de transparencia gubernamental? Ligado al nuevo para-

digma económico, en los años ochenta, surge la tendencia anglosajona conocida como la 

Nueva Gestión Pública (NGP), un movimiento de reforma administrativa que promueve la 

introducción en el sector público de presiones competitivas y de enfoques gerenciales desa-

rrollados en el sector privado para lograr mayor eficiencia, eficacia y recuperar la confianza 

perdida de los ciudadanos en la acción del gobierno (Velasco, 2013). 

La NGP enfatiza en el desempeño y los resultados, la sustitución de las relaciones 

jerárquicas por relaciones contractuales, introducción de mecanismos de mercado – entre 

ellos la transparencia – y énfasis en el ciudadano (usuario) desde una perspectiva de cliente, 

se considera al Estado como si fuese una entidad productora de bienes y servicios (Stiglitz, 

1996). 

En los estados modernos se dejó de lado el secreto por ser ineficiente y un riesgo 

para la operación del sistema económico (Quintana, 2015), mientras que la información se 

convirtió en una fuerza productiva y el acceso a ésta prometía un mayor crecimiento en la 

economía y un mejor desempeño. Bajo la lógica del valor de la información en la toma de-

cisiones, para Stiglitz (2002) el mecanismo para combatir la falta de ésta y propiciar un 

mercado más eficaz en los asuntos públicos es la transparencia: 

Hay asimetrías de información entre los que gobiernan y los gobernados y, del mis-

mo modo que los participantes en los mercados se esfuerzan por superar las asime-
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trías de información, necesitamos encontrar métodos mediante los cuales puedan li-

mitarse dichas asimetrías en los procesos políticos y puedan mitigarse sus conse-

cuencias (Stigilitz, 2002:95).  

De esta manera, la transparencia sale del ámbito privado para convertirse en un 

elemento central de las políticas públicas. Para Mauricio Merino (2007), a partir de los años 

ochenta se extendió esta idea de que buena parte de las respuestas a los problemas que ge-

neraba la falta de transparencia organizacional estaba en las buenas prácticas seguidas por 

las empresas privadas y por los incentivos para cuidar las inversiones realizadas: 

[…] la transparencia se convirtió en un valor aceptado para la función pública en buena me-

dida, gracias al impulso que le dieron las organizaciones internacionales (como el Banco 

Mundial o el Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo), que la promovieron en un 

contexto de una reforma a la administración pública derivada de las crisis económicas recu-

rrentes de aquellos años (Merino, 2007:137). 

En cuanto al Fondo Monetario Internacional (FMI), como lo describe Roberts 

(2003), las crisis financieras internacionales de los años noventa marcaron un cambio en 

sus normas y diseñaron mecanismos para reducir riesgos bajo la idea del paradigma de la 

economía política de la información. 

Las medidas adoptadas fueron fomentar la transparencia y la apertura de los países 

miembros, materializadas en el establecimiento de normas de carácter voluntario1 para la 

divulgación de datos económicos y financieros. Las Normas Especiales para la Divulgación 

 

1 A pesar de que son de carácter voluntario, el FMI supervisa el cumplimiento de las NEDD y publica infor-
mes anuales de observancia, donde se examinan la observancia por parte de los suscriptores de sus com-
promisos en las NEDD. Los informes también incluyen un hiperenlace al módulo de datos del Informe sobre 
la Observancia de los Códigos y Normas (IOCN), de ser pertinente, y mencionan las observaciones del perso-
nal técnico del FMI con respecto a la calidad de los datos de los informes más recientes. Un incumplimiento 
grave y persistente de las NEDD da lugar a las acciones pertinentes. El Directorio Ejecutivo del FMI ha apro-
bado los procedimientos a seguir en caso de incumplimiento de este tipo. Además, si los países acceden a la 
publicación del IOCN y se percibe que siguen las normas internacionales en el desempeño financiero, los 
inversores tendrán más confianza para invertir en esos países. 
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de Datos (NEDD) fueron establecidas en 1996 con el objetivo de orientar a los países con 

acceso a los mercados internacionales de divulgar datos económicos y financieros al 

público (FMI, 2007). 

Un año después, en diciembre de 1997, crearon el Sistema General de Divulgación 

de Datos (SGDD), orientado a países con sistemas estadísticos menos desarrollados para 

facilitar un marco que evaluara las necesidades en lo que se refiere a mejorar la calidad de 

los datos y fijar prioridades al respecto. 

Las normas y los códigos relacionados con la formulación de medidas de política y 

operaciones del gobierno tuvieron como objetivo principal fomentar una mayor transparen-

cia: 

Con más transparencia (o divulgación de información) el público estará más informado so-

bre la elaboración y los resultados de la política económica y podrá exigir que el gobierno 

rinda cuentas en relación con la ejecución de las medidas, con lo que habrá más credibilidad 

y mejor comprensión por parte del público de lo que representan las diferentes opciones de 

política. La transparencia también contribuirá a que los mercados sean más eficientes, pues 

los participantes estarán mejor informados (FMI, 2001, s.p.). 

De esta manera, a nivel mundial, la transparencia comenzó a ser un requisito fun-

damental para el intercambio comercial, la liberación económica y la estabilidad de los 

mercados (Peschard, 2017).  Antes de configurarse como exigencia en el ámbito político, el 

acceso a la información y la transparencia tuvieron un auge en el segmento económico de-

bido al uso que le podrían dar para tomar decisiones políticas claves respecto a inversiones, 

prevenir futuras crisis y obtener mayor crecimiento de los mercados. Para Enrique Quintana 

(2015): 

La transparencia y el acceso a la información pública se han vuelto factores críticos para las 

modernas economías del conocimiento y para las economías insertas en la globalización. 

Para desatar sus "instintos animales" los empresarios necesitan saber; para crear un entorno 

institucional confiable es preciso disponer de información clara, constante y veraz; para evi-

tar monopolios nada como un acceso universal e igual a la información gubernamental 

(Quintana, 2015: 8). 
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A pesar de que en los sistemas democráticos liberales se conceptualizó el derecho a 

la información – en un primer momento entendido como publicidad – el concepto de trans-

parencia no se construyó desde el ámbito político, si no desde motivaciones económicas.  

En el Estado Liberal de los siglos XVIII y XIX, los planteamientos políticos con-

ceptualizaban un control gubernamental en la democracia representativa por parte de los 

ciudadanos, para ello, deberían tener información pública. Sin embargo, fue hasta la Decla-

ración Universal de los Derechos Humanos de la ONU (1948) que establece en su artículo 

19 el derecho de los ciudadanos a acceder a la información; cuando los países comenzaron 

a legislar sobre la materia.  Finlandia, promulgó su ley en 1951 y Estados Unidos hizo lo 

mismo en 1966, sin embargo, hasta 1990, sólo doce países contaban con constituciones, 

convenios regionales o tratados en esta materia (Michener, 2011: 3).  

A lo largo del siglo pasado, la mayoría de las democracias liberales operaron bajo 

un amplio manto de secreto (Roberts, 2003: 2) y las motivaciones económicas fueron el 

principal punto de arranque para la difusión del acceso a la información, el otro motor de la 

expansión definitiva de las leyes de transparencia fueron las transiciones de la democracia 

experimentadas en América Latina, Europa del este y en los países árabes: 

¿Cómo explicamos que después de siglos de inacción en un lapso muy breve el tema se ha-

bía extendido por todo el mundo con una intensidad inusitada? Parte de la respuesta está li-

gada a la expansión de la democracia y las nuevas exigencias que se le han adicionado co-

mo forma de gobierno. Si bien durante gran parte del siglo XX la demanda principal se hizo 

entorno a la extensión de los derechos políticos y la existencia de elecciones libres y compe-

tidas, una vez que este modelo se consolidó como alternativa empieza mostrar sus insufi-

ciencias (Peschard, 2017: 113). 

Así, el indicio más claro de resistencia política hacia la transparencia fue el tiempo 

que transcurrió en los primeros precedentes de la libertad de información del mundo y el 

inicio de la gran escala de su difusión (Michener, 2011). Para Merino (2005), la difusión de 
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las leyes de transparencia se insertó en un discurso democrático: “es un hecho que durante 

los últimos tres lustros ese tema se trasladó de la economía a la crítica política, hasta con-

vertirse prácticamente en una señal de identidad democrática” (Merino, 2005: 4). 

Tras la experiencia en el sector económico, la transparencia comenzó a ser una exi-

gencia para los países democráticos con principios liberales y a nivel internacional comen-

zaron a proliferar leyes de acceso a la información acompañando la "tercera ola" de transi-

ciones a la democracia (Huntington, 1991); y una generación de reformas de igual impor-

tancia a las electorales se configuró.  

En este contexto, el acceso a la información surgió como una de las nuevas deman-

das para lograr democracias de mejor calidad, y a partir de ahí comenzó a registrarse un 

caudal de instrumentos normativos para regular la transparencia de la información pública. 

(Peschard, 2017). 

Para Michener (2011), la primera etapa de la gobernabilidad democrática fue hacer 

valer el control de la toma de decisiones sobre quiénes gobiernan, mientras que la transpa-

rencia y las LAI desempeñan un papel fundamental en la segunda etapa: influir en cómo los 

gobiernos operan “una lucha que requiere acceso a información precisa” (Michener, 

2011:1). 

Roberts (2003) y Michener (2011) proponen 1999 como el año de la explosión de la 

transparencia. Antes de 1990 sólo existían 12 leyes especializadas en la materia y es a partir 

de la década de los 90 cuando la aprobación de la LAI ocurre en cascada: “un gran número 

de países estaba saliendo de un régimen autoritario, reconfigurando su entramado institu-
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cional y en el tablero de sus fuerzas políticas - y alrededor - gravitaba la demanda de trans-

parencia” (Peschard, 2017: 125).  

Esta gran oleada se caracteriza porque el acceso a la información se considera como 

un derecho ciudadano y componente irreductible de la democracia. Es en este periodo 

cuando la transparencia y el acceso a la información se conciben como prerrogativa de la 

ciudadanía en sentido amplio: todos los individuos tienen derecho a solicitar información 

de relevancia pública, sin necesidad de demostrar interés jurídico (Martínez, 2008). 

Derivado de este auge se inicia el debate sobre los fines de la transparencia para los 

ciudadanos. En el ámbito político, el discurso sobre la transparencia versa en que los ciuda-

danos despierten políticamente y se involucren de forma más proactiva en las actividades 

gubernamentales, estas bases se encuentran en el liberalismo político: la democracia, el 

buen gobierno y la participación ciudadana.  Por lo cual, la información deja de ser exclusi-

va para los grupos especializados y se considera como un insumo para cualquier persona 

interesada en conocer los asuntos públicos. Además, se conceptualiza como un insumo in-

dispensable para facilitar el ejercicio de los derechos fundamentales.  

En la década de 1990 – período de mayor expansión de la transparencia – fue parti-

cularmente relevante el papel de organismos internacionales de naturaleza no financiera 

para impulsar la aprobación de las LAI, así como la concepción del acceso a la informa-

ción. Destacan la Organización de los Estados Americanos (OEA) y la Comisión Interame-

ricana de Derechos Humanos (CIDH) en diversas resoluciones a favor del derecho a la in-

formación como derecho humano (Peschard, 2017). 
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La OEA, conceptualiza al derecho a la información como un derecho que habilita 

otros derechos, que se ha exigido la aprobación de mejoras a los mecanismos de acceso a la 

información. Ligado a este concepto, la transparencia es un mecanismo que permite cono-

cer y divulgar la información pública que producen, utilizan y distribuyen los sujetos obli-

gados por las LAI. 

Por lo cual, la implementación de la transparencia comenzó a relacionarse con la ca-

lidad democrática de los países y la legitimidad de sus gobernantes: “la transparencia en el 

ámbito público queda unida a la calidad democrática. La gestión pública transparente asu-

me el deber de responder a las legítimas demandas sociales, con el compromiso de rendir 

cuentas” (Blanco, 2014, p. 31). 

Según Peschard (2017), entre 1999 y 2015 se aprobaron más del 70% de las LAI 

que existen en la actualidad y a partir de 2005, las nuevas LAI se han concentrado en Lati-

noamérica, Asia y África. Teniendo como principales promotoras de la transparencia a las 

organizaciones financieras. De especial importancia es América Latina, esta región salía de 

regímenes autoritarios y buscaba una legitimación política mermada por la corrupción, que 

fue – y continúa siendo – un catalizador de la transparencia en la región.   

2.2 Surgimiento de la transparencia en América Latina 

La región de América Latina comparte características contextuales, la más relevante es la 

desigualdad ya que los mayores niveles de concentración de la riqueza mundial se encuen-

tran en este espacio: “se trata de una pobreza y de una desigualdad multidimensionales, que 

no sólo abarca la escasez económica, se agregan la falta de acceso a las necesidades y a los 



51 

servicios básicos, la falta de oportunidades, la exclusión social y la discriminación que 

afecta a una pluralidad de grupos sociales” (Bonometti y Ruiz, 2010: 12). 

En esta región, el desmantelamiento de los regímenes autoritarios que gobernaron 

durante gran parte del siglo XX provocó que fuera una de las más activas en implementar 

mecanismos de transparencia y acceso a la información (Peschard, 2017). La agenda públi-

ca latinoamericana se fue abriendo paso a un cambio democrático combinado con la exi-

gencia ciudadana de contiendas electorales justas y políticas financieras impulsadas por 

organismo internacionales que buscaban reducir la corrupción. 

Entre 1980 y 1990, el proceso de la transición política abarcó todos los países lati-

noamericanos y sobre la base de nuevas reglas constitucionales fueron implementados 

cambios en el funcionamiento de sus sistemas políticos. Así, en la primera década del siglo 

XXI, los países de América Latina empezaron la búsqueda de su propio modelo de demo-

cracia (Krzywicka, 2010). 

Para Manuel Antonio Garretón (1997), estas transiciones fueron precedidas siempre 

por una combinación de negociación y movilizaciones y marcos institucionales para forma-

lizar la democracia. Según Carolina Botero (2016), en los últimos quince años la región 

pasó prácticamente de la inexistencia de leyes modernas de acceso a la información a un 

mapa en el cual 23 países contaban con marcos normativos en la materia. 

Transparencia y democratización, ambos procesos se retroalimentaron y se necesita-

ron mutuamente para fortalecerse: “las transiciones a la democracia siempre llevan implíci-

ta una noción simbólica de una refundación de un nuevo régimen que marca la clausura de 

un régimen opaco y autoritario e inaugura uno nuevo” (Peschard, 2017). 
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En América Latina, la desigualdad económica también afecta de manera directa a 

las dinámicas políticas y la posibilidad de acceso al poder por la población (Bonometti y 

Ruiz, 2010). De hecho, la concentración de la riqueza y del poder implica el uso de instru-

mentos que permiten a los grupos privilegiados reproducir el statu quo. Esos instrumentos 

están representados principalmente por la violencia y la corrupción. Fenómenos que alcan-

zan niveles elevados en la región. 

La transparencia pública en esta región surgió como una conjugación del impulso 

otorgado por las demandas de la sociedad civil organizada, el papel de los organismos re-

gionales e internacionales y la legitimidad que buscaba el sistema político a través de la 

implementación de mecanismos de transparencia. El elemento en común y verdadero cata-

lizador de éstos fue la corrupción, debido a que las últimas décadas demostraron que a pe-

sar de las transiciones, la democracia política no era inmune a ésta: 

En suma, ni las transiciones a la democracia ni las reformas económicas redujeron el impac-

to de la corrupción en América Latina, que constituye hoy un obstáculo formidable para el 

desarrollo. En efecto, ella se vincula negativamente con la posibilidad de resolución de los 

mayores desafíos que enfrenta la región y, en particular, con la implementación de políticas 

efectivas en las áreas de mayor prioridad para el desarrollo con equidad: la fiscalidad, la in-

tegración social y la seguridad pública (Pousadela, 2012: 15). 

Para evaluar los niveles de corrupción percibidos y observados en América Latina, 

el Latinobarómetro de 2001 arrojó una cifra de 83% de la población en Latinoamérica que 

consideraba que la corrupción “había aumentado mucho”, mientras el 0.4% respondió que 

había disminuido mucho. 
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Fuente: Latinobarómetro: Opinión Pública Latinoamericana, Latinobarómetro 

2001: México, 2001.  

Para Pousadela (2012), hasta hace menos de dos décadas el problema de la corrup-

ción no estaba presente en las agendas de debate público de los países de la región. Sin em-

bargo, desde que existen elecciones es un tema que se ha mantenido en la agenda pública: 

“la presencia del tema ha alcanzado otro plano de realidad a partir de la constitución, en 

torno de él, de una densa estructura de normativas, instituciones y redes organizacionales” 

(Pousadela, 2012:16). 

Estas investigaciones son un claro ejemplo que un cambio democrático no conlleva 

gobiernos menos corruptos. Como consecuencia de la corrupción y descontento político, a 

finales de los años noventa se hicieron presentes las primeras organizaciones dedicadas de 

lleno a la lucha anticorrupción y a la promoción de la transparencia y la rendición de cuen-

tas, y sólo a mediados de esa década comenzó a establecerse un marco normativo interna-

cional que tuvo efectos en las legislaciones nacionales. 
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Este proceso tuvo como actor sobresaliente a la sociedad civil organizada que con-

formó nuevas agrupaciones especializadas atentas a la elaboración de leyes e incluyó del 

tema en la agenda de otras ya existentes colaborando con los gobiernos y monitoreando el 

diseño y la implementación de los marcos legales (Fundar, 2012); por ejemplo, Artículo 19, 

Alianza Regional por la Libre Expresión e Información, la Sociedad Interamericana de 

Prensa y otras asociaciones de periodistas interesados en contar con leyes de calidad que 

garantizaran mecanismos ágiles de acceso a la información pública para desplegar su acti-

vidad profesional. 

Respecto a los organismos internacionales, en América Latina las instituciones fi-

nancieras internacionales en su papel como promotoras del acceso a la información, dona-

doras, inversionistas y/o asesoras técnicas en proyectos de gran amplitud, establecieron 

políticas claras de acceso a la información, “especialmente si consideramos que montos 

importantes de la deuda pública de los países corresponden a sus préstamos” (Peschard, 

2017: 161). La prioridad de estos organismos fue formular estrategias y planes de acción 

para prevenir y reducir la corrupción mediante la transparencia: 

La preocupación compartida sobre este fenómeno [corrupción] llevó a muchos organismos 

internacionales en la década de 1990 a buscar consensos e identificar líneas conjuntas de 

acción. […] El compromiso de los organismos con la prevención y el control de la corrup-

ción tomó un nuevo impulso en la década de 2000. A partir de entonces empieza a permear 

la idea de que la corrupción no solo implica una conducta ética y normativa desviada, sino 

que además tiene un costo concreto y calculable para el desarrollo de los países, lo que in-

cluye un impacto negativo en el ámbito fiscal, en la estabilidad del sistema financiero y en 

los índices de criminalidad, entre otras variables. (Jarquín et. al., 2017: 20). 

Dentro de los mecanismos implementados por estos organismos, el impulso inicial 

en el reforzamiento de estos estándares en América Latina se estableció en la Declaración 

de Chapultepec de 1994, en la cual, se reconoció que este derecho implica la posibilidad de 

acceder a información que está en manos de entidades públicas. Entre otros lineamientos y 
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principios de relevancia se encuentran los Principios de Johannesburgo, los Principios de 

Lima y la Declaración Interamericana de Principios sobre Libertad de Expresión (Baena y 

Cruz, 2011). 

También destaca la política de transparencia del Banco Interamericano de Desarro-

llo (BID) en materia de acceso información aprobada en 2010 y que entró en vigor en 2011, 

la cual, establece la obligación de que esta organización otorgue acceso público a toda la 

información que generan y a determinada información que reciba cuando se realizan nego-

cios con él (Peschard, 2017). 

En cuanto al Banco Mundial, a pesar de que contaba con políticas internas del ma-

nejo de la información que generaba, en 2010 lanzó nuevas directrices que se volvieron a 

reformar en el 2013, cuya política establece el compromiso de maximizar la apertura y ga-

rantizar la confidencialidad de cierta información.  

Por su parte, la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos 

(OEA) ha dado seguimiento a la implementación de estos estándares y principios en el 

marco regional, y desde 2003 ha ido adoptando resoluciones anuales sobre el acceso a la 

información pública. En junio de 2010, lanzó la primera Ley Modelo Interamericana sobre 

Acceso a la Información, que reconocen el acceso a la información como un derecho fun-

damental y establecen la obligación de cumplirlo y protegerlo (Fundar, 2012). 

Por último, la búsqueda de legitimidad debido a los escándalos por la corrupción ha 

sido otro elemento que promocionó un cambio de los procesos sociales y políticos por me-

dio de la participación ciudadana que a su vez dependía de la información pública disponi-
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ble, así, el acceso a la información y la transparencia en la gestión de lo público fueron los 

nuevos ejes sobre los cuales giró la democracia (Velásquez, 2013). 

Es por ello, que en los últimos años se han desarrollado mecanismos para garantizar 

la legitimidad democrática a partir de la transparencia, es importante resaltar que la infor-

mación y la transparencia en América Latina “son conceptos cuya carga valorativa resultan 

muy atractivos para revestir de legitimidad al régimen naciente” (Peschard, 2017: 141).  

Sin embargo, según una investigación llevada a cabo por el Instituto Open Society 

(2006), a partir de una muestra de 14 países representativos de las distintas regiones del 

mundo, las solicitudes de información realizadas en países de Europa recibieron un porcen-

taje de cumplimiento estimado en un 42%, mientras que las de América Latina alcanzaron 

un 28% (Open Society, 2006). 

Michener (2009) argumenta que una de las causas de la poca efectividad de estas 

leyes en la región es la falta de garantías procedimentales, sanciones establecidas y excep-

ciones claras, que a pesar de estar definidas a través de organismos regionales, no están 

refrendadas en los ordenamientos legales. La expansión de leyes de acceso a la información 

y mecanismos de transparencia durante los últimos años no necesariamente se traduce en 

una democracia de mayor calidad, ya que cuentan con muchos problemas de implementa-

ción, y no generan mejores prácticas de gestión de la información. En los siguientes aparta-

dos de esta investigación se dará cuenta de ello de manera detallada. 

2.3 La Transparencia en México 

En México, la exigencia de la transparencia se ha consolidado por una serie de factores que 

han evolucionada de manera conjunta. El primer cambio fue la adhesión del derecho a la 
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información como garantizado por el Estado en 1977 (Martínez y Heras, 2012); la imple-

mentación de mecanismos de transparencia continuaría debido a requisitos exigidos por la 

OCDE, mientras que en el 2000 la alternancia política adoptó esta exigencia para ganar 

legitimidad ante la opinión pública. En cada sexenio presidencial, el concepto ha sufrido 

una serie de cambios tanto a nivel discursivo como en la legislación nacional. 

Es importante mencionar que de manera particular, en México la relación entre co-

rrupción y transparencia ha sido esencial, ya que se le ha tomado como solución causal con-

tra esta práctica nociva. Además, por su historia política, la consolidación del aparato esta-

tal autoritario en México tenía dos reglas implícitas: el manejo discrecional de la informa-

ción y el secreto administrativo que suponía negar sistemáticamente cualquier documento 

administrativo solicitado por parte de los gobernados (López Ayllón, 2016). Por ello, du-

rante 25 años hubo una resistencia a conceptualizar derecho a la información como una 

garantía fundamental. 

En esta investigación se propone dividir la historia de la transparencia en diferentes 

etapas que conjuntan características similares:  

• La democratización de la información (1977 - 2000) 

• La institucionalización de la transparencia como prueba de la alternancia po-

lítica (2000-2006) 

• La ciudadanía informada contra la corrupción (2006-2012)  

• El Nuevo PRI: transparencia y confianza (2012-2018).  
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 2.4   La democratización de la información (1977- 2000) 

El primer período (1977-200) en que aparece la transparencia pública en el discurso políti-

co se relaciona con la apertura a la pluralidad electoral tras la reforma de 1977, momento en 

el que el sistema político buscaba legitimidad ante la crisis democrática que vivía el país y 

que está relacionada con el derecho a la información, la libertad de prensa y la competencia 

electoral.  

A partir del movimiento estudiantil de 1968 se generaliza la crítica al autoritarismo 

priísta, sus demandas hacen evidente la falta de democracia y la necesidad de realizar cam-

bios políticos, debido a que la legitimidad democrática del sistema político mexicano estaba 

en duda (Bolívar Meza, 2004). La respuesta del gobierno fue la represión, sin embargo, 

surgen movimientos guerrilleros e incipientes partidos políticos que buscan llegar al poder 

mediante la lucha electoral. Una de las consecuencias del movimiento fue la "apertura 

democrática", donde el gobierno buscó abrir espacios políticos mediante la creación de 

nuevos partidos políticos.  

Como alternativa para evitar la generalización de la violencia, Jesús Reyes Heroles 

secretario de gobernación durante el gobierno de José López Portillo diseñó una reforma 

política que contemplaba modificar los artículos 6, 18, 41, 51, 52, 53, 54, 55, 60, 61, 65, 70, 

73, 74, 76, 93, 97 y 115 de la Constitución Política, así como crear una nueva legislación 

electoral que se llamaría Ley Federal de Organizaciones Políticas y Procesos Electorales 

(LFOPPE). 

En 1977 se aprobó la Reforma Política y dentro de las modificaciones se agregó una 

línea al artículo 6°, donde ya estaba consagrado el derecho a la información, y quedó de la 
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siguiente manera: “el derecho a la información será garantizado por el Estado”. En pala-

bras de López Portillo, tuvo como objetivo “incorporar el derecho a la información como 

garantía social” (López Portillo, 2010: 116). Como consecuencia, esta adición generó un 

debate que duró casi dos décadas respecto al contenido e implementación de ese derecho.  

En un primer momento, la finalidad de esta adición se vinculó con la libertad de ex-

presión y consistió en que el Estado permitiera que se regulara la diversidad de opiniones 

sobre los partidos políticos en los medios de comunicación y garantizara el pluralismo de 

opiniones (Zaldívar, 2006).  

Fue hasta 1995, tras la Masacre de Aguas Blancas, cuando surgió una nueva inter-

pretación de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y el derecho a la información se 

reconoció como garantía individual para que todo ciudadano recibiera información pública, 

sin embargo, el problema para su implementación radicó en que no existía procedimiento 

alguno en la ley que permitiera al ciudadano ejercerlo (López-Ayllón, 2016).  

En la misma década, una nueva conceptualización del derecho a la información co-

menzó a gestarse como consecuencia de las imposiciones de la OCDE para la apertura in-

formativa, sobre todo en el ámbito económico. Sin embargo, existió una resistencia para 

legislar el derecho a la información en México que finalizó hasta la implementación de la 

Ley General de Acceso a la Información en el 2000 principalmente por presiones naciona-

les e internacionales. 

Es importante mencionar que este período  se considera como el inicio de la alter-

nancia política, tomando en cuenta que esta reforma político-electoral de 1977 representó 

un doble proceso: por un lado, se incrementó la legitimidad del gobierno; por el otro, el 
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autoritarismo comenzó a debilitarse, ya que las demandas de participación política se in-

crementaron, los partidos diferentes al PRI se volvieron más competitivos y la importancia 

del voto aumentó (Bolívar Meza, 2004 :113).  

Dentro de este período, un actor clave para implementar mecanismos de transparen-

cia en México fue la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OC-

DE). Fundada en 1961, agrupa a 36 países miembros y su misión es promover políticas que 

mejoren el bienestar económico y social a través de reglas internacionales orientadas al 

mejor funcionamiento de la economía mundial (Gurría, 2006). Pertenecer a este organismo 

es una de las grandes pretensiones que tienen los Estados por los beneficios económicos 

que representa en cuanto a créditos para exportaciones, competencia e impuestos. 

México se unió a esta organización en 1994, sin embargo, convertirse en miembro 

no es sencillo. Para hacerlo, los países en vías de desarrollo deben cumplir algunas exigen-

cias; como resultado de la apertura comercial y la influencia de los modelos de regulación 

de los países de la OCDE, los conceptos de transparencia y acceso a los documentos admi-

nistrativos, “se habían abierto tímidamente paso en la legislación mexicana” (López Ay-

llón, 2016.) 

Constantemente, los grupos técnicos de la OCDE participan en el análisis de las 

políticas públicas y recomendaciones emitidas a los países miembros para medir los avan-

ces en los temas que son prioritarios, lo cual, ha sido un catalizador para que tanto el dere-

cho a la información como la transparencia se desarrollen en México. Francisco Suárez 

Dávila, segundo Embajador de México ante la OCDE en el mismo periodo, concluye lo 

siguiente: 
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El hecho de que los grupos técnicos de la OCDE participen en el análisis de nuestras 

políticas públicas nos obliga a mejorar la calidad y consistencia de nuestras cifras para estos 

trabajos y cubrir campos en los que no se tenía información estadística o ésta se producía 

con rezago. En general, ha obligado a los responsables gubernamentales del manejo de la 

información, a mejorarla y divulgarla. Así, ha contribuido al esfuerzo nacional de “transpa-

rencia” (Citado por Suárez, 2006: 80). 

Los mecanismos de transparencia implementados por la OCDE responden a una ló-

gica comercial y se abordaron por primera vez en la Reunión Anual de Altos Funcionarios 

de Centros de Gobierno de Países Miembros, celebrada en Suiza en 1998. Un año después, 

el Grupo de Trabajo de funcionarios expertos en presupuesto pidió compilar un conjunto de 

mejores prácticas en materia de transparencia, con base en las experiencias de los países 

miembros. 

Este documento se centró en mejorar la utilidad de los reportes presupuestario, que 

según la organización son el documento más importante de política pública de un gobierno, 

debería incluir todos los aspectos del ingreso y el gasto gubernamental para que el costo de 

oportunidad entre distintas opciones de política pública pueda ser valorado (OCDE, 

2002:4). 

Otro antecedente importante es el Review of Regulatory Reform in Mexico, publica-

do en 1999, donde el organismo emitió recomendaciones para extender los programas de 

transparencia y elaborar análisis de impacto regulatorio a las autoridades financieras y or-

ganismos descentralizados de la administración pública federal.  Estas recomendaciones 

fueron aceptadas y tomadas en cuenta para las reformas aprobadas en el 2000 a la Ley Fe-

deral de Procedimientos Administrativos (OCDE, 2011). 

En 2002, se publicó el informe “Citizens as Partners: Information, Consultation and 

Public Participation”, que reunió la información de transparencia sobre todos los países 
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miembros. Su gran valor reside en que define algunos términos clave y constituye un marco 

común que permite ubicar las diferentes experiencias nacionales de los países miembros. 

En las conclusiones, propusieron un conjunto de 10 principios para la elaboración 

de políticas públicas en torno al tema.  En el apartado número dos  titulado “Derechos”, se 

resalta la importancia de los derechos de los ciudadanos a acceder a la información, propor-

cionar comentarios, ser consultados y participar activamente en la formulación de políticas. 

Estas garantías deberían estar claramente establecidas en la ley, además, las autoridades 

independientes para la supervisión serían esenciales para hacer cumplir estos derechos 

(OCDE, 2001:84). 

En 2003, se publicó el informe Un gobierno abierto: fomentar el diálogo con la so-

ciedad civil, en donde establecen que el instaurar un gobierno para los asuntos públicos 

abierto y transparente constituye un reto común a todos los países, en conjunto con sólidos 

marcos jurídicos, institucionales y políticos que rijan el acceso a la información, la consulta 

y la participación (Caddy y Vergez, 2003). 

Así, para autores como Mauricio Merino (2005), este organismo ha sido clave en el 

desarrollo de mecanismos de transparencia enfocados en materia presupuestaria, que con 

base en los principios de la Nueva Gerencia Pública buscan reducir las asimetrías de infor-

mación y prevenir futuras crisis. 

Actualmente, el trabajo de la OCDE referente a la gobernanza pública es encabeza-

do por el Comité de Gobernanza Pública (PGC). A través de reuniones de funcionarios y 

expertos de los países miembros, intercambios de información y conocimientos, datos y 
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análisis, el PGC examina lo que los gobiernos hacen y busca mejorar la efectividad y efi-

ciencia de las políticas públicas (OCDE, 2011).  

Durante este primer período, la transparencia pública comienza a cobrar relevancia 

en el ámbito público. Primero, desde un enfoque de apertura de informativa, relacionado 

con elecciones más competitivas, libertad de prensa y derechos democráticos. Tras la in-

corporación de México a la OCDE, la transparencia se relaciona con un mejor funciona-

miento económico y después con la importancia de los derechos de los ciudadanos para 

acceder a la información pública y su participación activa en la formulación de políticas. 

 

2.5 La institucionalización de la transparencia como prueba de la alternancia política 

(2000-2006) 

El segundo período donde existe un cambio en la conceptualización de la transparencia 

abarca del año 2000 al 2006 con su institucionalización en el ámbito público. El panorama 

internacional y latinoamericano marcaron una pauta para que México legislara sobre la 

transparencia dentro de un contexto de alternancia política, entendida como el cambio o la 

sustitución de un grupo gobernante por otro cuando procede de un partido político distinto 

al que gobernaba, y este proceso es producto de un proceso electoral competido (Bolívar, 

2013). 

En México, luego de 70 años de un régimen de opacidad casi absoluta, el reclamo 

democrático tuvo como telón de fondo el dominio hegemónico del Partido Revolucionario 

Institucional (PRI). A pesar de que la Constitución Mexicana contemplaba las bases y nor-

mas legales de un sistema democrático, con elecciones periódicas y la posible participación 
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de diversos partidos políticos, en realidad las leyes electorales estaban diseñadas para con-

tinuar con la hegemonía del PRI y el presidencialismo mexicano, donde el secreto domina-

ba el quehacer gubernamental y político (Peschard, 2017). 

En 1977, la Ley Federal de Organizaciones Políticas y Procesos Electorales (LFOP-

PE), logró una apertura en el espacio electoral para los partidos de oposición acercándolos a 

la contienda electoral y a la actividad parlamentaria. Tras la Reforma Política, el autorita-

rismo comenzó a debilitarse, aunque el PRI conversaba mayoría en el Poder Legislativo 

federal hasta 1997, y la Presidencia de la República hasta el 2000, la votación en su favor 

disminuyó al grado de perder varias presidencias municipales, gubernaturas y espacios en 

el Poder Legislativo (Báez, 2002). 

Durante este lapso, muchas elecciones fueron fuertemente cuestionadas por falta de 

transparencia en los resultados y por la desigualdad en las condiciones de la competencia, 

por lo cual, Peschard (2017) afirma que en las últimas dos décadas del siglo XX, la política 

mexicana giró en torno a la demanda de elecciones libres y justas que garantizarán una 

competencia efectiva. 

En este contexto, comienza un reclamo de la transparencia para darle credibilidad a 

las elecciones, donde tenía que haber una autoridad sometida a la vigilancia de los partidos 

políticos y de los ciudadanos. Para Merino (2003), durante esta alternancia, el centro de 

atención estuvo en crear instituciones, reglas y procedimientos para el acceso al poder, 

quedando lejos de plantearse el siguiente paso, es decir, las normas y los mecanismos para 

el ejercicio del poder. 
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Por su parte, Vicente Fox del Partido Acción Nacional (PAN) se presentaba ante la 

opinión pública como un candidato presidencial pragmático y moderno que militaba en un 

sector del partido más identificado con la élite empresarial. Dentro de esta nueva figura 

presidencial se perfilaba la idea de atacar a sus antecesores utilizando el tema de la corrup-

ción como bandera y de la opacidad en la administración pública de la época priísta (Martí-

nez y Heras, 2012). 

El PAN postuló a Fox en noviembre de 1999 a la candidatura presidencial y desde 

un inicio utilizó a la transparencia como un elemento distintivo de la alternancia política. 

Jorge Bravo (2009), analizó la comunicación gubernamental del expresidente y concluyó 

que toda su campaña estuvo basada en la idea del gobierno de la alternancia y la transpa-

rencia constituía uno de sus ejes principales. A pesar de no ejercer un gobierno con prácti-

cas transparentes o propenso a la apertura de la información, y mucho menos cercano a la 

idea de Estado abierto.  

Por su parte, Meyenberg y Souki (2006) definen cuatro rasgos arraigados dentro de 

la cultura política de los mexicanos que los diseñadores de la estrategia de campaña de Fox 

explotaron de manera exitosa, entre ellos, la transparencia: 

Otro elemento al que apela una figura como la de Vicente Fox es al desarrollo de la afecti-

vidad de la opinión pública hacia un “mártir de la democracia”. La manipulación de los re-

sultados electorales, que fue por mucho tiempo la estrategia del PRI para mantener el poder, 

se convirtió en el principal motivo de denuncia de la oposición y de la lucha por la transpa-

rencia electoral. (Meyenberg y Souki, 2006: 301). 

Tras su toma de protesta, efectuada en diciembre de 2000, el sistema político mexi-

cano sufrió un cambio en el poder por el triunfo un nuevo partido y fue ese nuevo contexto 

político el que permitió tener un avance sustantivo en materia de derecho de acceso a la 

información, en particular, la aprobación de una ley federal en la materia. Para Martínez y 
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Heras (2012), la transparencia tuvo un impacto relevante en la opinión pública que deseaba 

encontrar en el gobierno de la alternancia, políticas distanciadas de las administraciones del 

PRI y el combate a la corrupción fue utilizado eficazmente para tal efecto.  

Antonio Porres (2012) en su análisis sobre la comunicación social en la presidencia 

de Vicente Fox, concluye lo siguiente: 

La ejecución de la campaña permanente se fundamentó en el derecho de información de los 

ciudadanos y el deber de los gobernantes a la transparencia y rendición de cuentas. Esto 

significo la erogación de 33 mil 753 millones 924 mil 140 pesos y la utilización de 4 millo-

nes 27 mil 939 horas de los tiempos oficiales, es decir 20.39% más de los usados por la ad-

ministración del presidente Ernesto Zedillo (Porres, 2012: 151). 

 

En sus primeros meses de gobierno, Fox expuso la necesidad de establecer un pro-

grama de combate a la corrupción y fomento a la transparencia. Sin embargo, uno de los 

escándalos políticos que marcó el inicio de su régimen fue la llamada “Guerra de las Toa-

llas” (Sierra, 2001). El periódico Milenio (2001) publicó la lista de gastos que la adminis-

tración panista destinó a la casa presidencial de Los Pinos, entre ellos, un juego de toallas 

importadas con un precio de 400 dólares cada una, cortinas eléctricas de 17 mil dólares y 

sábanas de 3,500 dólares.  

El discurso de la transparencia y lucha contra la corrupción también fue aceptado 

por la sociedad civil que comenzó a conformar grupos de presión, el más importante por su 

fuerza mediática, política y económica fue el Grupo Oaxaca. 

Dentro del sexenio de Fox, el proceso que llevó a la promulgación de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental implicó tanto la interven-

ción del gobierno como la de organizaciones, las más importante fue el Grupo Oaxaca que 
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poco a poco fue formando una corriente de opinión favorable a la LAI (López-Ayllón, 

2004). 

Los integrantes del Grupo Oaxaca – un grupo periodistas, académicos, activistas y 

medios de comunicación – se reunieron en el marco del Seminario Derecho a la Informa-

ción y Reforma Democrática celebrado el 23 y 24 de mayo de 2001, y retomaron la exigen-

cia de abrir la información que producía el gobierno. 

De acuerdo con Fuentes y Juárez (2008), este grupo no se constituyó como una or-

ganización formal, más bien, fue el producto de una asociación espontánea de personas 

reunidas alrededor de este seminario. Habría sido la periodista Ginger Thompson, corres-

ponsal del New York Times, quien le dio la denominación de Grupo Oaxaca, por el lugar 

donde se realizó la reunión académica. 

Es importante mencionar que los actores del Grupo Oaxaca combinan una amplia 

gama de perfiles, actividades profesionales y empresariales, con un bagaje de experiencia 

periodística y conocimiento de la materia, quienes además disponían de “inteligencia so-

cial, recursos y preparación profesional suficientes para realizar tareas tradicionalmente 

asignadas al aparato estatal” (Escobedo, 2003: 81). 

Su Comisión Técnica estuvo conformada por Roberto Rock, director general 

adjunto de El Universal, Luis Javier Solana, asesor editorial de El Universal, Miguel 

Bernardo Treviño del Grupo Reforma; Jenaro Villamil de La Jornada, Luis Salomón, 

coordinador editorial de El Informador de Guadalajara y representante de la Asociación de 

Editores de los Estados; Juan Francisco Escobedo, coordinador de la maestría en Comuni-

cación de la Universidad Iberoamericana, Ernesto Villanueva, coordinador del Centro Ibe-
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roamericano de Derecho a la Información; Issa Luna Pla, investigadora del Centro Iberoa-

mericano de Derecho a la Información, Salvador Nava, coordinador de la maestría en dere-

cho constitucional y democracia de la Universidad Anáhuac del Sur y Jorge Islas de la 

UNAM y asesor jurídico de Canal 13.   

Actualmente, gran parte del Grupo Oaxaca continúa participando desde diversos as-

pectos en la política mexicana. Roberto Rock es director del equipo del portal de noticias 

La Silla Rota, en julio de 2019 publicó La historia detrás del desastre (2019), en donde 

describe el sexenio de Peña Nieto.  

Luis Javier Solana, es hermano de Fernando Solana Morales, quien fue secretario de 

Educación Pública durante el sexenio de José López Portillo. En 1979 fue designado como 

director de la Coordinación General de Comunicación Social. Actualmente es fundador y 

consejero delegado del Premio Nacional de Periodismo.  

Desde 2018, Miguel Bernardo Treviño es Alcalde Electo de San Pedro Garza Gar-

cía, en Monterrey, Nuevo León. Además, se desempeña al frente de la firma especializada 

en servicios de inteligencia estratégica, Risköp, donde apoya a empresas privadas y públi-

cas en el desarrollo de estrategias para el control de riesgos sociales, políticos y de entorno 

y es fundador del movimiento cívico (Re)hacer Ciudad. 

Jenaro Villamil es periodista y escritor, el 14 de febrero de 2019 fue ratificado como 

presidente del Sistema Público de Radiodifusión del Estado Mexicano. Juan Francisco Es-

cobedo fue Coordinador de Comunicación Social, Caminos y Puentes Federales de 2007 a 

2012, en 2010 escribió el libro La Invención De La Transparencia. 
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Tras finalizar las actividades del Seminario Derecho a la Información y Reforma 

Democrática, los integrantes dieron a conocer la Declaración de Oaxaca con seis principios 

democráticos entre los que destacan la adecuación del texto constitucional para precisar que 

la información pública pertenece a los ciudadanos; establecer sanciones a los servidores 

públicos que nieguen la información y crear un órgano independiente que resuelva las con-

troversias entre los particulares y la autoridad (López, 2013). 

Ésta fue firmada por 19 personas y 77 diarios mexicanos, además se publicó el 25 

de mayo de 2001 en la portada de los periódicos El Universal y Reforma como parte de su 

estrategia de movilización pública; el efecto mediático y político fueron contundentes, “el 

liderazgo en la fijación de los temas y las posturas en la agenda pública se reafirman a favor 

del Grupo Oaxaca” (Escobedo, 2003). 

Por su parte, en el interior del Gobierno Federal desde marzo de 2001 había formado 

un grupo de trabajo intersecretarial para configurar una LAI que sería presentada como 

iniciativa presidencial, encabezado por el jurista Sergio López-Ayllón, en el que participa-

ron las Secretarías de Gobernación, de la Contraloría (hoy Función Pública), de Comunica-

ciones y Transportes, la Comisión Federal de Mejora Regulatoria y la Consejería Jurídica 

del Ejecutivo Federal.   

Sin embargo, este documento y otros internos del grupo de trabajo fueron publica-

dos en el número 1280 de Proceso: “el gobierno guardó silencio durante algunas semanas. 

De pronto, por un reportaje de la Revista Proceso con fecha del 13 de mayo de 2001, el 

país se entera que desde la Secretaría de la Contraloría trabajaba en la formulación de un 

proyecto de ley” (Escobedo, 2006: 67). 
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Hacia principios julio de 2001 se concluyó la primera fase del proyecto cuyo resul-

tado fue un documento de trabajo que comprendía como sujetos obligados solamente a la 

administración pública federal y la Procuraduría General de la República (dejando fuera al 

resto de los poderes), solo se aplicaría en el ámbito federal y tendría efectos a partir de su 

entrada en vigor. (López, 2013). 

Por otro lado, en el mismo mes y año, el diputado Luis Miguel Barbosa, hoy gober-

nador de Puebla con el partido Movimiento Regeneración Nacional (Morena), integrante 

del grupo parlamentario del Partido de la Revolución Democrática (PRD), presentó ante la 

Cámara de Diputados la iniciativa de Ley de Acceso a la Información en Relación con los 

Actos Administrativos y de Gobierno del Poder Ejecutivo de la Unión. Esta iniciativa tenía 

como finalidad reglamentar el libre acceso a las fuentes oficiales de información de la ad-

ministración pública federal centralizada y paraestatal y establecía el derecho de las perso-

nas de solicitar por escrito y recibir información (López-Ayllón, 2004). 

Conforme avanzaba la legislación de la iniciativa presidencial, se generaron diversas 

corrientes de opinión en contra y a favor de ésta. Había resistencias internas y el panorama 

político estuvo polarizado en gran medida por la intensa actividad del Grupo Oaxaca que se 

mostraba como opositor. Es importante recordar que generaron estrategias para difundir la 

importancia del tema: “por tener acceso a los medios de comunicación se convirtió en un 

espacio de discusión y de presión que posicionó ese tema en la opinión pública” (Hernán-

dez y Merino, 2009: 75). 

Así, la legislación elaborada por el grupo de trabajo intersecretarial tuvo muchas crí-

ticas y en septiembre de 2001 se realizó una consulta pública para recibir los comentarios al 

documento de trabajo. En conjunto participaron 204 personas que hicieron cerca de 700 



71 

propuestas concretas, todas ellas sistematizadas en una base de datos de acceso público 

(López-Ayllón, 2002). 

Por su parte, el 30 de septiembre de 2001, el Grupo Oaxaca dio a conocer el “Decá-

logo del Derecho a la Información”, en el que lo conceptualizaron como un derecho hu-

mano universal, exigieron establecer el principio de máxima publicidad, la existencia de 

procedimientos ágiles, sencillos y a costos mínimos y un organismo autónomo para promo-

ver la apertura y resolver las controversias en la materia (López, 2003). 

Un mes después, el 30 de noviembre de 2001, el grupo de trabajo del Ejecutivo pre-

paró una versión definitiva del anteproyecto y la iniciativa de Ley Federal de Transparencia 

y Acceso a la Información fue presentada por el presidente Fox a la Cámara de Diputados. 

Como contraataque, el Grupo Oaxaca continuaba pugnando por una ley con mayo-

res estándares de calidad y a pesar de que la Constitución Política no otorgaba el derecho de 

iniciativa de ley a los ciudadanos, el 6 diciembre de 2001 junto a un grupo de diputados del 

PRI, PRD, el Partido del Trabajo (PT) y Convergencia Democrática presentaron una inicia-

tiva de Ley Federal de Acceso a la Información. 

Las tres iniciativas, incluida la de Luis Miguel Barbosa, fueron turnadas a la Comi-

sión de Gobernación y Seguridad Pública de la Cámara de Diputados, a quien correspondía 

dictaminarlas. Para este efecto se formó un grupo técnico responsable integrarlas en una 

sola propuesta, presidido por los miembros de la Comisión, del Ejecutivo Federal y del 

Grupo Oaxaca, representado por Juan Francisco Escobedo y Jorge Islas. 

Así, el 24 de abril de 2002, la Cámara de Diputados aprueba por unanimidad el dic-

tamen la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, minuta 
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que fue turnada al Senado de la República para completar el proceso legislativo. La LAI fue 

finalmente publicada en el Diario Oficial de la Federación el 11 de junio de 2002. 

Para Peschard (2017) este fue un momento político favorable para avanzar en la ruta 

de la democratización que dejó la alternancia, por lo cual, los legisladores adoptaron la pro-

puesta de ley de transparencia de la sociedad civil y la colocaran en el centro de la agenda 

parlamentaria. Mientras que para Fuentes y Juárez (2008), el Grupo Oaxaca creó una esfera 

pública alrededor del tema del derecho a la información que propició una “tematización”, 

es decir, el establecimiento de los marcos referenciales del discurso y la introducción del 

concepto en la esfera pública. 

La eficacia de la movilización de opinión pública y cabildeo del Grupo Oaxaca fue 

posible por el despliegue de una estrategia que de manera particular tuvo una conjunción 

política, mediática, social y académica que movilizó a la opinión pública y tuvo incidencia 

en la agenda parlamentaria. 

Por último, es importante destacar la unión de estas empresas periodísticas de distin-

ta naturaleza que trabajaron en conjunto; sin embargo, no se puede hablar de una participa-

ción meramente social debido a que como se ha revisado, este grupo contaba con conoci-

mientos técnicos y económicos para entrar al debate y sin éstos, el posicionamiento en la 

agenda pública del tema hubiera sido más difícil.  

Después de este recorrido histórico, el 30 de abril del 2002 el Congreso de la Unión 

aprobó por unanimidad la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Guber-

namental y entró en vigor el 12 de junio donde se instituye el marco legal de la transparen-

cia en México. 
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Dentro de un contexto de alternancia política y usada como valor simbólico, para 

Merino (2005) fue considerada como un punto de quiebre para la historia de la administra-

ción pública mexicana “el inicio del proceso de apertura de la información fue apreciado 

como una pieza más a favor de la consolidación de ese régimen” (Merino, 2005:1).   

El principio rector de la LAI fue establecer la obligación de los órganos del Estado 

de poner a la disposición de los ciudadanos la información que por primera vez se reconoce 

como pública. Este principio, en palabras de López-Ayllón (2006), supuso un paso signifi-

cativo en la consolidación de la democracia mexicana, “la modificación de la práctica secu-

lar del secreto administrativo como principio no escrito que orientaba el manejo de la in-

formación gubernamental” (López-Ayllón, 2006: 235). 

Siguiendo la práctica internacional, la Ley estableció las obligaciones mínimas de 

transparencia para las dependencias y entidades, definió los conceptos de información re-

servada y confidencial y estableció las causales específicas. También fijó los estándares 

mínimos de protección de los datos personales en posesión de los sujetos obligados, un 

procedimiento de acceso expedito y los mecanismos institucionales para integrarlo. 

Los órganos de acceso a la información se estipularon en el artículo 37. El Instituto 

Federal de Acceso a la Información (IFAI) comenzó a operar a finales de 2001 y tuvo como 

funciones ser el órgano regulador en materia de información para el gobierno federal, re-

solver las controversias que se generen entre los particulares y la administración; supervisar 

el cumplimiento de la Ley y, en su caso, reportar las violaciones a los órganos internos de 

control. Finalmente, la cuarta función fue promover el ejercicio del derecho de acceso entre 
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los ciudadanos y generar una nueva cultura del manejo de información, tanto entre los ser-

vidores públicos como entre los ciudadanos. 

Respecto a las obligaciones de transparencia, la LAI adoptó un enfoque novedoso 

para asegurar el acceso a la información, ya que los órganos del Estado deberían poner a 

disposición del público, de manera permanente y actualizada, un conjunto de información 

respecto a sus funciones, acciones, resultados, estructura y recursos. 

Existe información reservada y confidencial. La primera de ella se refiere a aquella 

cuya difusión pueda comprometer la seguridad nacional, la seguridad publica o la defensa 

nacional; menoscabar la conducción de la negociaciones o bien, de las relaciones interna-

cionales, dañar la estabilidad financiera, económica o monetaria del país; poner en riesgo la 

vida, la seguridad o la salud de cualquier persona, o causar un  serio perjuicio a las activi-

dades de verificación del cumplimiento de las leyes, prevención o persecución de los deli-

tos, la impartición de la justicia, la recaudación de las contribuciones, las operaciones de 

control migratorio, las estrategias procesales en procesos judiciales o administrativos mien-

tras las resoluciones no causen estado. 

Por su parte, la información confidencial es que contenga datos personales de una 

persona física identificada o identificable relativos a origen étnico o racial; características 

físicas; características morales; características emocionales; vida privada, domicilio particu-

lar; número telefónico particular; patrimonio; ideología; creencia o convicciones; estado de 

salud física; estado de salud mental; preferencia sexual, y otras análogas que afecten su 

intimidad, como la información genética. 
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Durante el gobierno de Vicente Fox, la transparencia gubernamental quedó menos 

visible y se incluyó en Plan Nacional de Desarrollo 2000- 2006 con una primera y tímida 

aproximación. No obstante, el combate a la corrupción y la mejora de la administración 

pública se fue dejando de lado, así como “un modus operandi de la administración pública, 

típico de un sistema autoritario, hará falta mucho más que la alternancia política y que el 

cambio en la legislación” (Martínez y Heras, 2012: 299). 

La transición de un régimen autoritario a uno democrático no puede consumarse 

plenamente con un nuevo gobierno electo, la llegada del PAN fue una alternancia política 

insuficiente, cambió el partido en el poder, pero no necesariamente fue un partido mejor 

capacitado ni más experimentado. Sin embargo, se moldeó un nuevo escenario para la de-

mocracia que propició las circunstancias necesarias para comenzar a legislar el derecho de 

acceso a la información y los mecanismos de transparencia. Hubo alternancia en el poder, 

pero no necesariamente una transición democrática.  Lo que sí es posible afirmar es que, se 

empieza a unir el binomio democracia/transparencia para legitimar un sistema político: 

De hecho, la primera alternancia que tuvimos en el gobierno federal en el 2000 fue previa a 

las legislaciones en esta materia [acceso a la información) y de ahí que más que una vincu-

lación causal entre la alternancia y la transparencia, encuentro una relación directa entre la 

transparencia y la democracia de calidad, siempre que el derecho se ejerza (Peschard, 

2017:7). 

 

2.6 La ciudadanía informada contra la corrupción (2006-2012)  

El tercer período para analizar la historia del discurso de la transparencia en México corres-

ponde al sexenio de Felipe Calderón (2006-2012) que comenzó con un proceso electoral 

controvertido, los resultados oficiales del Instituto Federal Electoral le dieron al candidato 
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del PAN una pequeña ventaja, menos del 1% del total de votos, por encima de Andrés Ma-

nuel López Obrador del Partido de la Revolución Democrática (PRD). 

La toma de protesta de Calderón en el Congreso de la Unión fue tensa y duró menos 

de cinco minutos, ya que solo recitó el juramento del cargo mientras los legisladores del 

PRD gritaban en protesta por el presunto fraude electoral. López Obrador y su partido cues-

tionaron los resultados electorales y pidieron un recuento completo de los votos, la victoria 

de Calderón se confirmó meses después, el 5 de septiembre de 2006 por el Tribunal Federal 

Electoral. 

En su período de gobierno, Calderón continuó con procesos de modernización ad-

ministrativa, que al igual que con Fox buscaban adoptar en el sector público algunas de las 

prácticas del sector privado, haciendo énfasis en la NGP en la transformación de la relación 

del gobierno con los ciudadanos y promover mecanismos para fomentar su participación 

directa (Pardo, 2015).  

La importancia del proyecto de modernización administrativa fue mucho menos 

evidente en este gobierno, ya que la atención gubernamental se enfocó en problemas como 

la crisis financiera mundial de 2008 y el aumento de los niveles de violencia asociados al 

narcotráfico. Sin embargo, continuó en las mismas líneas de acción del sexenio de Fox, 

entre las que destacan el cambio democrático y el énfasis en las medidas administrativas de 

carácter gerencial, lo cual, dio lugar a la adopción de herramientas gerenciales, más que en 

un proceso de reforma integral que buscaban fortalecer institucionalmente a la administra-

ción pública. 
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La modernización administrativa no tuvo la importancia concedida en el sexenio an-

terior debido a que fue un periodo marcado por una legitimidad cuestionada y, posterior-

mente, por una de las crisis económicas y financieras más adversas para la economía de 

México y del mundo. 

Adicionalmente, otros asuntos críticos en el país también requirieron de la mayor 

atención del gobierno federal, como el crimen organizado y el narcotráfico que provocaron 

niveles de inseguridad hasta entonces desconocidos en el país. Entre diciembre de 2006 y 

octubre de 2012 se registraron un total de 101 mil 199 denuncias de homicidio doloso; una 

cifra 35.7 por ciento mayor a la registrada durante la administración anterior, con 74 mil 

586 denuncias (Pardo, 2015). Por lo cual, la prioridad en la agenda del gobierno estuvo en 

la puesta en marcha de una política de seguridad que dio pie a un combate frontal entre las 

instituciones de seguridad del Estado y los grupos criminales. 

Sin embargo, desde su campaña electoral, la transparencia estuvo relacionada con la 

rendición de cuentas y promover una mayor vigilancia por parte de los ciudadanos, lo cual, 

está ligado a la búsqueda de una legitimidad democrática. 

Durante los primeros cien días de gobierno las únicas dos acciones encaminadas a la 

modernización fueron una “reducción del gasto burocrático” y “mayor rendición de cuen-

tas”, en el “Informe de los Primeros Cien Días del Gobierno de Felipe Calderón”, se esta-

blecen esas acciones numeradas como las 23 y 91 (Citado por Pardo, 2015). 

La transparencia y rendición de cuentas consumieron cierta atención durante la ad-

ministración de Calderón, puesto que se reformó el artículo sexto constitucional en junio de 

2007. Respecto a las reformas en las LAI, la primera sucedió en 2007,  todos los estados del 
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país contaban con una ley de acceso a la información, sin embargo, los criterios y obliga-

ciones de los sujetos obligados para asegurar este derecho variaban de manera significativa. 

Ésta fue la razón que impulsó la primera reforma constitucional (Martínez, 2014). 

Uno de los principales propósitos de la reforma, fue reducir la heterogeneidad en las 

leyes estatales de acceso a la información, la iniciativa fue presentada por un grupo de go-

bernadores ante el Congreso de la Unión, en un documento llamado Iniciativa Chihuahua, 

que proponía clarificar en el artículo sexto constitucional cuáles deberían ser las bases y 

criterios mínimos del derecho de acceso a la información. 

Así, el 20 de julio de 2007 se publicó en el Diario Oficial de la Federación la refor-

ma al artículo sexto. para que el derecho a la información fue considerado un derecho fun-

damental (Larrañaga, 2008). Se establecieron tres grandes principios y cinco bases por los 

cuales habían de regirse la Federación, las entidades federativas y en ese momento, el Dis-

trito Federal:   principio de máxima publicidad; principio de protección de la vida privada y 

los datos personales y principio de acceso gratuito a la información, los datos personales o 

la rectificación de éstos sin necesidad de acreditar interés alguno o justificar su utilización. 

Respecto a las bases fueron las siguientes: Existencia de mecanismos de acceso y 

procedimientos de revisión expeditos; creación de organismos especializados e imparciales, 

con autonomía operativa, de gestión y de decisión, los cuales sustanciarán los recursos de 

revisión; creación de archivos administrativos actualizados; obligación de publicar en me-

dios electrónicos la información sobre el uso de los recursos públicos (incluso los que se 

entreguen a personas físicas y morales) y los indicadores de gestión y sanciones a la inob-

servancia a las disposiciones en materia de acceso a la información. 
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También es importante señalar que existió una evolución jurisprudencial al entender 

el concepto de derecho a la información con un doble carácter: como un derecho en sí mis-

mo y como un medio o instrumento para el ejercicio de otros derechos, es decir, la informa-

ción tiene un uso instrumental que sirve como control respecto del funcionamiento institu-

cional de los poderes públicos y como mecanismo de control institucional (Merino, 2013). 

Esta conceptualización es más cercana a la rendición de cuentas.  

Más tarde, en diciembre de 2008, se puso en marcha el Programa Nacional de Ren-

dición de Cuentas, Transparencia y Combate a la Corrupción como una acción dentro del 

Plan Nacional de Desarrollo (2007-2012), que debía servir, en palabras de Salvador Vega 

Casillas, secretario de la Función Pública, para promover estrategias con enfoque preventi-

vo para evitar la corrupción. 

En el PND también se contempló a la transparencia en el quinto eje de acción “De-

mocracia efectiva y política exterior responsable”, con dos puntos en particular, la eficien-

cia gubernamental y la transparencia y rendición de cuentas. Las dependencias responsables 

de estas acciones fueron la Secretaría de la Función Pública (SFP) y la Secretaría de Ha-

cienda y Crédito Público (SHCP), por momentos de manera individual y en otros intentan-

do establecer mecanismos de coordinación, cuyos resultados no fueron los esperados (Par-

do, 2015).  Lo que está documentado remite a un pobre desempeño de las dos dependencias 

a las que se les encargó coordinarse para impulsar acciones en materia de modernización 

administrativa.  

Hay que insistir en que el contexto político en el gobierno de Calderón no resultaba 

favorable para proponer grandes cambios debido a la debilidad con la que el gobierno inició 

su mandato, a causa de problemas de legitimidad derivados de la elección, la llamada “lu-
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cha contra el narcotráfico” y además de que tomó más tiempo del necesario la promulga-

ción del PND. El gobierno de Calderón finalizó con datos de corrupción iguales o mayores 

que los del sexenio anterior.  

 

2.7 El Nuevo PRI: transparencia y confianza (2012-2018) 

 

El sexenio de Enrique Peña Nieto (2012-2018)  representó el regreso del PRI a la presiden-

cia. Desde la campaña presidencial, el movimiento #YoSoy132 conformado principalmente 

por jóvenes y universitarios descontentos con la posible vuelta del PRI, evidenciaron la 

falta de transparencia del candidato político.   

La campaña electoral de Peña Nieto estuvo basada en el concepto de un “Nuevo 

PRI” y bajo la narrativa de "Mover a México” presentó un partido rejuvenecido que dejaba 

atrás la corrupción y la impunidad que lo caracterizaron durante setenta años.  

Su campaña política utiliza como discurso a la transparencia y la rendición de cuen-

tas como eje fundamental y propuso tres grandes reformas: transparencia, corrupción y gas-

to gubernamental en medios de comunicación. Para Peschard (2017) la demanda social en 

curso hizo que el presidente planteara como una de sus políticas públicas prioritarias forta-

lecer la transparencia, homologando en todo el país los principios y mecanismos de acceso 

a la información y fortaleciendo los órganos encargados de garantizarlo. 

En general, durante su sexenio, la economía continuó un crecimiento lento, al tiem-

po que diferentes reformas en materia laboral, educativa y política fueron aprobadas en el 

Congreso, así como una ley de víctimas. El sexenio también estuvo marcado por la desapa-
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rición forzada de 43 normalistas de Ayotzinapa y en materia de corrupción, el reportaje 

sobre la Casa Blanca.  

Durante este período, la transparencia se utilizó para recuperar la confianza de los 

ciudadanos, sin embargo, el concepto estuvo más apegado a la definición de rendición de 

cuentas y así lo comunicó Peña Nieto en el “Manifiesto de principios políticos” (2012), 

publicado en mayo de 2012. De los 10 puntos, la transparencia estuvo presente en tres de 

ellos. 

El número 3, titulado “Relación con los medios”, está enfocado en mejorar la co-

municación entre los medios y el gobierno, en temas como libertad de prensa, el acceso 

ciudadano a la información y la transparencia, “solo un país bien informado garantiza una 

cultura democrática” (Peña Nieto, 2012). Esta conceptualización se acerca a la de la apertu-

ra informativa de 1977. 

Mientras el noveno, “Transparencia y rendición de cuentas” está ligado una vez más 

con la importancia de obtener información pública como parte de una presidencia democrá-

tica. Es en este punto donde Peña Nieto se compromete a la creación de la Comisión Na-

cional Anticorrupción, a promoveré el fortalecimiento institucional del Instituto Federal de 

Acceso a la Información, así como a realizar su declaración patrimonial de él y mandos 

superiores del gobierno.  

Por su parte, el décimo principio, titulado “Federalismo y transparencia” tuvo como 

objetivo replantear la relación política entre el gobierno federal y los gobiernos de los esta-

dos y municipios, en un marco de respeto al federalismo. Así como promover una reforma 
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constitucional para dotar de competencia al Instituto Federal de Acceso a la Información y 

Protección de Datos en asuntos de los estados y municipios. 

Como presidente electo, en septiembre de  2012 presentó la primer iniciativa de ley 

ante el Congreso de la Unión que tenía como propósito dotar de autonomía plena al IFAI, 

desaparecer  Secretaría de Función Pública (SFP), para en su lugar crear la Comisión Na-

cional Anticorrupción integrada por ciudadanos con facultades para sancionar a los funcio-

narios corruptos y ejercer la acción penal, así como una instancia ciudadana que supervisara 

la contratación de publicidad de los poderes públicos en los medios de comunicación. En 

octubre de 2012, el periodista Ernesto Villanueva (2012) escribió lo siguiente:  

Primero. Es natural que la transparencia venda, y bien, de cara a la opinión pública y de la 

sociedad política. Todo mundo coincide en el qué. Lo más importante, empero, es el cómo. 

El proyecto de iniciativa de EPN en la materia carece de un hilo conductor sólido entre la 

exposición de motivos y el contenido de la propuesta de reforma (Villanueva, 2012: 58). 

No obstante, durante el sexenio de Peña Nieto se impulsó la segunda reforma en 

materia de transparencia ocurrió en 2014. Para López Ayllón (2016) el cambio más impor-

tante fue lograr una mejor comprensión del papel que juega la transparencia y el acceso a la 

información dentro de un concepto más amplio y completo que está relacionado con la ren-

dición de cuentas. Sin embargo, es aquí cuando se comienza a desviar su significado.  

Ésta tuvo como antecedentes el 2012, cuando Peña anunció como uno de sus prime-

ros actos de gobierno una reforma al artículo 6° constitucional, los cambios, a manera de 

resumen fueron los siguientes: homologar los bases de la transparencia y acceso a la infor-

mación; fortalecer a los órganos garantes, convirtiéndolos en constitucionales y autónomos 

y haciéndolos competentes en la materia frente a todos los poderes y organismos autóno-

mos; ampliar el universo de sujetos obligados para incorporar a los partidos políticos y to-
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das las personas físicas o morales que reciban recursos públicos o ejerzan actos de autori-

dad; eslabonar el sistema de transparencia con el esquema de rendición de cuentas existente 

en México. 

La idea de homologar los principios y procedimientos de transparencia y acceso a la 

información en el país para fortalecer el ejercicio de dicho derecho fundamental que se tra-

dujo en la creación de un Sistema Nacional de Transparencia, que permitiera la colabora-

ción entre todos los organismos garantes del país. El INAI sería un organismo constitucio-

nal autónomo, en la cabeza de toda la estructura nacional de transparencia, lo cual modificó 

significativamente su naturaleza y atribuciones. 

A raíz de la reforma al artículo sexto constitucional, los sindicatos fueron incluidos 

como sujetos obligados de rendición de cuentas en lo relativo a los recursos públicos que 

reciben y ejercen debido a la presión que ejerció la sociedad civil por casos de corrupción 

en el Sindicato Nacional de Trabajadores de la Educación, Comisión Nacional de los Sala-

rios Mínimos, el Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS) y el Instituto del Fondo Na-

cional. 

La reforma también contempló la emisión de una Ley General de Transparencia y 

Acceso a la Información Pública (LGTAIP) en 2015 en la que se precisarían las reglas y 

estándares comunes y para servir de guía de las leyes secundarias. La LGT es un documen-

to extenso y detallado con 216 artículos, que fue publicada en el Diario Oficial de la Fede-

ración el 4 de mayo de 2015. 

A pesar de los compromisos adoptados por el Nuevo PRI y el discurso de un cam-

bio en las prácticas del partido, el sexenio de Peña Nieto finalizó como uno de los más co-
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rruptos. En primer lugar, por el caso de La Casa Blanca, un reportaje realizado por Daniel 

Lizárraga y su equipo de periodistas que reveló una red de corrupción entre la empresa in-

mobiliaria que había financiado la casa y diversos contratos de obra pública dentro del go-

bierno.  

Además de los cargos penales contra nuevos gobernadores priístas, amigos de Peña 

Nieto y pertenencientes al Nuevo PRI como Javier Duarte -ex gobernador de Veracruz 

condenado a nueve años de prisión  por cargos de lavado de dinero y de asociación delic-

tuosa-, César Duarte -ex gobernador de Chihuahua con 15 órdenes de aprehensión y la 

creación de una red de corrupción con la que obtuvo millones de pesos de la administración 

estatal-, Roberto Borge -ex gobernador de Quintana Roo actualmente preso en un penal 

federal acusado de cinco delitos entre ellos delincuencia organizada y aprovechamiento 

ilícito del poder- y Roberto Sandoval, -ex gobernador de Nayarit investigado en casos de 

corrupción, malversación de bienes del estado y soborno por parte de organizaciones narco-

traficantes, incluido el Cártel Jalisco Nueva Generación, a cambio de información y protec-

ción-. Pablo Ferri (2018) escribía para El País lo siguiente:  

A pocos meses de que concluya su mandato, las promesas anticorrupción del presidente En-

rique Peña Nieto chocan con la escuálida realidad procesal. El resbalón en el caso Duarte es 

solo el último traspié de la fiscalía, controlada directamente por el Ejecutivo. En México, es 

el presidente quien elige al fiscal (Ferri, 2018).  

Finalmente, en vez de limpiar su nombre y reivindicarse, el PRI terminó demostran-

do los altos niveles de corrupción y las malas prácticas que continúan a nivel interno, lo 

cual, tuvo consecuencia la pérdida de la confianza de los ciudadanos y de las elecciones de 

2018. Pese a las investigaciones y evidencias en torno a los casos de corrupción por miem-

bros del sistema político, han habido anomalías e incluso exoneraciones como en el caso de 



85 

Peña Nieto.  La pregunta de fondo será siempre la siguiente: ¿El Gobierno realmente pelea 

contra la corrupción?  

Después de un largo recorrido, se logró la consolidación legal de los procesos de 

transparencia como política pública, sin embargo, su implementación ha tenido mayores 

dificultades debido a que el uso de los sistemas de transparencia requieren de una especiali-

zación técnica, equipo tecnológico y tiempo para solicita información pública.   

Es importante destacar que durante el sexenio de Peña Nieto se le otorgó al concep-

to de transparencia una relación con el combate a la corrupción y la vigilancia ciudadana 

que no debería asumirse de manera tan simple: 

Si bien en México fue fundamental la entrada en vigor de la Ley […], resulta insuficiente, 

ya que el marco normativo de una u otra manera asegura que los ciudadanos tengan acceso 

a la información pública, pero no asegura que hagan uso de su derecho, y mucho menos que 

utilicen la información para ejercer su poder ciudadano a través de lo que se ha denominado 

“control democrático” (Martínez, 2014: 205). 

A través de este recorrido histórico es evidente cómo la transparencia ha entrado al 

ámbito político por motivos externos. La Nueva Gestión Pública fue la verdadera razón de 

su implementación por los beneficios y el valor en el mercado que se le atribuyó a la infor-

mación. A pesar de que el liberalismo político denotó su importancia para la democracia 

representativa en la elección de sus representantes según Stuart Mill, la creación de leyes 

con Immanuel Kant, y el control democrático teorizado por Bernard Manin, perdió su fun-

ción inicial y solo volvió a la agenda internacional tras estas exigencias financieras. 

El desarrollo de la transparencia es importante en América Latina ha estado ligado a 

la desigualdad y la corrupción, dos problemas que se han tratado de combatir a partir de 

mecanismos de transparencia que no promueven un cambio de raíz y también persiguen el 

cumplimiento de estándares democráticos. 
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En México, el contexto de alternancia fue clave para que el discurso transparen-

cia/democracia se formara como un mismo concepto. En un país con altos índices de co-

rrupción y pérdida de legitimidad política, se buscaba un cambio – político, económico y 

social – con una alternancia en el poder, que no fue posible completar sólo con la llegada de 

un nuevo partido político a pesar de las altas expectativas. 

Además, la entrada a la OCDE representó la imposición mecanismos de transparen-

cia presupuestaria, que después se fueron desarrollando hacia el control ciudadano y una 

nueva gobernanza. El Grupo Oaxaca fue un actor clave en la legislación y tuvo un papel 

esencial como fuerza opositora, sin embargo, no se puede hablar de la participación de la 

sociedad civil mexicana debido a que fue un grupo reducido de personas que contaban con 

conocimientos técnicos, económicos y políticos. 

En 2006 durante el gobierno de Calderón, se priorizaron otros problemas por el con-

texto que se vivía, sin embargo, se siguió conceptualizando a la transparencia como princi-

pio democrático de legitimidad. El cambio más importante que sufre fue con el sexenio de 

Peña Nieto, donde la rendición de cuentas se agregó al concepto de transparencia que ya  

tenía como telón de fondo la democracia, por lo tanto ahora se conceptualiza con una triple 

noción: mayor transparencia, mayor democracia y menor corrupción.    

La LAI, ha representado un gran avance en México, sin embargo, también ha refle-

jado que existen muchos problemas para la implementación de la transparencia. Lo más 

peligroso es el valor discursivo que se ha otorgado, la unión del concepto de transparencia 

con democracia, como si se tratará de un binomio ya establecido, realmente ¿mayor trans-

parencia significa mayor democracia? Las condiciones de transparencia no promueven un 
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entorno participativo, con contrapesos reales, donde la información sea exhaustiva, clara y 

oportuna.   

Esta división histórica de la transparencia por sexenios, nos permite ver como un 

proceso la manera en que el concepto de la transparencia se fue modificando.  El primer 

periodo (1977-2000) se caracteriza por una apertura de la información, apoyado con las 

ideas de la Nueva Gestión Pública en donde se da un valor primordial a la información para 

reducir asimetrías.  

Posteriormente, en el sexenio de Vicente Fox (200—2006), la transparencia tuvo 

como función probar ante el escrutinio publico democracia había llegado al país, por lo 

tanto no habría secretos de gobierno y la corrupción terminaría.  

El sexenio de Felipe Calderón tuvo como distintivo el concepto de ciudadanía vigi-

lante, por lo que la transparencia cumplía un papel primordial para verificar y “controlar” el 

comportamiento del gobierno en turno.  

Con el regreso del PRI y la presidencia de Enrique Peña Nieto (2006-2012), el dis-

curso de la transparencia se configuró como un elemento clave para recuperar la confianza 

perdida en el partido. Sin embargo, a pesar de la experiencia acumulada, no se ha desarro-

llado un modelo de transparencia que proponga cambios significativos en el funcionamien-

to de gobierno, ni un modelo de sanciones realmente efectivas para frenar la corrupción.  
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CAPÍTULO 3. LA CONSTRUCCIÓN DE UNA NUEVA NARRATIVA EN 

EL SISTEMA DEMOCRÁTICO 

“Si el trabajo político es, en lo esencial, un trabajo sobre las palabras,  

es que las palabras contribuyen a formar el mundo social”. 

- Pierre Bourdieu 

 

A principio de los noventa a nivel internacional se construyó una nueva narrativa que re-

configuró las reglas del juego del sistema democrático y tuvieron como base los ideales del 

liberalismo político, las exigencias ciudadanas de la democracia representativa y los princi-

pios de la Nueva Gestión Pública (NGP) que busca innovar en temas de gobernabilidad. 

Bajo esta narrativa general, cada país ha adoptado nuevos mecanismos de transpa-

rencia, en Latinoamérica, destacan como problemas estructurales la corrupción y los go-

biernos autoritarios que configuran un discurso con dos denominadores comunes: la exi-

gencia de terminar con la corrupción política y la búsqueda de mayores controles democrá-

ticos. Ambos problemas detonaron la discusión sobre la implementación de mecanismos de 

transparencia en busca de mejores resultados económicos, políticos y sociales.  

Aunque el discurso de la transparencia en México busca legitimar la democracia 

como eje central, éste ha tenido variaciones semánticas dependiendo del contexto y los fi-

nes políticos que persigue, por ello, en esta investigación se ha dividido y analizado en cua-

tro diferentes períodos, de 1977 al 2018, marcados por el uso específico atribuido a la 

transparencia:  

1. La democratización de la información (1977 - 2000) 

2. La institucionalización de la transparencia como prueba de la alternancia política 
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(2000-2006) 

3. La ciudadanía informada contra la corrupción (2006-2012)  

4. El Nuevo PRI: transparencia y confianza (2012-2018).  

Es importante mencionar que en cada período prevalece el elemento bajo el cual se 

ha construido este discurso: la legitimación de la democracia en México. Sin embargo, co-

mo Easton (2002) propone, el sistema político tiene la capacidad de responder a las deman-

das internas y externas y en cada período se acentúa un elemento que responde al contexto 

y a las demandas sociales, políticas y económicas del país. 

El período que en esta investigación se ha denominado “Democratización de la in-

formación (1977-2000)” es elemental debido a que el derecho a la información comienza a 

conceptualizarse como elemento vital de la democracia. Sin embargo, no es hasta la década 

de 1990 que el gobierno implementa mecanismos de transparencia en México bajo las pre-

siones internacionales y los fundamentos de NGP.  

El segundo período: “La institucionalización de la transparencia como prueba de la 

alternancia política (2000-2006)”, responde a una exigencia democrática por transparentar 

el actuar del Estado Mexicano que ya estaba en gestación desde principios de los años no-

venta; sin embargo, el año 2000 fue un parteaguas para el sistema político con la llegada a 

la presidencia del Partido Acción Nacional (PAN) que construyó un discurso de alternancia 

política.  

Durante la presidencia de Felipe Calderón (2006-2012) el discurso de la transparen-

cia tuvo como base el empoderamiento de la ciudadanía que se convirtió en vigilante contra 

la corrupción, a pesar de que en la práctica fue uno de los sexenios más corruptos.  Poste-

riormente, desde la campaña presidencial de Peña Nieto hasta el fin de su gobierno (2012-
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2018), el elemento central de la transparencia fue su valor para recuperar la confianza de 

los ciudadanos y rescatar la imagen política del Partido de la Revolución Institucional 

(PRI), un concepto más cercano a la rendición de cuentas.  

A nivel general, la transparencia ha prometido transformar el sistema político, sin 

embargo, a pesar de los esfuerzos económicos y políticos que ha conllevado, los dos mayo-

res retos para que la transparencia realmente pueda transformarlo son la dificultad para so-

licitar información pública y la impunidad como falla estructural del sistema. No obstante, 

se sigue utilizando como eje central de discursos, políticas públicas y lemas de campañas 

como una promesa de cambio. A continuación, se explica cómo se ha transformado este 

discurso en los cuatro períodos establecidos. 

 

3.1 La democratización de la información (1977-2000)  

Los cambios políticos entre 1977 y el 2000 fueron determinantes para la apertura in-

formativa debido a la exigencia informativa en el sistema político, en este contexto destaca 

el autoritarismo del PRI que tuvo como consecuencia la gestación de demandas sociales y 

políticas como el movimiento estudiantil de 1968 que hicieron evidente la falta de legitimi-

dad democrática del sistema político mexicano.  

En 1977, como alternativa para evitar la generalización de la violencia, Jesús Reyes 

Heroles, secretario de gobernación, diseñó una reforma política que modifica al artículo 6° 

constitucional. En ésta, se promueve la constitucionalización de los partidos políticos y su 

definición como entidades de interés público; se introduce el principio de representación 

proporcional para la conformación de la Cámara de Diputados, se instituye la figura de coa-
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liciones electorales que funde a dos o más partidos en una sola fuerza política y se crea la 

Comisión Federal Electoral como una entidad estatal con personalidad jurídica propia en-

cargada de la organización de las elecciones.  

Entre sus modificaciones se añadió una línea al artículo sexto de la Constitución Po-

lítica, donde ya estaba consagrado el derecho a la información, y quedó de la siguiente ma-

nera: “el derecho a la información será garantizado por el Estado”. 

 Es a partir de aquí que inicia a gestarse la legislación el derecho a la información y 

los mecanismos para garantizarlo en México, sin este derecho, la transparencia no puede 

desarrollarse. Sin embargo, en este período el derecho a la información está ligado a la 

apertura de los medios de comunicación para informar con mayor libertad bajo la idea de 

democracia y pluralidad de ideas. 

Es importante mencionar que este período también se considera como el inicio de la 

transición a la alternancia política, por lo que durante estos 23 años, palabras como demo-

cracia – cuyo uso se limitaba al medio universitario y la prensa especializada – comenzaron 

a formar parte del vocabulario del lenguaje común (Muñoz, 2001).  

Esta aspiración democrática fue compartida por quienes buscaban una representa-

ción plural y el voto comenzó a entenderse como el instrumento de los ciudadanos para 

elegir a sus gobernantes. Conceptos como “derecho a la información” comenzaron a utili-

zarse en los discursos políticos, y se creó una relación entre éstas y la democracia, promo-

vida por los cuatro presidentes que gobernaron durante este período. Como indica Peschard 

(2017), para darles credibilidad a las elecciones tenía que haber una autoridad sometida a la 

vigilancia de los partidos políticos y ciudadanos.  
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El primer presidente en este período de apertura informativa es José López Portillo 

(1976 -1982), quien en su Plan Básico de Gobierno (1976) ya anunciaba un reordenamiento 

del derecho a la información como parte de la reforma política. Por primera vez aparece 

este tema en los documentos oficiales del partido y López Portillo lo conceptualizaba de la 

siguiente manera: "el derecho a la información constituye una nueva dimensión de la de-

mocracia. Es una forma eficaz para respetar el pluralismo ideológico, esto es la diversidad y 

riqueza de la opinión de ideas" (Vera, 200:8).   

Como parte de la Reforma Política, López Portillo promovió la adición al artículo 

sexto constitucional la frase “el derecho a la información será garantizado por el Estado”, 

que se aprobó el 20 de octubre de 1977. En su segundo informe de gobierno (1978), el pre-

sidente conceptualizaba la relación entre este derecho y la democracia de la siguiente for-

ma:  

Nuestro orden jurídico, deberá hacer de la energía de la información una fuerza democráti-

ca, en cuyo ejercicio participen las diversas corrientes de opinión y pensamiento, las agru-

paciones y los individuos. El derecho a la información complementa la libertad de expre-

sión, que, al ser cabal, sustenta una vigorosa opinión pública apropiada al cambio y a las 

transformaciones sociales (López Portillo, 1978).  

  

En estas primeras interpretaciones, el derecho a la información fue considerado co-

mo correlativo a la libertad de expresión y consistía en que el Estado permitiera que a tra-

vés de distintos medios de comunicación se manifestara de manera regular la diversidad de 

opiniones de los partidos políticos (Ayllón, 2016) y aunque el artículo 6° constitucional 

consagraba el derecho de todo ciudadano a la información y la Corte lo reconocía, no exis-

tían los procedimientos para ejercer dicha garantía individual.  
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El siguiente presidente fue Miguel de la Madrid (1982 - 1988), durante su mandato, 

el derecho a la información se mantiene en su Plan de Gobierno 1982-1988 aun sin avances 

significativos donde expresa la intención de hacer realidad el derecho a la información y 

crear una ley reglamentaria.  

Un acontecimiento importante es que el 31 de diciembre de 1982 se publicó la Ley 

Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos que tiene por objeto reglamentar 

las responsabilidades y sanciones administrativas en el servicio público, así como las que se 

deban resolver mediante juicio político. 

Como acciones principales, Miguel de la Madrid convocó en mayo de 1983 al Foro 

de Consulta Popular sobre Comunicación Social, donde los ciudadanos presentaron 2000 

ponencias que en su mayoría se manifestaban a favor de legislar en la materia del derecho a 

la información (Vera,2000). Sin embrago el proceso no fue más allá de la consulta. En su 

Quinto Informe de Gobierno (1987), De la Madrid expresa esta relación democracia / dere-

cho a la información de la siguiente manera:  

El respeto irrestricto a la libertad de expresión en cualesquiera de sus formas es característi-

ca fundamental de un régimen democrático. No puede existir una democracia auténtica si se 

oculta o distorsiona la realidad. La sociedad necesita estar informada con veracidad. Los 

medios de comunicación tienen la elevada responsabilidad de informar objetiva y oportu-

namente a la opinión pública, y de orientarla mediante análisis críticos y juicios diversos. 

En estos años se ha garantizado que nuestro sistema de comunicación social refleje el plura-

lismo político de nuestra sociedad. Necesitamos seguir democratizando la información (De 

la Madrid, 1987: 238).  

 

En materia de legislación, los cambios más importantes sobre el concepto de trans-

parencia iniciaron con el gobierno de Carlos Salinas de Gortari (1988-1994) y su imple-

mentación en las elecciones para garantizar fiabilidad electoral. Su mandato comenzó con 

el fraude conocido como la "caída del sistema" en el que venció al candidato de izquierda 
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Cuauhtémoc Cárdenas tras registrarse problemas técnicos en el recuento de votos. La iz-

quierda mexicana, liderada por Cárdenas, se movilizó masivamente en las calles contra el 

resultado electoral.  

Para legitimar su administración y satisfacer a la creciente oposición, Salinas de 

Gortari promovió cambios en la esfera democrática por lo que el sistema electoral mexi-

cano experimentó importantes reformas políticas y comenzó a utilizarse el término de 

transparencia en el ámbito electoral. En su Cuarto Informa de Gobierno (1992), el tema 

central de Salinas fue el compromiso de consolidar el cambio democrático unido a la trans-

parencia electoral: 

Hay que consolidar el perfeccionamiento democrático y la transparencia electoral. Avan-

zamos hacia nuevos estadios políticos. Nuestro primer objetivo es mantenernos unidos con 

libertades y pleno apego al derecho. El otro es que mejoraremos juntos nuestra vida política 

e institucional. […] La democracia es un proceso real que depende de la capacidad de las 

partes para adquirir y ampliar compromisos en el marco de la ley.  (Salinas de Gortari, 

1992: 256).  

 

Para Gómez (1997), Salinas de Gortari ha sido el presidente mexicano desde 1928 

que ha tenido mayores dificultades para que su triunfo fuera reconocido, tanto en México 

como en el extranjero, por lo que dedicó recursos especiales para reconstruir la estructura 

territorial del PRI con el fin de garantizar votaciones homogéneas que no produjeran sospe-

chas de fraude como las de 1988.  

Después del controvertido período de gobierno de Salinas, se puso en duda la legi-

timidad del sistema electoral mexicano y comienzan a tomarse temas como ciudadanizar 

los procesos electorales contra la corrupción, por lo que en el sexenio de Ernesto Zedillo 

Ponce de León (1994-2000) se impulsó una mayor apertura democrática, ciudadanizó el 
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Instituto Federal Electoral (IFE) e impuso medidas más estrictas para evitar los fraudes 

electorales. Como una novedad en el sistema político, México aceptó la presencia de obser-

vadores externos para los procesos políticos como las elecciones y permitió la entrada al 

país de relatores de organizaciones internacionales en materia de derechos humanos (Ve-

lázquez, 2017).  

Bajo este contexto, en 1994 un grupo de políticos, académicos y miembros de orga-

nizaciones sociales se pronunciaron para impulsar la democratización del país tras firmar 

“Los 20 compromisos de la democracia” donde participaron más de 2,000 personas. El 

compromiso número 20 precisamente fue reglamentar el derecho ciudadano a la informa-

ción (Proceso, 1994) . 

Durante el gobierno de Zedillo se empieza a reflejar el cambio del término derecho 

a la información por el de transparencia, sin embargo, continúa con un enfoque en el ámbi-

to electoral. En su Segundo Informe de Gobierno, el ex presidente planteó la relación entre 

transparencia y democracia de la siguiente manera:  

En toda democracia moderna, los partidos son el vínculo político por excelencia entre los 

electores y sus gobiernos. No hay democracia fuerte sin partidos políticos fuertes. Nuestra 

democracia se nutre de la vida de los partidos y la vida de éstos se nutre, a su vez, de elec-

ciones libres, legales, transparentes y justas. Es aspiración, es interés y es voluntad de todos 

los mexicanos avanzar a una nueva etapa regida por una cabal normalidad democrática 

(Zedillo, 1996: 88 -89). 

 

En esta investigación, la hipótesis es que el gobierno ha construido el discurso de la 

transparencia pública gubernamental como legitimador de la democracia en México y se ha 

transformado dependiendo del contexto, lo que responde a lo que David Easton (2012) lla-

ma regulación de los sistemas políticos, los cuales, poseen una extraordinaria capacidad 

para responder a las circunstancias en que funciona, es decir, acumulan gran cantidad de 
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mecanismos con los cuales enfrentan sus ambientes, gracias a ellos son capaces de regular 

su propia conducta, transformar su estructura interna y hasta llegar a remoldear sus metas 

fundamentales.  

El sistema político se define como "un conjunto de interacciones abstraídas de la to-

talidad del comportamiento social a través del cual los valores son asignados a una sociedad 

autoritativamente” (Easton, 2012: 120). Por autoritativamente, el autor se refiere a que los 

miembros aceptan que esa distribución de valores es vinculante, significa tanto "autoritario" 

como "autorizado", es decir, sólo el sistema político tiene la legitimidad para distribuir va-

lores que la sociedad considera útiles. 

Las interacciones del sistema operan mediante flujos entre entradas y salidas (inputs 

y outputs) a través de un cambio dinámico se retroalimenta (feedback). Las entradas son las 

demandas y apoyos que el sistema recibe de los intereses de la sociedad, sin embargo, sólo 

algunos individuos o grupos son capaces de orientar los contenidos del proceso político y 

actúan como filtro del sistema, a través de mecanismos de reducción y selección de 

demandas.  

Las salidas son la respuesta del sistema a aquellas demandas, las decisiones y accio-

nes que se toman tras el proceso de decisión, este modelo se ha denominado circuito de 

retroalimentación y permite a las autoridades sondear el estado del sistema y corregir erro-

res y perturbaciones. 

Es importante recalcar la importancia que tuvo el discurso de la democracia en Mé-

xico y cómo el contexto condicionó al sistema político para la adopción de mecanismos de 

transparencia. Como se ha explicado en el primer capítulo, los años noventa fueron decisi-
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vos en este tema, en el ámbito internacional, la demanda por la transparencia fue impulsada 

por presiones económicas y discusiones sobre los mecanismos de transparencia en México 

comenzaron a finales de los noventa, como parte de la incorporación del país a la OCDE 

(Merino, 2005 y Peschard, 2017).  

La segunda tensión que provocó cambios radicales en este primer periodo de apertu-

ra informativa fue la mutación que para Ojeda y Meyer (2016) han sufrido los sistemas 

democráticos, en donde la democracia liberal ha cobrado fuerza y se ha establecido como 

sistema político y forma de gobierno ideal tanto en el ámbito académico como en el político 

y económico. Además, se comienza a estandarizar la calidad de la democracia, ateniendo a 

ciertos patrones o estándares. Específicamente en materia de transparencia, éstos se rela-

cionan con cumplir recomendaciones impuestas por la OCDE, el FMI y el Banco Interame-

ricano de Desarrollo que los países deben cumplir voluntariamente.  

A nivel nacional, hubo grandes fallas económicas, políticas y sociales en el go-

bierno de Ernesto Zedillo que contribuyeron para que el PAN ganara las elecciones del 

2000. Respecto a la primera de éstas, la más contundente fue el Fobaproa, un fondo origi-

nalmente creado por el gobierno con el objetivo de crear una red de seguridad en caso de 

crisis económica (Ortíz de Zárate, 2017).  

Respecto al ámbito social, además de la consecuencia de esta crisis económica, en 

1995 sucedió la Masacre de Aguas Blancas donde 17 campesinos fueron asesinados y 23 

resultaron heridos por la policía de Guerrero para impedir su asistencia a un mitin en un 

poblado cercano y en 1997, el PRI perdió su mayoría absoluta en la Cámara de Diputados 

tras las elecciones legislativas.  
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Las tensiones a nivel nacional e internacional provocaron una respuesta por parte 

del sistema político que enfrenta sus ambientes y remoldea sus metas fundamentales para 

sobrevivir.  Como parte de esta transformación, a partir del 2000, la desaprobación por par-

te de la opinión pública, la crisis económica y politica y la búsqueda de un cambio en el 

sistema política alimentaron la unión a nivel conceptual entre alternancia política y transpa-

rencia.  

3.2 La institucionalización de la transparencia como evidencia de la alternancia políti-

ca (2000-2006) 

El triunfo del candidato del Partido Acción Nacional (PAN), Vicente Fox (2000-

2006), representó un cambio en la vida democrática de México y la principal característica 

de este período fue que la transparencia se insertó en la agenda política como evidencia de 

que la alternancia2 había llegado a México.  

Para Ojeda y Meyer (2016), la transparencia comenzó a ser un tema en boga a partir 

del año 2000, primeramente, fortalecida a nivel discursivo por la presión de importantes 

sectores académicos, institucionales, periodísticos, empresariales, etcétera; mientras que 

para Peschard (2017), sólo en este contexto al que denomina "bono democrático" fue posi-

ble que los legisladores adoptaron la propuesta de ley de transparencia de la sociedad civil 

y la colocaran en el centro de la agenda parlamentaria (Peschard, 2017: 181).  

Desde su campaña presidencial, Fox adoptó como parte de su discurso el concepto 

 

2 Por alternancia se entiende el cambio de un grupo gobernante por otro cuando procede de un partido políti-

co distinto al que gobernaba, y este es producto de un proceso electoral competido (Bolívar, 2013). 
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de transparencia gubernamental, Antonio Porres (2012) en su análisis sobre la comunica-

ción social en la presidencia de Fox, concluye que ésta se fundamentó en el derecho de in-

formación de los ciudadanos y el deber de los gobernantes a la transparencia y rendición de 

cuentas; la promesa para la ciudadanía fue que la transparencia terminaría con la corrup-

ción. Como ejemplo, en el Primer Debate Presidencial, celebrado el 25 de abril de 2000, 

Vicente Fox respondió lo siguiente sobre los aspectos políticos de su gobierno:   

Nosotros, estamos proponiendo una transición a la democracia, pasar de un régimen de 70 

años, con todos sus vicios, con todas sus desviaciones, con toda su corrupción, para transi-

tar a una verdadera democracia. [...] Pasar de la omnipotencia de quien se sienta en Los Pi-

nos a entregarle a la sociedad la capacidad de gobernar y de conducir este país. Pasar de la 

corrupción a la transparencia y la rendición de cuentas (Bravo, 2009: 55).  

 

La ejecución de esta campaña permanente se fundamentó en el derecho a la infor-

mación de los ciudadanos y el deber de los gobernantes a la transparencia y rendición de 

cuentas, en términos monetarios significó la erogación de 33 mil 753 millones 924 mil 140 

pesos y la utilización de 4 millones 27 mil 939 horas de los tiempos oficiales, es decir 

20.39% más de los usados por la administración del presidente Ernesto Zedillo (Porres, 

2012: 151).  

En su periodo de gobierno, la imagen de Fox se perfiló con la idea de atacar a sus 

antecesores con la opacidad que conllevó la administración pública priísta, por lo que el 

tema del combate a la corrupción acompañado de la transparencia se perfilaba bien para un 

gobierno de alternancia (Díaz y Heras, 2011).  

A nivel discursivo, el término transparencia se unió a la expectativa de un cambio 

democrático, creando así una relación causal: a mayor transparencia, mayor democracia, y 

no hubo mejor contexto que el de la alternancia política para alimentar esta afirmación. Lo 
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anterior no significa que la transparencia sea ajena a las bases de los gobiernos democráti-

cos, pero en México este discurso comenzó a construirse para darle legitimidad a un siste-

ma político entrante fundamentado en la alternancia política que no logró cambios estructu-

rales.  

Este nuevo binomio transparencia – alternancia ha sido estudiado por su impacto en 

las políticas públicas, una de las investigaciones más esclarecedoras la realizó Juan José 

Barrios (2014) a través del método comparado, en la cual explica el comportamiento en 

América Latina de la relación entre la democracia y la transparencia de 2002 a 2012, ba-

sándose en la información sobre el desempeño de 18 países. En sus conclusiones sobre Mé-

xico afirma lo siguiente:  

[...] los casos particulares como el de México con un cumplimiento al 100 por ciento y su 

baja calificación democrática indican una transparencia que desde el diseño de sus estructu-

ras y requisitos instrumentales cumple con lo establecido, pero que en su capacidad operati-

va, en su contribución a consolidar la relación entre ciudadanos y derechos, ciudadanos y 

libertades, ciudadanos e imperio de la ley, apenas alcanza la función mínima requerida. Que 

es transparencia que no posibilita la rendición de cuentas y el acceso a la información 

pública. (Barrios, 2014: 118). 

Sin embargo, desde su Primer Informe de Gobierno (2001), Fox ya trazaba este nuevo bi-

nomio:  

El 2 de julio del año 2000 México votó por el cambio. Desde ese momento asumí la respon-

sabilidad histórica de conducir al país por un nuevo camino; me comprometí a democratizar 

el ejercicio del poder y a establecer una relación transparente y participativa con la socie-

dad, a combatir la pobreza, la corrupción, la ignorancia y la impunidad, así como a manejar 

responsablemente la economía. […] México sí tiene proyecto: esa alternativa humanista 

concibe a nuestro país como una República plena, en la que florecen las libertades, la de-

mocracia, el estado de derecho, la transparencia y el federalismo y en la que se vive la go-

bernabilidad democrática (Fox, 2001:43).   

 

En 2001 el gabinete de Fox elaboró el Programa Nacional de Combate a la Corrup-

ción y Fomento a la Transparencia y el Desarrollo Administrativo (PNCCFTDA) que for-
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maba parte del Plan Nacional de Desarrollo (2001-2006) con carácter oficial y obligatorio, 

cuyo objetivo principal fue prevenir y sancionar la corrupción en las instituciones públicas, 

mejorar su eficacia, eficiencia y honestidad; hacer obligatoria la rendición de cuentas y 

propiciar la participación de la población.  

Sin embargo, para Sánchez González (2008) su diseño está basado en los principios 

de la Nueva Gestión Pública, que tienen alcances limitados en determinados campos por 

provenir de la gerencia privada y no garantiza su aplicación en la administración pública. 

Mientras que para Díaz y Heras (2011), los objetivos del programa se dirigían principal-

mente al combate a la corrupción y, en menor medida, a las acciones de transparencia gu-

bernamental. Esta visión presenta un orden inverso de los temas, es decir la corrupción co-

mo un problema y no como la consecuencia de la falta de medidas eficaces de transparen-

cia, justificación, responsabilidad y sanción. 

Como ejemplo de la falta de relación entre discurso y práctica, el mismo año que se 

discutía el plan contra la corrupción ocurrió el escándalo político que marcó el inicio del 

régimen de Fox, la “Guerra de las Toallas” (Sierra, 2001), llamada así después de que el 

periódico Milenio publicó la lista de gastos que la administración panista destinó a la casa 

presidencial de Los Pinos, entre ellos, un juego de toallas importadas con un precio de 400 

dólares cada una, cortinas eléctricas de 17 mil dólares y sábanas de 3,500 dólares.  

En el gobierno de Fox, los temas anticorrupción continuaron siendo primordiales y 

en su Tercer Informe de Gobierno (2003), mencionó lo siguiente:  

El proyecto nacional comprende llevar a cabo un proceso de transición, que debe darse en 

los tres niveles de gobierno, empezando por la obligación de rendir cuentas. De poco servi-

rá lo que se haga en otros ámbitos si el ejercicio de los recursos que son de todos los mexi-

canos se realiza sin transparencia. Ya no podemos vivir en un país donde se esconda la in-

formación que deba ser pública, la credibilidad y la democracia tienen que construirse en 
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los hechos. De acuerdo con sus más profundas convicciones basadas en la más moderna 

expresión de la social democracia (Fox, 2003: 127).e 

 

Así, se moldeaba un nuevo escenario para la democracia que propició las circuns-

tancias necesarias para comenzar a legislar el derecho de acceso a la información en Méxi-

co. De esta manera, la narrativa que engloba democracia y transparencia se conformó como 

un binomio con una relación cada vez más penetrante y se convirtió en un valor fundamen-

tal en la democracia contemporánea.  

El camino legal a la transparencia ya se había iniciado y a mediados del 2002 se de-

cretó la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental 

como respuesta a las tensiones políticas, económicas y sociales, pero el combate a la co-

rrupción y la mejora de la administración pública se fue dejando de lado así, priorizando 

“un modus operandi de la administración pública, típico de un sistema autoritario” (Martí-

nez y Heras, 2012: 299).  

Como parte de esto último, la aprobación de esta ley tuvo importante visibilidad que 

le dio el Grupo Oaxaca y algunos personajes políticos como Miguel Barbosa, para incluir al 

tema en la agenda pública, incluso el expresidente Vicente Fox continúa recordando a la 

“transparencia” y el “buen gobierno” como “las banderas más importantes” de su sexenio 

(Proceso, 2007).  

Es importante mencionar que según David Easton (2012) en la sociedad existen in-

dividuos dispuestos a correr los riesgos más serios con el objeto de tener voz en la fijación 

de los arreglos políticos básicos o de los objetivos y fines particulares dentro de una estruc-

tura ya existente para cumplir propósitos propios (Easton,2012: 117), donde el Grupo Oa-
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xaca fue parte de una elite intelectual que buscó tener injerencia –  y actualmente la conti-

nua teniendo –  en el sistema político mexicano como se ha explicado en el segundo 

capítulo.  

Con una nueva narrativa a nivel internacional, el primer eje sobre el que se constru-

yó el discurso de la transparencia en México fue la legitimación de la democracia por parte 

de un sistema político en búsqueda de aprobación y se trazó el binomio democra-

cia/transparencia como eje de este nuevo gobierno. Sin embargo, existen varias incoheren-

cias; aunque el acceso a la información como condición para la democracia es clara y sus 

contribuciones para el mantenimiento de esta última son innegables, “exigirle a la transpa-

rencia por sí misma la consolidación democrática es ingenuo” (Peschard, 2017: 145). 

Respecto a la unión entre transparencia y alternancia como resultado de una verda-

dera democracia, la tesis principal de Mauricio Merino (2003) en La transición votada. 

Crítica a la interpretación del cambio político en México es que a diferencia de otro tipo de 

transiciones, la de México ha sido primordialmente electoral, postergando la reforma de 

otro tipo de instituciones políticas que no han sido adaptadas al nuevo contexto democráti-

co, como la fundación del Instituto Federal de Acceso a la Información (IFAI) en 2002.  

El autor destaca que en el país no hubo un pacto fundacional, ni cambios en las ins-

tituciones básicas, sino un resurgimiento de instituciones que existían previamente en la 

Constitución pero que estaban totalmente sometidas al sistema presidencial. En otras pala-

bras, "el pasado aprendió a convivir con el presente ya que no hubo rupturas sino una aper-

tura hacia la pluralidad" (Merino, 2003:18). 

Mientras que para Bolívar Meza (2013), la transición de un régimen autoritario a 
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uno democrático no puede consumarse plenamente con la llegada al poder de un gobierno 

electo:  

Fue una alternancia política insuficiente, cambió el partido en el poder con la llegada de un 

grupo distinto, pero no necesariamente mejor capacitado ni más experimentado. Hubo al-

ternancia en el poder, pero no necesariamente una transición democrática (Bolívar Meza, 

2013: 44).  

 

Esto es, la alternancia política no hace milagros, incluso en ocasiones puede generar 

nuevos problemas. Un gobierno de alternancia llega precedido de una serie de expectativas 

de cambio, que difícilmente pueden cumplirse por razones diversas. Sin embargo, el tér-

mino de la transparencia se unió al de alternancia para legitimar al sistema político que lle-

gó al poder. 

Sin embargo, uno de los mayores problemas en la implementación de la transparen-

cia en México y  que se analizará más adelante es la corrupción e impunidad. Como ejem-

plo, en el sexenio de Fox, además de la ya citada Guerra de las Toallas, entre los escánda-

los de corrupción que marcaron el sexenio de Fox, destaca la red de financiamiento para su 

campaña electoral Amigos de Fox fundada el 28 de enero de 1998, conformada por un gru-

po de empresarios que se conocieron cuando trabajaban en Coca-Cola y al que se fueron 

sumando empresarios, militantes y dirigentes de grupos de la extrema derecha, pero tam-

bién de centro e izquierda. Sin embargo, la mayor problemática radica en que Amigos de 

Fox pasó los límites del financiamiento para incidir en un proceso político:  

Conformó una red de ciudadanos con el propósito explícito de llevar a la Presidencia de la 

República a un candidato surgido de las filas de la oposición y "sacar al PRI de Los Pinos". 

A partir de estrategias de mercadotecnia y publicidad impulsaron una movilización ciuda-

dana que tuvo éxito en el ámbito de la campaña presidencial del año 2000: su candidato ga-

nó en las urnas (Tejeda, 2012:67). 

 



105 

Después de dos años de gobierno de Fox, en mayo de 2002, el Tribunal Electoral 

del Poder Judicial de la Federación (TEPJF) emitió un fallo dirigido a la Comisión de Fis-

calización del entonces Instituto Federal Electoral (IFE), presidida por el entonces conseje-

ro Alonso Lujambio, para llevar a cabo la investigación del financiamiento de la campaña 

de Fox, debido a que hubo acusaciones y sospechas sobre financiamiento del extranjero y el 

rebase de los montos autorizados por la legislación electoral.  

A pesar de que Fox negaba la vinculación entre ambas partes, en octubre de 2003 el 

IFE descubrió que entre diciembre de 1999 y julio de 2000, el entonces presidente recibió 

345 mil pesos por parte de “Amigos de Fox”, a esto se suma el hecho de que el dinero utili-

zado perteneció al rubro de ingresos irregulares (La Jornada, 2003).  Lino Korrodi, gerente 

financiero, y Carlota Robinson fueron acusados de triangulación de fondos para la organi-

zación.  

Además, en agosto de 1998 también se fundó el Fideicomiso para el Desarrollo de 

la Democracia en México con BBVA Bancomer como institución financiera, el cual obten-

dría sus recursos de personas físicas y morales “simpatizantes de Vicente Fox Quesada”. 

El IFE detectó que, en el caso de Amigos de Fox, un monto irregular de 46 millones 

de pesos y de 36 millones en el del fideicomiso (La Silla Rota, 2018) y a partir de investi-

gaciones. A partir de estas investigaciones, el IFE evidenció que la asociación civil Amigos 

de Fox y el Fideicomiso para el Desarrollo y la Democracia en México fueron las principa-

les instancias que concentraron el financiamiento de la campaña y significan un financia-

miento ilícito e impusieron una multa de 498 millones de pesos a la coalición PAN y Parti-

do Verde Ecologista de México.  
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Por lo que existe una gran ruptura entre el discurso y la práctica de obligaciones de 

trasparencia y para Daniela Lemus (2017), ésta se ha utilizado como un discurso para legi-

timar el poder a pesar de dejarla del lado en la práctica. Sin embargo, a pesar de un nuevo 

marco institucional México es percibido como uno de los países más corruptos a nivel 

mundial, este problema – de manera paradójica – se acrecentó desde el 2001 bajo el manda-

to de los últimos tres presidentes: Vicente Fox, Felipe Calderón y Enrique Peña Nieto. Se-

gún el Índice de Percepción de la Corrupción, elaborado por Transparencia Internacional, 

desde 2001 México ha descendido 84 lugares en la lista de países corruptos.  

Desde el 2000 los actos de corrupción han incrementado. El portal de noticias Sin 

Embargo, publicó un artículo con la participación de Lorenzo Meyer Cossío (Colmex), 

Luis Alberto de la Garza Becerra (UNAM), Enrique Toussaint (UdeG), Gustavo López 

Montiel (ITESM), José Fernández Santillán (ITESM) y Juan Luis Hernández Avendaño 

(Ibero Puebla), quienes coinciden en lo siguiente: 

La historia presidencial de los últimos 18 años es una historia de “fracasos” continuos. 

Inició con una “transición fallida” en el año 2000; continuó con un gobierno deslegitimado 

y violento; y en su último capítulo –el de Enrique Peña Nieto– se caracterizó por ejercer, 

con “cinismo” (Flores, 2018). 

 

3.3 La ciudadanía informada contra la corrupción (2006 – 2012) 

A nivel social, el sexenio de Felipe Calderón (2006-2012) quedó marcado por el incremen-

to de la violencia como consecuencia de la política del presidente hacia el narcotráfico 

mediante la militarización del país. En materia de transparencia, siguiendo las mismas me-

didas que las establecidas en su Programa Nacional de Seguridad Pública (2008-2012), este 
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concepto estuvo ligado con el uso de la información pública para que la ciudadanía se con-

virtiera en vigilante.   

En el sexenio de Calderón, las estrategias para llevar a cabo las políticas de seguri-

dad pública y de seguridad nacional se definieron en el Plan Nacional de Desarrollo (PND) 

y más específicamente en el Programa Nacional de Seguridad Pública (PNSP) que contiene 

objetivos, estrategias, líneas de acción y metas con el propósito de salvaguardar la seguri-

dad pública. 

El Plan Nacional de Desarrollo (2007-2012) prevé que la seguridad pública y el Es-

tado de Derecho forman un binomio esencial para hacer realidad el Desarrollo Humano 

Sustentable, “en la cual la propia ciudadanía es la que proporciona información clave sobre 

la manifestación pública del fenómeno delictivo, por lo que dicho instrumento propone 

integrar la participación de la ciudadanía al sistema de seguridad” (Programa Nacional de 

Seguridad Pública 2008-2012, 2009:1). 

En este plan de establecieron las estrategias para que los ciudadanos se convirtieran 

en los informantes. En el ámbito de la transparencia sucedió lo mismo, ya que Calderón 

afirmaba que la vigilancia ciudadana terminaría con la corrupción, dejando la responsabili-

dad de cambio en ellos. Durante la clausura de la mesa redonda “La democracia en una 

encrucijada, el reto del financiamiento ilícito de la política”, celebrado el 2 de diciembre de 

2009, Felipe Calderón atribuye la responsabilidad de controlar la corrupción a la ciudadanía 

vigilante:   

[…] particularmente en el ámbito local de la vida de México, a nivel estatal y a nivel muni-

cipal, se extiendan las mismas reglas de transparencia, rendición de cuentas y vigilancia 

meticulosa y abierta del uso de recursos públicos en la actividad, no sólo electoral, sino del 

uso de recursos públicos en cualquier actividad.  
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A fin de qué. Por un lado, la vigilancia de las autoridades y ciudadanos en la vida de los 

partidos y candidatos; pero, por la otra, la vigilancia también de autoridades y ciudadanos 

en el comportamiento de los gobiernos, se tenga un doble control que evite que, también 

por esta vía, se pueda generar financiamiento indebido a otros traspasos de dinero público 

gubernamental no autorizado al manejo de campañas políticas.  Por eso se requiere más 

ciudadanía en la política, más ciudadanía participando, exigiendo y actuando para construir 

también partidos políticos más abiertos, y más transparentes, más responsables (Calderón, 

2009:179). 

 

Así, en el discurso político de Calderón, la transparencia pública también se unió a 

la lucha contra la corrupción, aunque en la práctica no generó un cambio sustancial. Es im-

portante recordar que la transparencia se inscribe en la lógica de las tendencias democráti-

cas que apuntan a que el poder sea más público. El principio de publicidad, que tiene sus 

antescendentes en Kant, se traduce en un mecanismo de supervisión ciudadana.  De tal 

forma, en la construcción de este discurso político se puso la esperanza y promesa de cam-

bio en la ciudadanía, la responsabilidad se delega al ciudadano como el encargado de eli-

minar las malas prácticas del gobierno.  

Sin embargo, para Byung-Chul Han (2013), aunque los ciudadanos han impulsado 

la proliferación de nuevos mecanismos de vigilancia y control ante el poder público para 

terminar con la corrupción, el cambio estructural no depende del desempeño de una ciuda-

danía activa.  

Además de las consecuencias económicas, en el ámbito político, la corrupción afec-

ta la confianza de los ciudadanos en sus gobiernos y erosionan la legitimidad de la demo-

cracia: “estos escándalos echan sal en las venas abiertas de la injusticia y exponen la llaga 

de la desigualdad ante la ley que muchos perciben” (Santiso, 2017: XV). Por ello, dentro 

del nuevo de contexto democrático recuperar la confianza de los ciudadanos ha sido un eje 
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en el discurso de la transparencia, un mecanismo del sistema político para mantener el equi-

librio antes las demandas.  

Ante esta desconfianza el sistema político busca un equilibrio y en México, al dis-

curso político sobre la transparencia se añadió la promesa de acabar con la corrupción y se 

fue configurando un discurso contra las malas prácticas, en el cual se sembró la gran pro-

mesa de la transparencia (Lemus, 2017).   

La vigilancia ciudadana por sí misma no puede terminar con los problemas estructu-

rales del país a pesar de que en este sexenio se hayan realizado avances importantes en la 

legislación. Respecto a la práctica de transparencia, una de las herencias que dejó la presi-

dencia de Felipe Calderón fue la Estela de Luz, conocida también como el “Monumento a 

la Corrupción” construido en la Ciudad de México entre 2010 y 2011 con motivo de los 

festejos del Bicentenario de la Independencia.  

En 2013 - un año después de su inauguración oficial - una docena de exfuncionarios 

públicos fueron acusados por uso indebido de atribuciones y facultades y ejercicio indebido 

del servicio público, entre ellos: contratar la obra sin licitación a Proyectos y Desarrollos de 

Infraestructura, S.A.P.I. y Gutsa Infraestructura, y por presuntas autorizaciones de conteni-

do económico para cubrir sobreprecios (Sin Embargo, 2013). 

Lo anterior deriva de que los contratos a dichas constructoras se adjudicaron me-

diante el procedimiento de invitación y porque el proyecto inicial se tenía contemplado en 

339 millones 215 mil pesos y terminó costando mil 304 millones de pesos (Proceso, 2013).  

En su columna para la revista Arquine, Juan Villoro se refiere a la Estela de Luz de 

la siguiente manera:  
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Prueba en piedra de la corrupción, fastuoso derroche en una nación donde la Auditoría Su-

perior de la Federación informa que 50 mil escuelas no tienen agua potable, la Estela es un 

agravio de 104 metros. El día más violento, de Bárbara Colio, muestra que en un escenario 

donde las metas están en trámite y los resultados son intangibles, ningún monumento 

resulta más elocuente que un andamio. No hubo luz en el proyecto de Paseo de la Reforma. 

Felipe Calderón, presidente de un país con 50 mil muertos, inauguró una esquela (Villoro, 

2012: 27). 

 

De tal manera que un error en el nivel discursivo es el entendimiento sobre la natu-

raleza de la transparencia, así como sus límites y posibilidades reales. La transparencia se 

planteó como un segundo control del ejercicio del poder público y se observó como un me-

dio para evaluar el desempeño de la administración pública, crear un ambiente institucional 

más restrictivo ante la corrupción, la aplicación discrecional de la ley, el corporativismo, 

los abusos y el mal uso de recursos públicos. Sin embargo, la vigilancia ciudadana median-

te mecanismos de transparencia por sí misma no puede hacer nada de esto. 

Por su naturaleza, la transparencia es una medida que adopta el sistema y no lo pue-

de modificar, es el primer paso para la rendición de cuentas, pero está limitada por el diseño 

institucional y la falta de regulación y mecanismos de responsabilidad eficientes. En el  

nuevo contexto democrático recuperar la confianza de los ciudadanos será otro eje atribuido 

a la transparencia por parte del sistema político.  

3.4 El Nuevo PRI: transparencia y confianza (2012-2018) 

Ligada a una estrategia política que buscaba recuperar la confianza de los ciudada-

nos durante el sexenio de Enrique Peña Nieto (2012-2018), la transparencia se utilizó con el 

mismo fin, promoviendo reformas en las leyes de acceso a la información e invitando a una 

ciudadanía activa a participar en los procesos de gobierno. Sin embargo, a pesar de estas 

mejoras a nivel institucional, el sexenio ha sido uno de los más corruptos.  



111 

Desde su campaña política, Peña Nieto buscaba recuperar la confianza de los ciuda-

danos en el PRI con una nueva imagen del partido que se basaba en mejoras y promesas de 

cambio a nivel estructural.  En el ámbito de justicia penal, en el Plan Nacional de Desarro-

llo (2013-2018) la relación confianza – transparencia está expresada de la siguiente manera:  

Para alcanzar los objetivos planteados, se propone concretar un nuevo enfoque de gobierno 

que sea cercano y moderno, que haga uso de las nuevas tecnologías de la información, que 

implemente medidas para abatir la corrupción y consolide un Nuevo Sistema de Justicia 

Penal más ágil y transparente. Para fortalecer el pacto social, el gobierno se plantea recupe-

rar la confianza de la ciudadanía, mediante una mayor transparencia y eficacia en la solu-

ción de conflictos, así como en la procuración e impartición de justicia (PND, 2013: 40).  

 

En este sexenio, a nivel discursivo la transparencia se construyó como sinónimo de 

rendición de cuentas y sanciones a las faltas administrativas debido a la desconfianza polí-

tica de los ciudadanos ante el regreso del PRI. El tema de la desconfianza política en las 

sociedades modernas ha sido estudiado por  Byung-Chul Han (2013) para quien la transpa-

rencia es producto de la desconfianza. Los ciudadanos están desencantados con quienes 

detentan el poder y con las instituciones democráticas, por lo cual, la transparencia sólo 

existe cuando ya no hay confianza y se queda en la pasividad: “Donde rige la transparencia, 

no hay lugar para la confianza. En lugar de decir que la transparencia funda la confianza, 

habría que decir que la transparencia suprime la confianza. Solo se pide transparencia insis-

tentemente en una sociedad en la que la confianza ya no existe como valor.” (Han, 2013: 

91). 

Durante su mandato, Peña Nieto promulgó la Ley General de Transparencia y Ac-

ceso a la Información Pública (2012), la cual obliga a cualquier persona física o moral que 

reciba recursos públicos a transparentar toda la información que genere. El 20 de diciembre 

de 2012 el Pleno del Senado aprobó el Dictamen y se remitió a la Cámara de Dipu-

http://www.forbes.com.mx/camara-de-diputados-aprueba-ley-de-transparencia/
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tados para ser aprobada el 22 de agosto de 2013. El 26 de noviembre se remitió a 

las legislaturas estatales y el 22 de enero de 2014 se remitió al Ejecutivo Federal para su 

publicación en el Diario Oficial de la Federación (DOF). 

Tras su aprobación, el expresidente subrayó que la transparencia y la rendición de 

cuentas son elementos indispensables para ‘‘generar confianza y seguir perfeccionando 

nuestra democracia. El derecho de acceso a la información en México ha evolucionado pa-

ralelamente a la democracia, pues en la actualidad la sociedad tiene derecho a conocer có-

mo y en qué se invierten los recursos públicos. Tienen derecho a saber qué hacen sus auto-

ridades y cuáles son sus resultados’’ (Citado por Urrutia, 2015). 

Como parte de su Cuarto Informe de Gobierno (2015-2016) en el apartado 1.4.3 

“Combatir la corrupción y transparentar la acción pública en materia de justicia para recu-

perar la confianza ciudadana”, menciona la creación del Sistema Nacional Anticorrupción 

que tendría los siguientes propósitos:    

Será la instancia encargada de la coordinación entre las autoridades competentes de todos 

los órdenes de gobierno para prevenir, detener y sancionar las faltas administrativas y los 

hechos de corrupción, así como de optimizar la fiscalización y control de los recursos 

públicos, “lo cual permitirá articular los esfuerzos institucionales con una visión de pesos y 

contrapesos que apoyados por la transparencia y rendición de cuentas significará un ele-

mento fundamental para fortalecer la confianza de los ciudadanos en las instituciones, en un 

marco de promoción de la legalidad y las buenas prácticas.” (IV Informe de Gobierno, 

2015: 134). 

 

Mientras que para el 2018 en la Semana de la Transparencia, Peña Nieto estableció 

la relación confianza – transparencia de la siguiente manera:   

 

La transparencia y la rendición de cuentas no implican sólo la creación de una nueva arqui-

tectura legal, sino aplicarlas de manera eficaz, porque son indispensables para generar con-

fianza y perfeccionar la democracia mexicana México habrá logrado consolidar una cultura 

de la transparencia cuando cada ciudadano vea como algo normal y rutinario tener acceso a 

toda la información pública gubernamental’’  (Vargas y Camacho, 2018:13).  
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Sin embargo, el sexenio de Enrique Peña Nieto fue uno de los más corruptos en la 

práctica, que inició con “El Caso Monex”. En junio de 2012, representantes del PAN y la 

coalición PRD-PT-MC denunciaron la presunta relación de Monex, un grupo financiero, 

con la compra de votos a favor de la alianza Compromiso por México (PRI, PVEM y Nue-

va Alianza) mediante la utilización de tarjetas bancarias de la empresa “SÍ vale”, propiedad 

de banco Monex.  

Días después, el 5 de julio, la coalición PRD-PT-MC reforzó aquella denuncia al 

dar a conocer decenas de facturas emitidas por Monex a nombre de las empresas Inizzio 

S.A de C.V. y Comercializadora Efra, S.A. de C.V. que respaldaron la compra millonaria 

de tarjetas Monex. La Coalición y el PAN llevaron su queja ante el IFE para que indagara 

el origen y destino del dinero con que se financiaron esos plásticos bancarios (Cervantes, 

2012). 

En el expediente RPAN/1212/2012 figuran los testimonios de Martín González 

García e Ignacio Moreno Balderas quienes se desempeñaron como representantes generales 

del PRI en Guanajuato para la campaña de Enrique Peña Nieto y confesaron que los líderes 

recibirían mediante esas tarjetas bancarias $17, 500 en tres parcialidades, además de una 

compensación por 2, 500 pesos al día siguiente de la elección. De acuerdo con los cálculos 

hechos por el PAN, implicaría un costo total de 701 millones de pesos teniendo en cuenta 

que hay 300 delegados distritales, 19 mil 400 representantes generales y 143 mil 151 repre-

sentantes de casilla (Aristegui, 2012). 



114 

El PAN buscaba que se congelaran las cuentas bancarias en Monex antes de la elec-

ción del 1 de julio, sin embargo, el IFE consideró que pese a las denuncias y pruebas pre-

sentadas por la oposición no hubo pruebas suficientes para ello.  

Por otro lado, en noviembre de 2014, Aristegui Noticias publicó un reportaje titula-

do “La casa blanca de Enrique Peña Nieto” realizado por un equipo de periodistas del por-

tal informativo con el apoyo de la plataforma de periodismo latinoamericano Connectas y 

el International Center For Journalists.   

El reportaje evidenciaba la casa de Angélica Rivera, esposa de Peña Nieto, ubicada 

en Sierra Gorda número 150. La residencia –con un valor aproximado de 86 millones de 

pesos - es propiedad de Ingeniería Inmobiliaria del Centro, una empresa que pertenece a 

Grupo Higa, una de las empresas que ganó la licitación del tren México-Querétaro, y que 

antes levantó obras en el Estado de México, cuando Peña Nieto fue gobernador.  

La investigación revisó los detalles de los trámites de la obra, revelando una red de 

corrupción entre la empresa inmobiliaria que había financiado la casa y diversos contratos 

de obra pública dentro del gobierno (Sin Embargo, 2014). Es importante destacar que en la 

investigación los periodistas solicitaron información pública como los planos entregados 

por la Delegación Miguel Hidalgo a través de solicitudes de transparencia.  

En 2015, Virgilio Andrade, ex secretario de Función Pública, declaró que no existía 

conflicto de interés en la compra de La Casa Blanca, por lo cual, declaró a Peña Nieto 

inocente, y la inexistencia de conflicto de interés por parte del mandatario debido a que no 

participó en dichas adjudicaciones, ni había tomado posesión como presidente cuando se 
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adquirió el inmueble. Además, concluyó que las “las relaciones personales no están prohi-

bidas” y que “el conflicto de interés no se materializa con la amistad”. (Proceso, 2015). 

Dentro del gobierno de Peña Nieta también destaca la Estafa Maestra, un reportaje 

derivado de las investigaciones periodísticas presentadas en septiembre de 2017 por el por-

tal de noticias Animal Político y Mexicanos contra la Corrupción e Impunidad (MCCI), en 

donde descubrieron que el gobierno federal, a través de 11 dependencias, desvió miles de 

millones de pesos. Al revisar las Cuentas Públicas 2013 y 2014 detectaron contratos ilega-

les por 7 mil 670 millones de pesos y de este dinero es incierto el destino de 3 mil 433 mi-

llones. 

Este reportaje evidencia como 11 dependencias públicas “contrataron” a ocho uni-

versidades públicas por 7 mil 670 millones de pesos para hacer supuestos servicios, pero 

éstas subcontrataron a 186 empresas, de las cuales 150 son irregulares y, por tanto, no cum-

plieron los servicios. Tiene su base en el análisis de la Cuenta Pública 2013 realizada por la 

Auditoría Superior de la Federación (ASF) presentad en febrero de 2015. 

Los 7 mil 670 millones de pesos le fueron entregados a 186 empresas, pero 128 de 

ellas no debían recibir recursos públicos, porque no tienen ni la infraestructura ni personali-

dad jurídica para dar los servicios para los que fueron contratadas, o simplemente porque 

no existen. Sólo por triangular los recursos, las universidades cobraron mil millones de pe-

sos de “comisión”, aunque no hayan dado ningún servicio. 

La investigación realizada por Animal Político y MCCI, concluye y prueba que 3 

mil 433 millones de pesos se entregaron a empresas fantasma. Mil millones de pesos más 

fueron la comisión para las universidades y el resto sirvió para, supuestamente, contratar 
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servicios. En muchos casos, no hay evidencia documental de que estos hayan existido 

(Animal Político, 2018).  

Es importante destacar que para realizar esta investigación, el equipo de periodistas 

envió 517 solicitudes de información a diferentes sujetos obligados. Sin embargo, después 

de que “La Estafa Maestra” recibió el Premio Ortega y Gasset de Periodismo 2018, Elías 

Camhaji escribió para El País los siguiente:  

Pero quizás el dato más impresionante que ha arrojado este trabajo periodístico es una cifra 

que enciende las alarmas en México: cero responsables. Ninguno de los implicados ha pisa-

do la cárcel, nadie ha pagado ni dado la cara por los desvíos masivos de recursos públicos. 

Los premios Ortega y Gasset de este año han premiado una investigación que debió sacudir 

un país, pero no lo hizo. Seis meses después de su publicación, el galardón ha vuelto a co-

locar en la agenda los reclamos ciudadanos de transparencia y justicia cuando parecía que 

ya habían sido olvidados (Camhaji, 2018). 

 

Pese a los avances en materia de transparencia a nivel institucional, el sexenio de 

Enrique Peña Nieto estuvo marcado por actos de corrupción que continuaron dando de qué 

hablar. Respecto al llamado “Nuevo PRI” de los 19 gobernadores priístas que comenzaron 

el sexenio con Peña Nieto, al menos 10 tienen problemas con la justicia hoy en día.  

Algunos se encuentran procesados por diversos delitos, otros más incluso es-

tán prófugos y a otros los han detenido en tiempos electorales, entre ellos Eruviel Ávila 

acusado de malversar fondos para actos de campaña, Rodrigo Medina, Andrés Granier, 

Javier Duarte y Cesar Duarte, se le investiga el desvío de 246 millones de pesos.  

Con lo cual, se demuestra que la transparencia no restablece el vínculo de la con-

fianza ciudadana si antes no se toman medidas estructurales que cambien el sistema, y por 

ello, a continuación, se presentan los grandes problemas de la transparencia en México que 
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son la dificultad para solicitar información pública y la impunidad como falla estructural 

del sistema.  

 

3.5  Los grandes problemas de la transparencia en México 

3.5.1 La dificultad para solicitar información pública  

El primer problema en México para que la transparencia sea utilizada como medio de con-

trol es la dificultad para solicitar información pública ya que su implementación se ha pen-

sado en el ámbito digital bajo las condiciones del Gobierno Abierto.  

El Reglamento de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pú-

blica Gubernamental (2003), en su artículo ocho señala que las dependencias y entidades 

deberán poner a disposición del público la información a través de la Unidad de Enlace de 

cada dependencia (de manera física) y también deberá estar contenida en un sitio de inter-

net de acceso público y general (Reglamento de la Ley Federal de Transparencia y Acceso 

a la Información Pública Gubernamental, 2003).  

Así, para obtener información pública o realizar una solicitud se debe acceder a los 

portales de internet de los sujetos obligados o a la página del Sistema Nacional de Transpa-

rencia. De tal manera que el primer impedimento es la brecha digital, que se refiere a la 

desigualdad entre aquellos que tienen o no acceso físico a las nuevas tecnologías (Van Dijk, 

2006). Esta tiene varios procesos: 1) el acceso motivacional relacionado con el interés y 

atracción por la nueva tecnología 2) el acceso físico o material vinculado con la disponibi-

lidad de hardware, software, aplicaciones, redes y el uso de tic y sus aplicaciones; 3) el ac-
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ceso a la alfabetización digital vinculado con la educación para adquirir habilidades digita-

les; y 4) el uso referido a las oportunidades significativas de uso. 

El Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI), en colaboración con la 

Secretaría de Comunicaciones y Transportes (SCT) y el Instituto Federal de Telecomunica-

ciones (IFT), publicó la Encuesta Nacional sobre Disponibilidad y Uso de Tecnologías de 

la Información en los Hogares (ENDUTIH) 2018. Entre los datos más importantes, destaca 

que en México hay 18.3 millones de hogares que disponen de Internet mediante conexión 

fija o móvil, 52.9% del total nacional. Es decir, la mitad de la población no cuenta el acceso 

físico a la red, lo cual, dificulta el acceso a la información pública que se transmite en los 

portales de transparencia o la posibilidad de generar una solicitud de información 

particular.  

El segundo problema tiene que ver con el acceso a la alfabetización digital, particu-

larmente al uso de la plataforma. En México, según la LAI, cualquier persona está facultada 

para solicitar información pública o para realizar una consulta de información pública. El 

problema es que la página del Sistema Nacional de Transparencia – lanzada el 6 de mayo 

del 2016– es difícil de utilizar, incluso por periodistas y académicos quienes son los más 

alfabetizados en la materia.  

La Plataforma fue diseñada por la empresa Intellego S.C, después de ganar la licita-

ción lanzada por el INAI y cobró 19 millones 663 mil pesos por el proyecto. Para Juan Ma-

nuel Casanueva, director de Social Tic México, “el tema de accesibilidad es fundamental y 

hay que reformularlo. Si ese portal no es intuitivo y sencillo para un usuario común, no hay 

acceso de información” (Roldán, 2016).  
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El diseño y la navegación sencilla también es un tema fundamental que no se ha 

cumplido, además, su uso implica un lenguaje especializado, por lo que debería haber un 

glosario donde se expliquen todos aquellos términos necesarios para entender cómo funcio-

na la transparencia, quiénes son los actores y de qué se trata.  

Por último, es difícil ingresar a este portal debido a que muchas veces el sitio web 

no abre o tiene problemas para cargar. Además, la información no siempre es de calidad y 

en sus portales de internet, los sujetos obligados frecuentemente presentan tablas en Excel 

con información no sistematizada o, documentos que no permiten su reutilización.  

Para alcanzar una verdadera transparencia activa, los datos publicados deben ser 

compatibles y reutilizables, de lo contrario, las funciones de control y conocimiento de las 

actividades del Estado no se pueden llevar a cabo. En la mayoría de las ocasiones, la infor-

mación sobre transparencia se publica en formato PDF o a través de un enlace a la sección 

correspondiente, por lo que no se puede considerar como reutilizable. 

Por otro lado, persiste la negativa a proporcionar información pública bajo el secre-

to fiscal, información clasificada o reservada. La primera es aquella cuya publicación com-

promete la seguridad nacional, la seguridad pública o la defensa nacional. Es importante 

mencionar que según la LAI, la información relacionada con violaciones graves a derechos 

humanos o delitos de lesa humanidad, así como la relacionada con actos de corrupción, no 

podrá clasificarse como reservada (LFTAIP, 2017).  

En lo que respecta a la información confidencial, es clasificada como tal la que 

contiene datos personales concernientes a una persona identificada o identificable; los 

secretos bancarios, fiduciario, industrial, comercial, fiscal, bursátil y postal, cuya titularidad 
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corresponda a particulares, sujetos de derecho internacional o a sujetos obligados cuando 

no involucren el ejercicio de recursos públicos, así como aquella que presenten los particu-

lares a los sujetos obligados, siempre que tengan el derecho a ello, de conformidad con lo 

dispuesto por las leyes o los tratados internacionales. La información confidencial no está 

sujeta a temporalidad alguna y sólo podrán tener acceso a ella los titulares de la misma, sus 

representantes y los servidores públicos facultados para ello (LFTAIP, 2017).  

Sin embargo, en los últimos años se ha reservado información vital para garantizar 

la justicia en casos tan sensibles como la desaparición de 43 estudiantes de la Escuela Nor-

mal Rural “Raúl Isidro Burgos”, la constructora Odebrecht y el Caso Tlatlaya, en donde el 

INAI ha tenido que presionar para que la información se abra al conocimiento público 

(Pelayo, 2018). 

Para Pérez y Terrazas (2014) no hay forma de garantizar el derecho de acceso a la 

información en la medida que la información que entregan las dependencias de gobierno no 

cumpla con los criterios mínimos de calidad, oportunidad, confiabilidad y accesibilidad:   

En muchos casos se cumple con la entrega de un documento que se presume contiene la in-

formación solicitada, sin embargo cuando éste se entrega a destiempo, de manera agregada, 

con datos no comparables, en formatos que no pueden ser reutilizados, no se está garanti-

zando plenamente el DAI. Existen criterios mínimos para que la entrega de información 

cumpla con el pleno ejercicio del DAI, y es que ésta sea: oportuna, veraz, completa, accesi-

ble y que pueda ser usada, es decir, comparable, clara y comprensible (Pérez y Terrazas, 

2014: 1).  

 

La expansión de leyes de acceso a la información durante los últimos años no se ha 

traducido en políticas que aseguren que la información pública esté bien organizada y sis-

tematizada para difundirla cuando se solicite, para Peschard (2017) “el hecho de que cada 

vez tengamos mejores leyes de transparencia no se ha traducido en mejores prácticas de 
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gestión de la información, que son fomenten gobiernos responsables y que rinden cuentas” 

(Peschard, 2017 165). 

3.5.2 La impunidad como falla estructural del sistema 

A pesar de que el periodismo de investigación en México ha desmantelado redes de corrup-

ción mediante el uso de mecanismos de transparencia – como Pemexgate, la Casa Blanca y 

la Estafa Maestra sólo por mencionar algunos – la impunidad como falla estructural del 

sistema continúa prevaleciendo con viejas prácticas que se encuentran latentes en el sistema 

político mexicano: “con muchas de sus manifestaciones: paternalismo, estatismo, corpora-

tivismo, malinchismo, autoritarismo y corrupción consuetudinaria” (Ojeda y Meyer, 2016: 

48) 

Tras el fallo de La Casa Blanca, José Luis Reyna (2015) escribió lo siguiente en su 

columna titulada “La transparencia en México es ficticia; la impunidad, no”: 

Lo mucho que queda del México autoritario mantiene vivo un sistema insuficiente de leyes 

que tienden a justificar lo injustificable y explicar lo inexplicable. La ley se ajusta a modo. 

Por eso no sorprende que un subordinado del presidente lo exonere de un presunto tráfico 

de influencias (Reyna, 2015). 

 

Como problema estructural en México, la impunidad se refiere a la incapacidad de 

las instituciones y las normas jurídicas para impedir el abuso del poder en provecho propio, 

por esa incapacidad de vigilancia efectiva y sanción eficaz, las leyes se vuelven negociables 

y casuísticas.  La reproducción de esa casuística, a su vez, hace que el fenómeno se vuelva 

sistemático (Merino, 2015:4).  

En diciembre de 2018, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos (CNDH) 

emitió un comunicado donde informó que los niveles de corrupción en México son preocu-
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pantes, al tiempo que insistió a que las autoridades deberían actuar para combatir la impu-

nidad y prevenir las prácticas deshonestas. Según el Reporte Ethos, descifrando la corrup-

ción (2017), la impunidad es una de las principales razones por las que en México, los actos 

de corrupción se han perpetuado a lo largo del tiempo en todos los niveles de gobierno. 

En el Índice de Percepción de la Corrupción de Transparencia Internacional de 

2017, México ocupa el lugar 135 de 180 países y de acuerdo con la OCDE, la corrupción se 

incrementó debido a los niveles mínimos o nulos de cumplimiento relacionados con la in-

vestigación y sanción, conforme a lo que dicta la Convención para Combatir el Cohecho de 

Servidores Públicos en Transacciones Internacionales. Además, acuerdo con estudios ofi-

ciales, en 2018 el costo total a consecuencia de corrupción en la realización de pagos, trá-

mites o solicitudes de servicios públicos y otros contactos con autoridades fue de 7 mil 218 

millones de pesos (La Jornada, 2018).  

El binomio impunidad/corrupción no son fenómenos nuevos en México, por el con-

trario, “ambos sintetizan el mayor déficit de la transición a la democracia de los años no-

venta y, a la vez, una de las principales razones por las que fracasó el régimen anterior [en 

referencia a Vicente Fox]. Corrupción e impunidad se han reforzado mutuamente” (Merino, 

2015:3).  

La impunidad en el sistema político se relaciona con el nivel de penalización que 

pueda recibir la clase política, las probabilidades de detección y penalización para aquellos 

individuos que cometen este tipo de acciones. Los individuos que realizan actos corruptos 

implícita o explícitamente comparan el ingreso proveniente del acto y la inconveniencia o 

costo causados por la penalización. De esta manera, el individuo evalúa la probabilidad de 
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ser descubierto, la capacidad de cumplimiento de la ley por los mismos funcionarios y la 

independencia del poder judicial de los políticos (Jain, 2001).   

Además, de acuerdo con el Informe Exportación de la Corrupción 2018 a pesar de 

que el gobierno mexicano ratificó la Convención OCDE contra la corrupción desde 1999, 

hasta la fecha no ha sancionado ningún caso de corrupción utilizando este instrumento jurí-

dico que permite investigar y sancionar la corrupción de empresas multinacionales operan-

do en el extranjero (Morales, 2018).   

Por lo tanto, en México a pesar de que exista información abierta, la impunidad con-

tinúa presente como parte del sistema. La idea principal de la Ley de Transparencia, como 

lo expresa Carbonell (2010:189) es que el poder público opere como lo debe hacer en un 

sistema democrático: con plena transparencia y rindiendo cuentas claras a la ciudadanía. 

Sin embargo, a nivel internacional, el país ocupa el cuarto lugar del Índice Global de Impu-

nidad (IGI, 2018) con 69.84 puntos y encabeza la lista de países del continente americano 

con el más alto índice de impunidad.  

Es verdad que durante el curso del siglo XXI, México ha tenido avances importan-

tes en la construcción del derecho de acceso a la información pública, sin embargo, la 

transparencia se ha construido bajo ejes erróneos que la conceptualizan como una fórmula 

milagrosa contra los problemas económicos, políticos y sociales cuando su incidencia no 

abarca en su totalidad estos campos, incluso para Mauricio Merino (2015):   

La transparencia ha sido favorable para encontrar y denunciar abusos y producir escánda-

los. Pero también puede ser una coartada para la corrupción: más información publicada, 

mejores portales electrónicos y mucha propaganda, a cambio de mantener intactos los pro-

cesos que originan y reproducen los abusos de poder para provecho propio. (Merino, 2015: 

7) . 
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En este tercer capítulo se demostró la construcción del discurso de la transparencia 

en México, fue de vital importancia evidenciar que el sistema político e instituciones gu-

bernamentales son quienes tienen acceso preferencial al discurso público, por lo cual, tie-

nen la capacidad de moldearlo y reproducirlo. De esta forma, el sistema político ha contro-

lado el discurso de la transparencia y cada administración gubernamental le ha dado un 

significado acorde a sus intereses y al contexto social que es dinámico. Por último, vale la 

pena resaltar que los índices de corrupción y casos de impunidad incluso han aumentado 

pese a la implementación de mecanismos de transparencia, dejando en evidencia que dis-

curso y práctica están separados.     

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



125 

CONCLUSIONES 

Dentro del espacio público surgen actos comunicativos que configuran una realidad políti-

ca. En particular, esta investigación evidencia en qué contexto se ha construido el discurso 

de la transparencia pública, sobre todo, cómo se ha actualizado en respuesta a los intereses 

del sistema político.  

La construcción del discurso de la transparencia en México responde en un primer 

momento a las presiones económicas precedidas por los organismos internacionales, y pos-

teriormente al cambio de las políticas clientelares, practicadas por el Partido 

Revolucionario Institucional, por una más cercana al proceso de democratización del país y 

mecanismos de gobernabilidad, enfocados en la capacidad de los gobiernos de atender las 

demandas sociales.  

Es importante recordar que como se explicó en esta investigación, la política está 

atravesada por el lenguaje y los discursos son construcciones históricamente determinadas 

que permiten a los sujetos y, sobre todo, a los grupos sociales apropiarse simbólicamente 

del mundo real, definiendo las líneas básicas de un proceso de significación siempre cam-

biante. 

El valor general de los discursos está en función del poder de aquellos grupos que 

tienen la capacidad de intervenir en el espacio público. Para Van Dijk (2004), los grupos e 

instituciones dominantes crean y mantienen la desigualdad social por medio de la 

comunicación y el uso de la lengua, ya que existe un acceso preferencial de las élites al 

discurso público, tanto en medio tradicionales como a través de las nuevas tecnologías.  
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En particular, la construcción del discurso de la transparencia fue jerarquizado y de-

limitado por el sistema político que buscó responder a las demandas de la sociedad para 

preservar el poder, ya que como menciona David Easton (1994), la organización interna de 

un sistema político es su extraordinaria capacidad para responder a las circunstancias en 

que funciona. Por ello, para entender el discurso de la transparencia pública en México, 

partimos de los principios básicos de la democracia en un contexto específico que marcó su 

uso.  

De manera muy particular, en México tuvo como catalizadores la presión económi-

ca internacional liderada por los organismos financieros y fines políticos que buscaban ma-

yor legitimidad democrática. El Estado mexicano asumió un discurso y propagó sus valo-

res, éste a su vez, tuvo aceptación por la opinión pública porque los ciudadanos buscaban 

un cambio en las políticas autoritarias y frenar la corrupción gubernamental.  

Al reproducirse un discurso cobra sentido en relación con un contexto determinado 

y al comunicarse se crearon instituciones encargadas de difundirlos y preservarlos, tales 

como el Instituto Nacional de Acceso a la Información, el Sistema Nacional de Transparen-

cia, los Organismos garantes de la Federación y las Unidades de Transparencia.  

A partir del año 2000, el contexto de la alternancia política fue clave para que la 

transparencia se inscribiera en un nuevo sistema de valores presidido por el Partido Acción 

Nacional. Este discurso giró en torno a un cambio de gobierno y el combate a la corrupción 

como solución a los problemas estructurales del país. De igual importancia fue la figura que 

se comenzó a construir en torno a una ciudadanía informada que utilizara los mecanismos 

de transparencia para cambiar las malas prácticas gubernamentales; sin una ciudadanía ac-
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tiva, la transparencia no podría desarrollarse, por lo tanto, los actos de corrupción seguirían 

existiendo.  

Nuevo en discurso, viejo en prácticas, la implementación en México de los meca-

nismos de transparencia no han frenado la corrupción y es que pese a las sanciones imple-

mentadas, las dinámicas nacionales difícilmente podrían cambiar el rumbo en un tiempo tan 

corto después de la experiencia acumulada. 

Después de 19 años de aprobación de la Ley de Acceso a la Información, en el Índi-

ce de Percepción de la Corrupción 2018, la calificación de México empeoró y se ubicó en 

la posición número 138 de 180 países evaluados. México cuenta con una calificación de 28 

sobre 100 – donde 0 es altamente corrupto – en el nivel de corrupción percibido dentro del 

sector público. Este resultado lo coloca en el último lugar entre los miembros de la OCDE 

en América Latina, sólo superado por Guatemala y Nicaragua (Transparencia Internacional, 

2018).  

El reporte realizado por Transparencia Internacional señala lo siguiente: “En prácti-

camente ningún caso, México ha logrado desmantelar las redes de corrupción detectadas, ni 

las redes que les han brindado protección política.” (Transparencia Internacional, 2018). 

Además, determina que la corrupción está contribuyendo a una crisis de la democracia a 

nivel internacional. Estos resultados ponen de manifiesto que la transparencia por sí sola, 

no necesariamente lleva a una reducción de la corrupción tal y como se indicó en el tercer 

capítulo de esta tesis.  

De acuerdo con el último Índice de Transparencia Presupuestaria, publicado en 

2017 por la International Budget Partnership (IBP), México ocupó el sexto lugar de 102 
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países evaluados, posicionándose como el mejor país del continente americano en materia 

de transparencia, incluso por encima de Canadá y Estados Unidos. El IBP es la única 

medición global independiente y comparable que evalúa el estado de la transparencia pre-

supuestaria en 115 países. No obstante, sin acciones sistemáticas para desmantelar las redes 

de corrupción, información clara y persistencia de impunidad, será difícil que México dis-

minuya los índices de corrupción.  

Respecto al uso del concepto de transparencia en el discurso, para Pierre Bourdieu 

(1982), el lenguaje debería estar en el centro de todo análisis político porque, “como en el 

caso de la magia, es necesario preguntarse dónde reside el principio de esa acción o, más 

exactamente, cuáles son las condiciones sociales que vuelven posible la eficacia mágica de 

las palabras.” (Bourdieu, 1982: 2). Por lo tanto, resultó de vital interés para la presente in-

vestigación, mostrar cómo se fue construyendo el discurso de la transparencia para com-

prender el valor mágico que se le otorga al discurso. 

Las investigaciones en torno a la transparencia se han enfocado en su diseño proce-

dimental, y su implementación para combatir la corrupción gubernamental, sin embargo, no 

se había analizado a nivel simbólico, por lo que es importante una visión crítica de este 

concepto en torno al cual, se generan políticas públicas, mesas de análisis e incluso, 

mercadotecnia política.  

Las ciencias de la comunicación se caracterizan por estudiar problemas de la reali-

dad simbólica, el discurso como construcción de la realidad es la base del pensamiento de 

una sociedad y sus narrativas. Los hallazgos que se encontraron en esta investigación fue-

ron, por un lado, la construcción de este discurso por parte del sistema político, un grupo de 

élite con acceso privilegiado al espacio público que tiene la capacidad de moldear el signi-
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ficado de este concepto acorde a sus intereses.  Por otro, evidenciar el proceso mediante el 

cual se construyó el significado de la transparencia pública y su vínculo con frases como 

“acceso a la información”, “gobiernos más democráticos”, “combatir loa corrupción” y 

“participación ciudadana”. No hay que olvidar que las palabras no sólo expresan conceptos 

y significados sino también evaluaciones asociadas a dichos significados que generan re-

presentaciones mentales.  

Sin embargo, es importante destacar que en el discurso de la transparencia pública 

no existe una relación entre iguales, ciudadanos y sistema político se diferencian ya que 

sólo un grupo tiene la autoridad para pronunciar y difundir discursos en el espacio público. 

Tampoco existen consensos, ni discusión previa en torno a este término y los mecanismos 

implementados, por lo tanto, no se puede hablar de nuevas formas de participación ciuda-

dana.  

El objetivo de esta investigación fue conocer el proceso mediante el cual se cons-

truyó el concepto de transparencia en México y su entendimiento en el contexto actual, así 

como evidenciar la manera en que se ha reproducido en medios de comunicación, procesos 

electorales, campañas políticas, lemas de gobierno, etcétera. Se espera que esta investiga-

ción sea un precedente para futuros análisis en torno al discurso de la transparencia en el 

espacio público.  
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